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Resumen 

Este documento se integra en una serie de análisis que pretenden, desde la perspectiva del 
Derecho Comparado, presentar el Derecho de excepción en diferentes Estados, con especial 
atención a aquellos fundamentos jurídicos en que se basan las medidas de emergencia que 
se pueden adoptar ante crisis, como puede ser la crisis sanitaria provocada por la pandemia 
del COVID-19. 

El presente análisis tiene como objeto el caso de España. Se trata de la segunda edición. 
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Síntesis 
El Derecho de excepción español prevé tres estados: alarma, excepción y sitio. De entre ellos, 
el estado de alarma es el previsto para hacer frente, entre otros supuestos, a las “crisis 
sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves”. 

La crisis sanitaria provocada por la pandemia internacional del COVID-19 ha llevado al 
Gobierno de España a declarar el estado de alarma por segunda vez en los más de 40 años de 
vigencia de la Constitución Española de 1978. La primera vez se produjo en 2010 como 
respuesta a la crisis de los controladores aéreos, mientras que los otros dos estados (excepción 
y sitio) nunca han sido declarados. 

La declaración de uno de los estados excepcionales previstos constitucionalmente –aunque 
se trate del más leve de todos ellos– constituye, por tanto, un acontecimiento extraordinario 
para la práctica constitucional reciente en España. Implica el inicio de un procedimiento 
excepcional por su repercusión sobre el funcionamiento de las instituciones constitucionales, 
ya que, entre otros aspectos, se pone en relieve la capacidad de control por parte del Congreso 
de los Diputados y de la Justicia sobre la acción del Gobierno, actor principal en el estado de 
alarma, así como la relación entre el Gobierno y las Comunidades Autónomas. 

Se han adoptado medidas que tienen un gran impacto sobre la vida social y económica del 
país, tales como la limitación de la libertad de circulación, el confinamiento forzoso de los 
ciudadanos, la intervención de industrias, la paralización de la actividad económica no 
esencial, etc. 

La incidencia de las medidas adoptadas sobre los derechos de los ciudadanos y sobre el 
funcionamiento de las instituciones ha propiciado un debate sobre si, en vez del estado de 
alarma, debería de haberse declarado el estado de excepción. 

Por todo ello, resulta necesario detenerse a analizar el régimen jurídico del estado de alarma 
en Derecho español, así como su última aplicación. 
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I. Introducción

El Derecho de excepción y el ordenamiento jurídico español
vigente

El Derecho de excepción1 se configura como “una garantía frente a las situaciones de crisis 
constitucional imprevistas, por la que se suspende la vigencia del orden constitucional de 
ciertos derechos y libertades”2.  

El legislador español prevé su aplicación “cuando circunstancias extraordinarias hiciesen 
imposible el mantenimiento de la normalidad mediante los poderes ordinarios de la Autoridades 
competentes” (artículo 1 de la Ley Orgánica 4/1981 de 1 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, en adelante, “Ley Orgánica 4/1981”). Dichas circunstancias dan lugar a lo que 
CARRO MARTÍNEZ denomina como “situaciones de anormalidad constitucional”3. 

La Constitución Española, en su artículo 116, prevé tres estados de “anormalidad”: alarma, 
excepción y sitio4. 

1  También suele denominarse “Derecho de necesidad”, “de emergencia” o “de crisis”, véase ÁLVAREZ GARCÍA, 
Vicente: “El Coronavirus (COVID-19): respuestas jurídicas frente a una situación de emergencia sanitaria”. El 
Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 6-21 (p. 8). 

En general sobre el concepto de Derecho de excepción, véase: FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE MAYORDOMO, 
Pablo: “El Derecho de emergencia constitucional en España: hacia una nueva taxonomía”. Revista de Derecho 
Político. Núm. 107, enero-abril 2020, pp. 111-145. 

2 LAFUENTE BALLE, José María: “Los estados de alarma, excepción y sitio (I)”. Revista de Derecho Político. Núm. 
30, 1989, pp. 23-54 (p. 25). En adelante, LAFUENTE BALLE (1989). 

Teniendo en cuenta la definición de este autor y la doctrina analizada, no se incluyen como objeto de este 
estudio los mecanismos excepcionales de control del Gobierno de España frente a las Comunidades 
Autónomas. Así, las medidas que pueden ser adoptadas en aplicación del artículo 155 de la Constitución 
Española afectan a las relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas –y, especialmente, a la 
autonomía de la Comunidad en cuestión que desoye el cumplimiento de la Constitución y las leyes– y se alejan 
significativamente del ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, norma de especial referencia en este estudio. Ello no obsta para que dichas medidas puedan 
revestir un “carácter excepcional o extremo (y alcance incluso coercitivo), para situaciones igualmente 
excepcionales o extremas” que pueden constituir una crisis constitucional (Congreso de los Diputados: Sinopsis 
artículo 155. Diciembre de 2003. Actualizado por última vez en febrero de 2018. Véase en 
https://app.congreso.es/consti/constitucion/indice/imprimir/sinopsis_pr.jsp?art=155&tipo=2). 

3  CARRO MARTÍNEZ, Antonio: “Artículo 116 Situaciones de anormalidad constitucional”, en ALZAGA VILLAAMIL, 
Óscar (dir.): Comentarios a la Constitución Española de 1978. Tomo IX, Artículos 113 a 127. Cortes Generales, 
Editoriales de Derecho Reunidas, 1987, pp. 208-261. Según este autor, “Lo típico de estas situaciones de 
anormalidad constitucional es que se hallan presididas por las ideas de urgencia, la legítima defensa y la 
necesidad” (p. 213) y apunta que “las situaciones de anormalidad o de excepción hay que combatirlas con 
poderes que también son excepcionales” (p. 216), pero teniendo en cuenta que “la limitación del poder 
excepcional en el tiempo es verdaderamente clave” (p. 218). 

El mismo autor, en un encomiable ejercicio combinado de Derecho Comparado y de Historia del Derecho, hace 
un intento de tipificación de los diferentes tipos de anormalidad, que reagrupa en las siguientes categorías: 
emergencias anticonstitucionales, suspensión de la Constitución, plenos poderes, estado de urgencia, 
emergencia militar (Martial Law), estado de sitio y suspensión de garantías (pp. 219-230). 

Véase también la clasificación de las “distintas posibilidades frente al hecho extraordinario” que hace, por su parte, 
FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE MAYORDOMO, Pablo, op. cit., pp. 115-118. 

4  Como bien señala CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 219, “esta nomenclatura carece de correspondencia uniforme 
con la utilizada por otras Constituciones de las más variadas latitudes del universo. Incluso en los dos últimos 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1981-12774
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1981-12774
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229
https://app.congreso.es/consti/constitucion/indice/imprimir/sinopsis_pr.jsp?art=155&tipo=2
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Desde su promulgación en 1978, nunca han sido declarados ni el estado de excepción ni el de 
sitio. En cambio, el estado de alarma ha sido declarado en dos ocasiones: en diciembre de 
2010, como respuesta a la crisis de los controladores aéreos y, recientemente, en marzo de 
2020, como respuesta a la crisis sanitaria provocada por el COVID-19. 

La declaración de cada uno de esos tres estados obedece a presupuestos diferentes, sin que 
pueda afirmarse que se trate de tres fases dentro de la misma escala5. Este extremo queda 
patente en la medida en que Ley Orgánica 4/1981, en su desarrollo del art. 116, regula 
nominatim los casos en que cada situación procede y las medidas o restricciones que pueden 
establecerse. 

La rápida propagación del COVID-19 en España ha llevado a su Gobierno a declarar el 14 de 
marzo del 2020 el estado de alarma en todo el territorio nacional, pues constituye el 
instrumento legalmente previsto para hacer frente, entre otras “alteraciones graves de la 
normalidad”, a las “crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves” 
(artículo 4 de la Ley Orgánica 4/1981). 

El objeto central del presente estudio es el estado de alarma, primero, de un modo general y, 
a continuación, en concreto, en su aplicación en el caso particular de la crisis sanitaria 
provocada por el COVID-19 con especial atención al impacto del estado de alarma sobre los 
derechos de los ciudadanos, el funcionamiento de las instituciones y la vida social y económica 
de España.  

 Precedentes en la Historia del constitucionalismo español 
Desde un punto de vista histórico, la regulación de estados excepcionales para la suspensión 
de ciertas garantías constitucionales “es tan antigua como el propio constitucionalismo 
histórico español”6. De hecho, CARRO MARTÍNEZ mantiene que “la excepción y el sobresalto 
han sido mucho más comunes que el desarrollo de la normalidad constitucional” y sostiene su 
afirmación con una detallada relación de las diferentes “situaciones de emergencia” que se 
fueron sucediendo en España a lo largo de los siglos XIX y XX7. 

La Constitución de 1812, conocida como la Constitución de Cádiz, disponía: “Si en 
circunstancias extraordinarias la seguridad del Estado exigiese, en toda la Monarquía o en parte 

 

siglos de la historia española se han dado ejemplos, con mayor frecuencia de la deseada, que revelan una 
riqueza de supuestos casis ilimitada”. 

5  En opinión de FERNÁNDEZ SEGADO, “del articulado de la ley orgánica y de los debates parlamentarios se 
deduce con relativa nitidez que no estamos ante tres etapas de una misma situación, ante tres grados de 
intensidad diferente de un mismo proceso, sino ante situaciones cualitativamente distintas. Esto es 
especialmente predicable respecto del estado de alarma, de una naturaleza muy distinta a la de los otros dos 
estados excepcionales”. Véase FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco: “La Ley Orgánica de los estados de alarma, 
excepción y sitio”. Revista de Derecho Político. Núm. 11, 1981, pp. 83-116 (p. 89). 

 Como indica también CARRO MARTÍNEZ: “Es de recordar que en el proyecto originario se incluía también como 
causa del estado de alarma a ciertas alteraciones del orden o la seguridad, lo que inducía a calificar dicha 
situación como un estado de excepción atenuado, no prosperando dicha idea como consecuencia 
fundamental de la oposición socialista. Privado el estado de alarma de las singularidades propias del orden 
público, ha pasado a ser algo anodino y de naturaleza totalmente distinta a los estados de excepción y sitio ... 
En puridad, el estado de alarma y la nada son la misma cosa, porque las facultades de la autoridad son las 
mismas que le corresponden en período de normalidad. ... al no prosperar las características del proyecto, el 
estado de alarma ha quedado vacío y sin contenido” (CARRO MARTÍNEZ: op. cit., p. 253). 

6  Congreso de los Diputados: Sinopsis artículo 116. Diciembre de 2003. Actualizado por última vez en enero de 
2018. Véase en https://app.congreso.es/consti/constitucion/indice/imprimir/sinopsis_pr.jsp?art=116&tipo=2. 

7  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., pp. 230-246. 

http://www.congreso.es/constitucion/ficheros/historicas/cons_1812.pdf
https://app.congreso.es/consti/constitucion/indice/imprimir/sinopsis_pr.jsp?art=116&tipo=2
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de ella, la suspensión de algunas de las formalidades prescritas en este capítulo para el arresto de 
los delincuentes, podrán las Cortes decretarla por un tiempo determinado” (artículo 308). 

Este modelo de excepcionalidad para la persecución de delitos, dirigido a la suspensión de 
ciertas garantías de los detenidos y del derecho a la “inviolabilidad del domicilio”, se repitió 
sin sustantivas modificaciones en las diferentes Constituciones de la primera mitad del siglo 
XIX. 

La Constitución de 1869, en su art. 318, permite la suspensión temporal del habeas corpus, de 
la inviolabilidad del domicilio y de residencia y de las libertades de expresión, reunión y 
asociación pero exige una ley de orden público, establecida de antemano, que debía servir 
como base para la suspensión de garantías constitucionales, la cual debería de ser efectuada 
también mediante ley. 

La anunciada “ley de orden público” no fue promulgada hasta el 23 de abril de 1870. En ella 
“se regulaban dos estados excepcionales: El estado de prevención y alarma, de carácter civil; y 
el estado de guerra, de carácter militar. El presupuesto de hecho de ambos estados era el 
mantenimiento y restablecimiento del orden público (artículo 2), de manera que la 
diferenciación entre ellos estaba en función de la gravedad de los efectos a adoptar según la 
intensidad del desorden. El estado de prevención y alarma se consideraba declarado con 
motivo de la publicación de la correspondiente ley de suspensión de garantías, facultando a 
la autoridad civil para adoptar cualquiera de los efectos establecidos en los artículos 5 a 10. La 
declaración del estado de guerra, y la consiguiente resignación del mando por la autoridad 
civil en la militar, estaba prevista bien para el caso de desórdenes de gravedad o bien para el 
caso de que el estado de prevención y alarma no hubiese resultado suficiente para el 
restablecimiento del orden público”9.  

La Ley de Orden Público de 1870 estaría en vigor hasta 1933 y, por tanto, también durante la 
vigencia de la Constitución de 1876, cuyo art. 1710 reproducía en gran parte la regulación 
anterior, con la salvedad, importante, de permitir al Gobierno la suspensión de las garantías 
en determinadas circunstancias. A pesar de este retroceso, como indica CARRO MARTÍNEZ, la 
“normalidad pasa a ser la característica predominante hasta la última década del siglo, siendo 

 
8  El contenido de dicho art. 31 era el siguiente: 

 “Las garantías consignadas en los artículos 2º., 5º., y 6º., y párrafos 1º., 2º. y 3º. del 17, no podrán suspenderse en toda 
la Monarquía ni en parte de ella, sino temporalmente y por medio de una ley, cuando así lo exija la seguridad del 
Estado en circunstancias extraordinarias. 

 Promulgada aquélla, el territorio a que se aplicare se regirá, durante la suspensión, por la ley de Orden público 
establecida de antemano. 

 Pero ni en una ni en otra ley se podrán suspender más garantías que las consignadas en el primer párrafo de este 
artículo, ni autorizar al Gobierno para extrañar del Reino, ni deportar a los españoles, ni para desterrarlos a distancia 
de más de 250 kilómetros de su domicilio.  

 En ningún caso los Jefes militares o civiles podrán establecer otra penalidad que la prescrita previamente por la ley”. 
9  LAFUENTE BALLE (1989), op. cit., p. 38. 
10  El art. 17 se leía como sigue: 

 “Las garantías expresadas en los artículos 4º., 5º., 6º., y 9º., y párrafos primero, segundo y tercero del 13, no podrán 
suspenderse en toda la Monarquía, ni en parte de ella, sino temporalmente y por medio de una ley, cuando así lo 
exija la seguridad del Estado, en circunstancias extraordinarias. Sólo no estando reunidas las Cortes y siendo el caso 
grave y de notoria urgencia, podrá el Gobierno, bajo su responsabilidad, acordar la suspensión de garantías a que 
se refiere el párrafo anterior, sometiendo su acuerdo a la aprobación de aquéllas lo más pronto posible.  

 Pero en ningún caso se suspenderán más garantías que las expresadas en el primer párrafo de este artículo. Tampoco 
los jefes militares o civiles podrán establecer otra penalidad que la prescrita previamente por la ley”. 

http://www.congreso.es/docu/constituciones/1869/1869_cd.pdf
http://www.senado.es/web/wcm/idc/groups/public/@cta_senhis/documents/document/mdaw/mde5/%7Eedisp/senpre_018546.pdf
http://www.cepc.gob.es/docs/constituciones-espa/1869.pdf?sfvrsn=4
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muy fecunda la legislación de esta época, de la que se benefician algunos derechos 
individuales, como los de reunión, prensa y asociación”11.  

Pero la transición entre los dos siglos no fue por los mismos derroteros. Así, la guerra colonial, 
el anarquismo terrorista, los movimientos separatistas y la agitación social y sindical llevaron 
a la adopción de una serie disposiciones que suspendían garantías12. 

Esta inestabilidad y consecuente excepcionalidad de derechos constitucionales encontró su 
culmen en 1923, cuando, como consecuencia de la instauración del régimen del General 
Primo de Rivera, quedó suspendida la Constitución de 187613. 

La Segunda República, “una emergencia fáctica que surge al margen de toda norma 
constitucional”14, se declara 14 de abril del 1931 y al día siguiente su gobierno se inviste de 
“plenos poderes”, con posibilidad de someter los derechos individuales “a un régimen de 
fiscalización gubernativa”15. Este régimen se nutrirá de los precedentes indicados para regular 
su propio Derecho de excepción.  

La intervención legislativa más importante es la Ley de Defensa de la República del 21 de 
octubre de 1931, que fue elevada al nivel del texto constitucional “a través de la disposición 
transitoria segunda en la Constitución de 9 de diciembre de 1931” y que “privaría de eficacia 
con cierto nivel de arbitrariedad un importante número de derechos”16, pues “confería 
facultades gubernativas al Ejecutivo para multar, confinar o extrañar a quienes cometieran 
actos de agresión contra el régimen, así como suspender reuniones o manifestaciones y 
clausurar asociaciones, sin dar la más mínima intervención al Legislativo”17. 

Casi dos meses después, con la entrada en vigor de la Constitución de 1931, su artículo 42, 
primer párrafo, establecía: “Los derechos y garantías consignados en los artículos 29 [derechos 
del detenido], 31 [libertad de circulación, residencia e inviolabilidad del domicilio], 34 [libertad de 
expresión, opinión y prensa], 38 [derechos de reunión y manifestación] y 39 [derecho de asociación 
y sindicación] podrán ser suspendidos total o parcialmente, en todo el territorio nacional o parte 
de él, por decreto del Gobierno, cuando así lo exija la seguridad del Estado, en casos de notoria e 
inminente gravedad”. En el párrafo sexto de la misma disposición, se disponía que “durante la 
suspensión regirá, para el territorio que se aplique, la ley de Orden público”. Por tanto, el 
constituyente de 1931 tomará del texto de 1869 la “referencia a la ley de orden público, si bien 

 
11  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 238. 
12  CARRO MARTÌNEZ, en este contexto, cita las siguientes: Ley de 14 de julio de 1898, RD de 12 de septiembre de 

1899, RD de 23 de octubre de 1899, RD 20 de junio de 1900, RD 1 de noviembre de 1900, RD 7 de mayo de 1901 
y RD 9 de febrero de 1902, en CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 239. Asimismo, pueden citarse el Bando de 26 de 
julio 1909 (declaración del estado de guerra en Barcelona), el RD de 27 de julio de 1909 (suspensión de garantías 
constitucionales en Barcelona, Gerona y Tarragona), el RD de 28 de julio de 1909 (suspensión de garantías 
constitucionales en toda España), el RD de 19 de septiembre de 1911, el RD de 28 de marzo de 1917, Ley de 13 
de agosto 1918, RD de 24 de marzo 1919, etc. 

13  Congreso de los Diputados. Constituciones Españolas 1812-1978. Constitución de 1876. Véase en: 
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Hist_Normas/ConstEsp1812_1978/Const18
76. 

14  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 241. 
15  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 241. 
16  OEHLING DE LOS REYES, Alberto: “La ley de defensa de la república de 21 de Octubre de 1931: Introducción a 

su contexto político-jurídico, a su normativa conexa y breve comparativa con su homónima alemana, La Gesetz 
zum Schutze der Republik”. Estudios de Deusto: revista de la Universidad de Deusto. Vol. 64, núm. 2, 2016, pp. 
127-155 (p.130).  

17  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p.241-242. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1931/295/A00420-00421.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1931/295/A00420-00421.pdf
http://www.congreso.es/docu/constituciones/1931/1931_cd.pdf
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Hist_Normas/ConstEsp1812_1978/Const1876
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/Hist_Normas/ConstEsp1812_1978/Const1876


El Derecho de excepción 
España: estado de alarma 

5 

desaparece su carácter previo necesario”. De la Constitución de 1876, por su parte, se adopta 
la “facultad del Gobierno de decretar la correspondiente suspensión sometida a ratificación 
por las Cortes”18. 

Cabe señalarse como un importante hito la entrada en vigor de la Ley de Orden Público de 28 
de julio de 1933, que no sería derogada hasta el 1959 y que “regulaba tres estados 
excepcionales —ordinario, de prevención y de alarma— de carácter civil, y un estado —de 
guerra— de carácter militar. Al igual que la Ley de Orden Público de 1870, la diferencia entre 
esos cuatro estados es cuantitativa en función de la gravedad de los efectos a adoptar para 
afrontar un presupuesto de hecho común, cual es el orden público definido como «el normal 
funcionamiento de las instituciones del Estado y el libre y pacífico ejercicio de los derechos 
individuales, políticos y sociales definidos en la Constitución»”19.  

Como indica CARRO MARTÍNEZ, rigieron “simultáneamente -aunque formalmente fuese 
cuestión difícil de armonizar- la Constitución, la Ley de Orden Público y la Ley de Defensa de 
la República. A esta difícil concurrencia puso término la ley de 29 de agosto de 1933, que 
derogaba en su artículo único la última ley citada, que prácticamente mantuvo el estado de 
excepción durante dos años en nuestro país”20. 

La inestabilidad que se vivía en dicho período llevaría a los gobiernos de la Segunda República 
a hacer uso de forma muy frecuente de las medidas de excepción21. 

Apenas poco más de dos meses comenzada la guerra civil, en virtud del Decreto de la Junta 
de Defensa Nacional de 29 de septiembre de 1936, el general Franco asumiría “todos los 
poderes del nuevo Estado” (art. 1) y se le nombra “Generalísimo” de todos los Ejércitos (art. 2). 
Esta situación de “plenos poderes” fue confirmada por sucesivas leyes22. 

Posteriormente, el Fuero de los Españoles de 17 de julio de1945, en su artículo 35, establecía 
la posibilidad de suspender, total o parcialmente, sólo algunos de los derechos reconocidos 
en el propio Fuero, aquellos previstos en sus artículos 12 a 16 y 18. Dicha suspensión habría 
de ser temporal y hecha por el Gobierno mediante un Decreto-Ley que taxativamente debía 
determinar el alcance y duración de la medida23. 

 
18  Congreso de los Diputados: Sinopsis artículo 116, op. cit. 
19  LAFUENTE BALLE (1989), op. cit., pp. 40-41. 
20  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 243. 
21  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 232: “En alguna ocasión España vivió sistemas de anormalidad superpuestos. Tal 

fue el caso de la Segunda República, en que llegaron a coincidir en el tiempo situaciones de prevención y de 
alarma, a los que se superpuso en cierto momento el estado de guerra”. Para una explicación detallada, véase 
pp. 241-243 de la obra citada. 

 En la misma línea, FERNÁNDEZ SEGADO, Francisco: “La Defensa extraordinaria de la República”. Revista de 
Derecho Político. Núm. 12, invierno 1981-1982, pp. 105-135 (pp. 134-135): “muy poco tiempo habrá de 
transcurrir desde la promulgación de la LOP [Ley de Orden Público] hasta su primera aplicación, que tendría 
lugar apenas veinte días después de aquélla: el 18 de agosto de 1933, fecha en la que un Decreto de la 
Presidencia del Consejo de Ministros declaraba el estado de prevención en la provincia de Sevilla. A partir de 
ese momento, y con algunas escasas salvedades, se sucederían sin solución de continuidad las declaraciones 
del estado de prevención, las suspensiones de garantías constitucionales e incluso la misma declaración del 
estado de guerra”. 

22  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., p. 244. 
23  La primera vez en que se hizo uso de esta posibilidad de suspensión fue mediante el Decreto-Ley de 10 de 

febrero de 1956, por el que se suspendió por tiempo de tres meses la vigencia de los artículos 14 y 18 del Fuero 
de los Españoles. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1933/211/A00682-00690.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1933/211/A00682-00690.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1936/032/J00125-00126.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1936/032/J00125-00126.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1945/199/A00358-00360.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1956/043/A00987-00987.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1956/043/A00987-00987.pdf
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La Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado24 permitía al Gobierno declarar o 
levantar los estados de prevención, alarma y guerra previstos en la Ley de Orden Público de 
1933. 

La citada ley de Orden Público de 1933 fue sustituida por la Ley 45/1959 de Orden Público, 
que, en su capítulo III, regulaba el estado de excepción y, en su capítulo IV, el estado de guerra. 
El estado de excepción se declaraba mediante Decreto-ley y podía ser de aplicación, entre 
otros supuestos, “si la magnitud de una calamidad, catástrofe o desgracia pública lo aconsejare” 
(art. 25.1); el citado Decreto-ley o, llegado el caso, alguno posterior determinaba qué garantías 
jurídicas de las reconocidas por el Fuero de los Españoles quedaban suspendidas con arreglo 
a su art. 35 (art.25.2); el Gobierno debía dar cuenta inmediata a las Cortes de tales Decretos-
leyes, así como de aquel por el que se restableciera la normalidad (art. 26.1) y asimismo debía 
de informar a las Cortes de los motivos que justificarían una prórroga del estado de excepción 
en caso de que éste debiera de sobrepasar los tres meses (art. 26.2). Según el art. 35 de la citada 
Ley de Orden Público, el estado de guerra podía ser declarado en cualquiera de los supuestos 
siguientes: “a) Cuando la alteración que motivó el estado de excepción haya adquirido tales 
proporciones o gravedad que no pueda ser dominada por las medidas adoptadas por la Autoridad 
civil. b) Cuando se produzca una súbita y violenta insurrección Ia contra la seguridad del Estado, 
sus Instituciones políticas o la estructura social”25. 

Por su parte, la Ley Orgánica del Estado de 1967 preveía, en su art. 10.d), que “El Jefe del Estado 
estará asistido por el Consejo del Reino, para ... Adoptar medidas excepcionales cuando la 
seguridad exterior, la independencia de la Nación, la integridad de su territorio o el sistema 
institucional del Reino estén amenazados de modo grave e inmediato, dando cuenta 
documentada a las Cortes”. 

Tras esta evolución histórica, se llega a la Constitución de española de 1978 que, como ya se 
ha indicado, prevé tres estados: alarma, excepción y sitio. En gran medida, puede advertirse 
un hilo conductor entre el artículo 116 de la vigente Constitución y los antecedentes 
constitucionales históricos analizados en párrafos anteriores. 

Asimismo, también debe observarse la influencia del Derecho Comparado26. En ese sentido, 
“puede, en cualquier caso, citarse el régimen establecido en la Ley Fundamental de Bonn, que 
parece haber inspirado en cierta medida la regulación española, por el que se distinguen las 
situaciones catastróficas del art. 35, del estado de tensión regulado en el art. 80a y del estado 
de defensa contemplado en el capítulo Xa, artículos 115a en adelante” así como “el del art. 19 
de la Constitución de Portugal de 1976 - 1982, que regula los estados de excepción y de sitio”27. 

 
24  Art. 10.9. 
25  Tras la entrada en vigor de esta Ley, el estado de excepción fue declarado en varias ocasiones (véase CARRO 

MARTÍNEZ: op. cit., pp. 245-246). 
26  Para un análisis sobre el Derecho de excepción en Alemania, véase SCHÄFER, Birgit: “Das Recht des 

Ausnahmezustands - Deutschland: Ungenutztes Notstandsrecht und Integration des Ausnahmefalls in das 
einfache Recht“. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. Unidad Biblioteca de Derecho 
Comparado. Mayo 2020 – PE 651.938. Versión electrónica disponible en: https://www.europarl.europa.eu/
RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf. 

 Para un análisis sobre el Derecho de excepción en Italia, véase ALIBRANDI, Alfonso: “Il diritto di eccezione: una 
prospettiva di diritto comparato - Italia: stato di emergenza”. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento 
Europeo. Unidad Biblioteca de Derecho Comparado. Junio 2020 – PE 651.983. Versión electrónica disponible 
en: https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2020/651983/EPRS_STU(2020)651983_IT.pdf. 

27  Congreso de los Diputados: Sinopsis artículo 116, op. cit. 

https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1957/195/A00646-00651.pdf
https://www.boe.es/datos/pdfs/BOE/1959/182/A10365-10370.pdf
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-1967-5
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2020/651983/EPRS_STU(2020)651983_IT.pdf
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Parece que para el constituyente español de 1978 no había dudas sustanciales sobre la 
necesidad de establecer, con rango constitucional, un régimen de excepción que permitiera 
la adopción de medidas extraordinarias para aquellas crisis que pudieran poner en riesgo el 
propio orden constitucional28. Así, el artículo 116 de la Constitución “no sufrió demasiadas 
modificaciones a lo largo de su elaboración frente a la versión ofrecida por el Anteproyecto, 
puesto que la redacción, que a la postre había de prevalecer, dada en la Comisión de Asuntos 
Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso de los Diputados, se limitó a cambiar la 
denominación del estado de guerra, que pasó al actual de estado de sitio, y a introducir 
garantías menores, aunque significativas, en torno a las facultades de las Cámaras, que debían 
pronunciarse sobre la proclamación de todos los estados excepcionales y no podían ser 
disueltas durante su vigencia”29. En opinión de CARRO MARTÍNEZ, “La inclusión de este 
precepto en la Constitución está justificada porque es un hábito, prácticamente en todas las 
Constituciones que históricamente han regido en España. También porque nuestra realidad 
política está impregnada en muy amplia extensión, de excepciones y anormalidades. 
Finalmente, constituye una vía o modo de previsión y de protección de las libertades y de la 
propia Constitución contra las emergencias”30. 

Sin embargo, esta avenencia general sobre la necesidad de establecer un régimen que 
permitiera la adopción de medidas excepcionales “no obsta para que, además de las reformas 
expuestas, se suscitase un debate de cierta intensidad en torno a la conveniencia de la 
regulación del estado de alarma, considerado innecesario en ciertos sectores por no implicar 
una suspensión de derechos y por estimarse que las facultades ordinarias del Gobierno 
bastaban sobradamente para dar respuesta cumplida a las situaciones para las que se pensaba 
esta institución”31. 

Triunfaron, finalmente, las tesis favorables a la inclusión del estado de alarma, que junto con 
el estado de excepción y de sitio, fueron desarrollados por la Ley Orgánica 4/1981, cumpliendo 
el mandato constitucional del artículo 11632. 

 
28  Obsérvense las diferencias a este respecto con lo sucedido en Alemania e Italia (véase, respectivamente, 

SCHÄFER, Birgit: op. cit. e ALIBRANDI, Alfonso: op. cit.). 
29  Congreso de los Diputados: Sinopsis artículo 116, op. cit. Para una explicación detallada del debate 

parlamentario, durante la elaboración de la Constitución del 1978, que precedió la adopción del art. 116, véase 
CARRO MARTÍNEZ: op. cit., pp. 246-252. 

30  CARRO MARTÍNEZ: op. cit., p. 246. 
31  Ibid.  
32  Los parlamentarios que contribuyeron a la elaboración de la Constitución de 1978 y, en concreto a la redacción 

del art. 116, eran conscientes de la importancia de esta ley de desarrollo de dicho artículo, hasta el punto que, 
según relata CARRO MARTÍNEZ, durante el debate parlamentario precedente a la adopción del art. 116, hubo 
una enmienda del senador OLLERO que intentaba crear una nueva categoría de leyes, que se habrían llamado 
“leyes constitucionales” y que exigirían una mayoría de dos tercios para su aprobación, para, con una de ellas, 
regular las situaciones de anormalidad. La razón alegada fue que la ley reguladora de las situaciones de 
anormalidad iba a limitar derechos y libertades constitucionales, modificándolos o incluso derogándolos, 
aunque fuera de modo temporal, y que tal limitación debería de hacerse únicamente con el respaldo de una 
mayoría muy cualificada, siguiendo el ejemplo del art. 80.a) de la Ley Fundamental alemana (CARRO MARTÍNEZ: 
op. cit., pp. 249-250). 

 El mismo autor señala que en el Proyecto de Ley de Seguridad Ciudadana publicado en septiembre de 1979 
(Boletín oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, serie A, núm. 73-I, de 21 de septiembre de 
1979, p. 360), en uno de los cuatro sectores que pretendía cubrir, regulaba los tres estados previstos en el art. 
116, pero finalmente ese sector fue desgajado del proyecto en discusión. El sector desglosado volvió a 
tramitarse como contenido exclusivo de una futura ley en la primavera del 1981, tras la intentona de golpe de 
Estado del 23 de febrero del mismo año, y finalmente la ley orgánica fue promulgada el 1 de junio de 1981 
(CARRO MARTÍNEZ: op. cit., p. 250). 
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II. Régimen jurídico 
Las disposiciones normativas y la jurisprudencia más relevantes son las siguientes: 

 Constitución Española de 1978 
La Constitución Española33 dedica su artículo 116 al Derecho de excepción. Sus apartados 1, 2, 
5 y 6 se refieren al estado de alarma. Por su parte, el art. 169 prohíbe la reforma de la 
Constitución durante la vigencia de cualquiera de los estados previstos en el art. 116 (véase 
cuadro 1). 

CUADRO 1 

Constitución Española, artículos 116 y 169 

Artículo 116 

1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y 
limitaciones correspondientes. 

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de 
Ministros por un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido 
inmediatamente al efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto 
determinará el ámbito territorial a que se extienden los efectos de la declaración. 

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de 
Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del 
estado de excepción deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a 
que se extiende y su duración, que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo 
igual, con los mismos requisitos. 

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta 
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones. 

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados 
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no 
estuvieren en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes 
constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. 

 Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones que dan lugar 
a cualquiera de dichos estados, las competencias del Congreso serán asumidas por su Diputación 
Permanente. 

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de 
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes. 

 
33  A todo lo largo de este estudio, para facilitar la lectura de la legislación española vigente, se ha preferido citar 

la “legislación consolidada” (texto que integra el texto original de una norma con las modificaciones y 
correcciones que ha tenido desde su origen) que prepara regularmente la Agencia Estatal Boletín Oficial del 
Estado. Ahora bien, “los textos consolidados que la Agencia Estatal BOE ofrece tienen carácter meramente 
informativo y carecen de validez jurídica alguna. Para fines jurídicos deben utilizarse los textos publicados en 
el diario ‘Boletín Oficial del Estado’" (véase Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado: Legislación 
consolidada: Información y ayuda).  

 En el caso de la Constitución Española, la versión consolidada es la de la última actualización publicada el 
27/09/2011. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229
https://www.boe.es/buscar/ayudas/legislacion_actualizada.php
https://www.boe.es/buscar/ayudas/legislacion_actualizada.php
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229
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Artículo 169 

No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados 
previstos en el artículo 116. 

 Ley Orgánica 4/1981 de 1 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio 

La Ley Orgánica 4/1981 dedica tres artículos (1 a 3, ambos inclusive) comunes a los tres estados 
excepcionales regulados (véase Cuadro 2). 

CUADRO 2 

Ley Orgánica 4/1981, artículos 1 a 3 

CAPÍTULO I 

Disposiciones comunes a los tres estados 

Artículo 1 

1. Procederá la declaración de los estados de alarma, excepción o sitio cuando circunstancias 
extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de la normalidad mediante los poderes 
ordinarios de las Autoridades competentes. 

2. Las medidas a adoptar en los estados de alarma, excepción y sitio, así como la duración de los 
mismos, serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar el restablecimiento 
de la normalidad. Su aplicación se realizará de forma proporcionada a las circunstancias. 

3. Finalizada la vigencia de los estados de alarma, excepción y sitio decaerán en su eficacia cuantas 
competencias en materia sancionadora y en orden a actuaciones preventivas correspondan a las 
Autoridades competentes, así como las concretas medidas adoptadas en base a éstas, salvo las que 
consistiesen en sanciones firmes. 

4. La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal funcionamiento 
de los poderes constitucionales del Estado. 

Artículo 2 

La declaración de los estados de alarma, excepción o sitio será publicada de inmediato en el «Boletín 
Oficial del Estado», y difundida obligatoriamente por todos los medios de comunicación públicos y por 
los privados que se determinen, y entrará en vigor desde el instante mismo de su publicación en aquél. 
También serán de difusión obligatoria las disposiciones que la Autoridad competente dicte durante la 
vigencia de cada uno de dichos estados. 

Artículo 3 

1. Los actos y disposiciones de la Administración Pública adoptados durante la vigencia de los estados 
de alarma, excepción y sitio serán impugnables en vía jurisdiccional de conformidad con lo 
dispuesto en las leyes. 

2. Quienes como consecuencia de la aplicación de los actos y disposiciones adoptadas durante la 
vigencia de estos estados sufran, de forma directa, o en su persona, derechos o bienes, daños o 
perjuicios por actos que no les sean imputables, tendrán derecho a ser indemnizados de acuerdo 
con lo dispuesto en las leyes. 

El estado de alarma se regula en el Capítulo II de la misma ley, entre los artículos 4 y 12, ambos 
inclusive (véase Cuadro 3). 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1981-12774
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CUADRO 3 

Ley Orgánica 4/1981, capítulo II sobre el estado de alarma 

Artículo 4 

El Gobierno, en uso de las facultades que le otorga el artículo ciento dieciséis, dos, de la Constitución 
podrá declarar el estado de alarma, en todo o parte del territorio nacional, cuando se produzca alguna 
de las siguientes alteraciones graves de la normalidad. 

 a) Catástrofes, calamidades o desgracias públicas, tales como terremotos, inundaciones, incendios 
urbanos y forestales o accidentes de gran magnitud. 

 b) Crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves. 

 c) Paralización de servicios públicos esenciales para la comunidad, cuando no se garantice lo 
dispuesto en los artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos, de la Constitución, concurra 
alguna de las demás circunstancia o situaciones contenidas en este artículo. 

 d) Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad. 

Artículo 5 

Cuando los supuestos a que se refiere el artículo anterior afecten exclusivamente a todo, o parte del 
ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, el Presidente de la misma, podrá solicitar del Gobierno 
la declaración de estado de alarma. 

Artículo 6 

1. La declaración del estado de alarma se llevará a cabo mediante decreto acordado en Consejo de 
Ministros. 

2. En el decreto se determinará el ámbito territorial, la duración y los efectos del estado de alarma, que 
no podrá exceder de quince días. Sólo se podrá prorrogar con autorización expresa del Congreso de 
los Diputados, que en este caso podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes durante la 
prórroga. 

Artículo 7 

A los efectos del estado de alarma la Autoridad competente será el Gobierno o, por delegación de éste, 
el Presidente de la Comunidad Autónoma cuando la declaración afecte exclusivamente a todo o parte 
del territorio de una Comunidad. 

Artículo 8 

1. El Gobierno dará cuenta al Congreso de los Diputados de la declaración del estado de alarma y le 
suministrará la información que le sea requerida. 

2. El Gobierno también dará cuenta al Congreso de los Diputados de los decretos que dicte durante la 
vigencia del estado de alarma en relación con éste. 

Artículo 9 

1. Por la declaración del estado de alarma todas las Autoridades civiles de la Administración Pública 
del territorio afectado por la declaración, los integrantes de los Cuerpos de Policía de las 
Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales, y los demás funcionarios y trabajadores 
al servicio de las mismas, quedarán bajo las órdenes directas de la Autoridad competente en cuanto 
sea necesaria para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles servicios 
extraordinarios por su duración o por su naturaleza. 

2. Cuando la Autoridad competente sea el Presidente de una Comunidad Autónoma podrá requerir la 
colaboración de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que actuarán bajo la dirección de 
sus mandos naturales. 
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Artículo 10 

1. El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de la Autoridad competente en el estado de alarma 
será sancionado con arreglo a lo dispuesto en las leyes. 

2. Si estos actos fuesen cometidos por funcionarios, las Autoridades podrán suspenderlos de 
inmediato en el ejercicio de sus cargos, pasando, en su caso, el tanto de culpa al juez, y se notificará 
al superior jerárquico, a los efectos del oportuno expediente disciplinario. 

3. Si fuesen cometidos por Autoridades, las facultades de éstas que fuesen necesarias para el 
cumplimiento de las medidas acordadas en ejecución de la declaración de estado de alarma podrán 
ser asumidas por la Autoridad competente durante su vigencia. 

Artículo 11 

Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, el decreto de declaración del estado de 
alarma, o los sucesivos que durante su vigencia se dicten, podrán acordar las medidas siguientes: 

 a) Limitar la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y lugares determinados, 
o condicionarlas al cumplimiento de ciertos requisitos. 

 b) Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales 
obligatorias. 

 c) Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o locales de 
cualquier naturaleza, con excepción de domicilios privados, dando cuenta de ello a los 
Ministerios interesados. 

 d) Limitar o racionar el uso de servicios o el consumo de artículos de primera necesidad. 

 e) Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de los mercados y el 
funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el apartado d) del 
artículo cuarto. 

Artículo 12 

1. En los supuestos previstos en los apartados a) y b) del artículo cuarto, la Autoridad competente 
podrá adoptar por sí, según los casos, además de las medidas previstas en los artículos anteriores, 
las establecidas en las normas para la lucha contra las enfermedades infecciosas, la protección del 
medio ambiente, en materia de aguas y sobre incendios forestales. 

2. En los casos previstos en los apartados c) y d) del artículo cuarto el Gobierno podrá acordar la 
intervención de empresas o servicios, así como la movilización de su personal, con el fin de asegurar 
su funcionamiento. Será de aplicación al personal movilizado la normativa vigente sobre 
movilización que, en todo caso, será supletoria respecto de lo dispuesto en el presente artículo. 

El estado de excepción34 se regula en el Capítulo III de la misma ley, entre los artículos 13 y 31, 
ambos inclusive (véase Cuadro 4). Es de señalar que la declaración del estado de excepción 
“puede generar importantes efectos sobre diversos derechos fundamentales, dentro de los 
términos fijados por el art. 55.1 CE y la propia LO 4/1981”35, así como dentro del alcance que 
permita la autorización del Congreso de los Diputados (véase artículo 13.3 de la citada Ley 
Orgánica). 

 
34  Sobre el estado de excepción en su regulación por el artículo 116 de la Constitución y por la Ley Orgánica 

4/1981, véase CARRO MARTÍNEZ: op. cit., pp. 254-256, así como LAFUENTE BALLE, José María: “Los estados de 
alarma, excepción y sitio (II)”. Revista de Derecho Político. Núm. 31, 1990, pp. 27-67 (pp. 37-56), en adelante, 
LAFUENTE BALLE (1990).  

35  Congreso de los Diputados: Sinopsis artículo 116, op. cit. 
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CUADRO 4 

Ley Orgánica 4/1981, capítulo III sobre el estado de excepción 

Artículo 13 

1. Cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal funcionamiento 
de las instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales para la comunidad, o 
cualquier otro aspecto del orden público, resulten tan gravemente alterados que el ejercicio de las 
potestades ordinarias fuera insuficiente para restablecerlo y mantenerlo, el Gobierno, de acuerdo 
con el apartado tres del artículo ciento dieciséis de la Constitución, podrá solicitar del Congreso de 
los Diputados autorización para declarar el estado de excepción. 

2. A los anteriores efectos, el Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una solicitud de 
autorización que deberá contener los siguientes extremos: 

 a) Determinación de los efectos del estado de excepción, con mención expresa de los derechos 
cuya suspensión se solicita, que no podrán ser otros que los enumerados en el apartado uno del 
artículo cincuenta y cinco de la Constitución. 

 b) Relación de las medidas a adoptar referidas a los derechos cuya suspensión específicamente se 
solicita. 

 c) Ámbito territorial del estado de excepción, así como duración del mismo, que no podrá exceder 
de treinta días. 

 d) La cuantía máxima de las sanciones pecuniarias que la Autoridad gubernativa esté autorizada 
para imponer, en su caso, a quienes contravengan las disposiciones que dicte durante el estado 
de excepción. 

3. El Congreso debatirá la solicitud de autorización remitida por el Gobierno, pudiendo aprobarla en 
sus propios términos o introducir modificaciones en la misma. 

Artículo 14 

El Gobierno, obtenida la autorización a que hace referencia el artículo anterior, procederá a declarar el 
estado de excepción, acordando para ello en Consejo de Ministros un decreto con el contenido 
autorizado por el Congreso de los Diputados. 

Artículo 15 

1. Si durante el estado de excepción, el Gobierno considerase conveniente la adopción de medidas 
distintas de las previstas en el decreto que lo declaró, procederá a solicitar del Congreso de los 
Diputados la autorización necesaria para la modificación del mismo, para lo que se utilizará el 
procedimiento, que se establece en los artículos anteriores. 

2. El Gobierno, mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, podrá poner fin al estado de 
excepción antes de que finalice el período para el que fue declarado, dando cuenta de ello 
inmediatamente al Congreso de los Diputados. 

3. Si persistieran las circunstancias que dieron lugar a la declaración del estado de excepción, el 
Gobierno podrá solicitar del Congreso de los Diputados la prórroga de aquél, que no podrá exceder 
de treinta días. 

Artículo 16 

1. La Autoridad gubernativa podrá detener a cualquier persona si lo considera necesario para la 
conservación del orden, siempre que, cuando menos, existan fundadas sospechas de que dicha 
persona vaya a provocar alteraciones del orden público. La detención no podrá exceder de diez días 
y los detenidos disfrutarán de los derechos que les reconoce el artículo diecisiete, tres, de la 
Constitución. 

2. La detención habrá de ser comunicada al juez competente en el plazo de veinticuatro horas. Durante 
la detención, el Juez podrá, en todo momento, requerir información y conocer personalmente, o 
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mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el 
detenido la situación de éste. 

Artículo 17 

1. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, dos, de la 
Constitución, la Autoridad gubernativa podrá disponer inspecciones, registros domiciliarios si lo 
considera necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o para el 
mantenimiento del orden público. 

2. La inspección o el registro se llevarán a cabo por la propia Autoridad o por sus agentes, a los que 
proveerá de orden formal y escrita. 

3. El reconocimiento de la casa, papeles y efectos, podrá ser presenciado por el titular o encargado de 
la misma o por uno o más individuos de su familia mayores de edad y, en todo caso, por dos vecinos 
de la casa o de las inmediaciones, si en ellas los hubiere, o, en su defecto, por dos vecinos del mismo 
pueblo o del pueblo o pueblos limítrofes. 

4. No hallándose en ella al titular o encargado de la casa ni a ningún individuo de la familia, se hará el 
reconocimiento en presencia únicamente de los dos vecinos indicados. 

5. La asistencia de los vecinos requeridos para presenciar el registro será obligatoria y coercitivamente 
exigible. 

6. Se levantará acta de la inspección o registro, en la que se harán constar los nombres de las personas 
que asistieren y las circunstancias que concurriesen, así como las incidencias a que diere lugar. El 
acta será firmada por la autoridad o el agente que efectuare el reconocimiento y por el dueño o 
familiares y vecinos. Si no supieran o no quisiesen firmar se anotará también esta incidencia. 

7. La autoridad gubernativa comunicará inmediatamente al Juez competente las inspecciones y 
registros efectuados, las causas que los motivaron y los resultados de los mismos, remitiéndole copia 
del acta levantada. 

Artículo 18 

1. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, tres, de la 
Constitución, la autoridad gubernativa podrá intervenir toda clase de comunicaciones, incluidas las 
postales, telegráficas y telefónicas. Dicha intervención sólo podrá ser realizada si ello resulta 
necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o el mantenimiento del 
orden público. 

2. La intervención decretada será comunicada inmediatamente por escrito motivado al Juez 
competente. 

Artículo 19 

La autoridad gubernativa podrá intervenir y controlar toda clase de transportes, y la carga de los 
mismos. 

Artículo 20 

1. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo diecinueve de la 
Constitución, la autoridad gubernativa podrá prohibir la circulación de personas y vehículos en las 
horas y lugares que se determine, y exigir a quienes se desplacen de un lugar a otro que acrediten 
su identidad, señalándoles el itinerario a seguir. 

2. Igualmente podrá delimitar zonas de protección o seguridad y dictar las condiciones de 
permanencia en las mismas y prohibir en lugares determinados la presencia de persona que puedan 
dificultar la acción de la fuerza pública. 

3. Cuando ello resulte necesario, la Autoridad gubernativa podrá exigir a personas determinadas que 
comuniquen, con una antelación de dos días, todo desplazamiento fuera de la localidad en que 
tengan su residencia habitual. 
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4. Igualmente podrá disponer su desplazamiento fuera de dicha localidad cuando lo estime necesario. 

5. Podrá también fijar transitoriamente la residencia de personas determinadas en localidad o territorio 
adecuados a sus condiciones personales. 

6. Corresponde a la Autoridad gubernativa proveer de los recursos necesarios para el cumplimiento 
de las medidas previstas en este artículo y, particularmente, de las referidas a viajes, alojamiento y 
manutención de la persona afectada. 

7. Para acordar las medidas a que se refieren los apartados tres, cuatro y cinco de este artículo, la 
Autoridad gubernativa habrá de tener fundados motivos en razón a la peligrosidad que para el 
mantenimiento del orden público suponga la persona afectada por tales medidas. 

Artículo 21 

1. La Autoridad gubernativa podrá suspender todo tipo de publicaciones, emisiones de radio y 
televisión, proyecciones, cinematográficas y representaciones teatrales, siempre y cuando la 
autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veinte, apartados uno, a) y d), y 
cinco de la Constitución. Igualmente podrá ordenar el secuestro de publicaciones. 

2. El ejercicio de las potestades a que se refiere el apartado anterior no podrá llevar aparejado ningún 
tipo de censura previa. 

Artículo 22 

1. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veintiuno de la 
Constitución, la autoridad gubernativa podrá someter a autorización previa o prohibir la celebración 
de reuniones y manifestaciones. 

2. También podrá disolver las reuniones y manifestaciones a que se refiere el párrafo anterior. 

3. Las reuniones orgánicas que los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones empresariales 
realicen en cumplimiento de los fines que respectivamente les asignen los artículos sexto y séptimo 
de la Constitución, y de acuerdo con sus Estatutos, no podrán ser prohibidas, disueltas ni sometidas 
a autorización previa. 

4. Para penetrar en los locales en que tuvieran lugar las reuniones, la Autoridad gubernativa deberá 
proveer a sus agentes de autorización formal y escrita. Esta autorización no será necesaria cuando 
desde dichos locales se estuviesen produciendo alteraciones graves del orden público constitutivas 
del delito o agresiones a las Fuerzas de Seguridad y en cualesquiera otros casos de flagrante delito. 

Artículo 23 

La Autoridad gubernativa podrá prohibir las huelgas y la adopción de medidas de conflicto colectivo, 
cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión de los artículos veintiocho, dos, y treinta 
y siete, dos de la Constitución. 

Artículo 24 

1. Los extranjeros que se encuentren en España vendrán obligados a realizar las comparecencias que 
se acuerden, a cumplir las normas que se dicten sobre renovación o control de permisos de 
residencia y cédulas de inscripción consular y a observar las demás formalidades que se establezcan. 

2. Quienes contravinieren las normas o medidas que se adopten, o actuaren en connivencia con los 
perturbadores del orden público, podrán ser expulsados de España, salvo que sus actos presentaren 
indicios de ser constitutivos de delito, en cuyo caso se les someterá a los procedimientos judiciales 
correspondientes. 

3. Los apátridas y refugiados respecto de los cuales no sea posible la expulsión se someterán al mismo 
régimen que los españoles. 

4. Las medidas de expulsión deberán ir acompañadas de una previa justificación sumaria de las 
razones que la motivan. 
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Artículo 25 

La autoridad gubernativa podrá proceder a la incautación de toda clase de armas, municiones o 
sustancias explosivas. 

Artículo 26 

1. La Autoridad gubernativa podrá ordenar la intervención de industrias o comercios que puedan 
motivar la alteración del orden público o coadyuvar a ella, y la suspensión temporal de las 
actividades de los mismos, dando cuenta a los Ministerios interesados. 

2. Podrá, asimismo, ordenar el cierre provisional de salas de espectáculos, establecimientos de bebidas 
y locales de similares características. 

Artículo 27 

La Autoridad gubernativa podrá ordenar las medidas necesarias de vigilancia y protección de 
edificaciones, instalaciones, obras, servicios públicos e industrias o explotaciones de cualquier género. 
A estos efectos podrá emplazar puestos armados en los lugares más apropiados para asegurar la 
vigilancia, sin perjuicio de lo establecido en el artículo dieciocho, uno de la Constitución. 

Artículo 28 

Cuando la alteración del orden público haya dado lugar a alguna de las circunstancias especificadas en 
el artículo cuarto coincida con ellas, el Gobierno podrá adoptar además de las medidas propias del 
estado de excepción, las previstas para el estado de alarma en la presente ley. 

Artículo 29 

Si algún funcionario o personal al servicio de una Administración pública o entidad o instituto de 
carácter público u oficial favoreciese con su conducta la actuación de los elementos perturbadores del 
orden, la Autoridad gubernativa podrá suspenderlo en el ejercicio de su cargo, pasando el tanto de 
culpa al Juez competente y notificándolo al superior jerárquico a los efectos del oportuno expediente 
disciplinario. 

Artículo 30 

1. Si durante el estado de excepción el Juez estimase la existencia de hechos contrarios al orden 
público o a la seguridad ciudadana que puedan ser constitutivos de delito, oído el Ministerio Fiscal, 
decretará la prisión provisional del presunto responsable, la cual mantendrá, según su arbitrio, 
durante dicho estado. 

2. Los condenados en estos procedimientos quedan exceptuados de los beneficios de la remisión 
condicional durante la vigencia del estado de excepción. 

Artículo 31 

Cuando la declaración del estado de excepción afecte exclusivamente a todo o parte del ámbito 
territorial de una Comunidad Autónoma, la Autoridad gubernativa podrá coordinar el ejercicio de sus 
competencias con el Gobierno de dicha Comunidad. 

El último de los estados citados previstos en la Constitución es el estado de sitio36, que se 
regula en el capítulo IV de la Ley Orgánica 4/1981, entre los artículos 32 y 36, ambos inclusive 
(véase Cuadro 5).  

El estado de sitio permite la máxima restricción permitida de los derechos fundamentales, 
pues a todo el catálogo de derechos cuya suspensión se habilita bajo el estado de excepción 
deben sumarse “las garantías jurídicas del detenido previstas en el art. 17.3, lo que deja 
indemne sólo el habeas corpus establecido en el art. 17.2 CE”. En definitiva, el estado de sitio 

 
36  Sobre el estado de sitio en su regulación por el artículo 116 de la Constitución y por la Ley Orgánica 4/1981, 

véase CARRO MARTÍNEZ: op. cit., pp. 256-258, y LAFUENTE BALLE (1990), op. cit., pp. 56-65. 
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constituye “la última ratio del sistema, solo aplicable cuando se estime la insuficiencia de otros 
medios” e implica “una militarización de la situación de anormalidad”37.  

CUADRO 5 

Ley Orgánica 4/1981, capítulo IV sobre el estado de sitio 

Artículo 32 

1. Cuando se produzca o amenace producirse una insurrección o acto de fuerza contra la soberanía o 
independencia de España, su integridad territorial o el ordenamiento constitucional, que no pueda 
resolverse por otros medios, el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el apartado cuatro del 
artículo ciento dieciséis de la Constitución, podrá proponer al Congreso de los Diputados la 
declaración de estado de sitio. 

2. La correspondiente declaración determinará el ámbito territorial, duración y condiciones del estado 
de sitio. 

3. La declaración podrá autorizar, además de lo previsto para los estados de alarma y excepción, la 
suspensión temporal de las garantías jurídicas del detenido que se reconocen en el apartado tres 
del artículo diecisiete de la Constitución. 

Artículo 33 

1. En virtud de la declaración del estado de sitio, el Gobierno, que dirige la política militar y de la 
defensa, de acuerdo con el artículo noventa y siete de la Constitución, asumirá todas las facultades 
extraordinarias previstas en la misma y en la presente ley. 

2. A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Gobierno designará la Autoridad militar que, bajo 
su dirección, haya de ejecutar las medidas que procedan en el territorio a que el estado de sitio se 
refiera. 

Artículo 34 

La Autoridad militar procederá a publicar y difundir los oportunos bandos, que contendrán las medidas 
y prevenciones necesarias, de acuerdo con la Constitución, la presente ley y las condiciones de la 
declaración del estado de sitio. 

Artículo 35 

En la declaración del estado de sitio el Congreso de los Diputados podrá determinar los delitos que 
durante su vigencia quedan sometidos a la Jurisdicción Militar. 

Artículo 36 

Las Autoridades civiles continuarán en el ejercicio de las facultades que no hayan sido conferidas a la 
Autoridad militar de acuerdo con la presente Ley. Aquellas Autoridades darán a la militar las 
informaciones que ésta le solicite y cuantas noticias referentes al orden público lleguen a su 
conocimiento. 

 
37  Congreso de los Diputados: Sinopsis artículo 116, op. cit. 
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 Reglamento del Congreso de los Diputados 
Los artículos 162 y 165 del Reglamento del Congreso de los Diputados regulan el 
procedimiento interno en este órgano con respecto a los estados excepcionales (véase cuadro 
6). 

CUADRO 6 

Reglamento del Congreso de los Diputados 

CAPITULO III 

De los estados de alarma, de excepción y de sitio 

Artículo 162. 

1.  Cuando el Gobierno declarase el estado de alarma, remitirá inmediatamente al Presidente del 
Congreso una comunicación a la que acompañará el Decreto acordado en Consejo de Ministros. De 
la comunicación se dará traslado a la Comisión competente, que podrá recabar la información y 
documentación que estime procedente. 

2.  Si el Gobierno pretendiere la prórroga del plazo de quince días a que se refiere el artículo 116, 2, de 
la Constitución, deberá solicitar la autorización del Congreso de los Diputados antes de que expire 
aquél. 

3.  Los Grupos Parlamentarios podrán presentar propuestas sobre el alcance y las condiciones vigentes 
durante la prórroga, hasta dos horas antes del comienzo de la sesión en que haya de debatirse la 
concesión de la autorización solicitada. 

4.  El debate tendrá lugar en el Pleno y se iniciará con la exposición por un miembro del Gobierno de 
las razones que justifican la solicitud de prórroga del estado de alarma y se ajustará a las normas 
previstas para los de totalidad. 

5.  Finalizado el debate se someterán a votación la solicitud y las propuestas presentadas. De la decisión 
de la Cámara se dará traslado al Gobierno. 

Artículo 163. 

1. Cuando el Gobierno pretendiere declarar el estado de excepción o prorrogar el ya declarado, 
necesitará la previa autorización del Congreso de los Diputados, a cuyo efecto deberá enviar la 
correspondiente comunicación que se tramitará conforme a lo previsto en el artículo anterior 

2. En todo caso, la autorización del estado de excepción deberá determinar expresamente los efectos 
del mismo, el ámbito territorial a que se ha de extender y su duración, que no podrá exceder de 
treinta días, prorrogables por otro plazo igual con los mismos requisitos. 

Artículo 164. 

1.  Cuando el Gobierno propusiera la declaración del estado de sitio, el debate en el Pleno del Congreso 
se ajustará a las normas establecidas en el artículo 162. 

2. El estado de sitio quedará declarado dentro del ámbito territorial y con la duración y condiciones 
que prevea la propuesta que en el Pleno obtuviera la mayoría absoluta de los miembros del 
Congreso. 

3.  El Presidente del Congreso lo comunicará al del Gobierno y ordenará que se publique la resolución 
de la Cámara en el "Boletín Oficial del Estado". 

Artículo 165. 

1.  En los supuestos previstos en los tres artículos anteriores, el asunto será sometido inmediatamente 
al Pleno del Congreso, convocado al efecto si no estuviere reunido, incluso en el período entre 
sesiones. 

https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1982-5196
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2.  Disuelto el Congreso de los Diputados o expirado su mandato, si se produjere alguna de las 
situaciones que den lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias que el presente Capítulo 
atribuye al Pleno del Congreso, serán asumidas por su Diputación Permanente. 

 Convenio Europeo de Derechos Humanos 
En lo que respecta al estado de excepción y de sitio, el procedimiento del cuadro anterior, en 
el “caso de suspender algún derecho de los reconocidos en el Convenio europeo para la 
protección de los derechos humanos”, debe concluir con una comunicación por parte del 
Estado signatario al Secretario General del Consejo de Europa38.  

CUADRO 7 

Convenio Europeo de Derechos Humanos, artículo 15 

Derogación en caso de estado de excepción 

1. En caso de guerra o de otro peligro público que amenace la vida de la nación, cualquier Alta Parte 
Contratante podrá tomar medidas que deroguen las obligaciones previstas en el presente Convenio 
en la estricta medida en que lo exija la situación, y a condición de que tales medidas no estén en 
contradicción con las restantes obligaciones que dimanan del derecho internacional.  

2. La disposición precedente no autoriza ninguna derogación del artículo 2, salvo para el caso de 
muertes resultantes de actos lícitos de guerra, ni de los artículos 3, 4 (párrafo 1) y 7.  

3. Toda Alta Parte Contratante que ejerza este derecho de derogación tendrá plenamente informado 
al Secretario General del Consejo de Europa de las medidas tomadas y de los motivos que las han 
inspirado. Deberá igualmente informar al Secretario General del Consejo de Europa de la fecha en 
que esas medidas hayan dejado de estar en vigor y las disposiciones del Convenio vuelvan a tener 
plena aplicación. 

 Jurisprudencia 
A raíz de la primera declaración del estado de alarma que tuvo lugar en el 2010, el Tribunal 
Constitucional tuvo ya ocasión de pronunciarse sobre el acuerdo del Pleno del Congreso de 
los Diputados de 16 de diciembre de 2010, de autorización de la prórroga del estado de alarma 
declarado por Real Decreto 1673/2010, mediante su Auto 7/2012, de 13 de enero, en el que 
indicaba que (FJ 4): 

“todos los estados que cabe denominar de emergencia ex art. 116 CE y también por tanto, el 
de menor intensidad de entre ellos, esto es, el de alarma, suponen, como es evidente y así 
resulta de su regulación en la Ley Orgánica 4/1981, de 4 de junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, excepciones o modificaciones pro tempore en la aplicabilidad de 
determinadas normas del ordenamiento vigente, incluidas, en lo que ahora importa, 
determinadas disposiciones legales, que sin ser derogadas o modificadas sí pueden ver 
alterada su aplicabilidad ordinaria (arts. 9 a 12; 16 a 30; 32 a 36 de la Ley Orgánica 4/1981, 
de 4 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio), pues el fundamento de la 
declaración de cualquiera de estos estados es siempre la imposibilidad en que se encuentran 
las autoridades competentes para mantener mediante «los poderes ordinarios» la 
normalidad ante la emergencia de determinadas circunstancias extraordinarias (art. 1.1 de 
la Ley Orgánica 4/1981, de 4 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio). Siendo 
esto así, como sin duda es, el acto de autorización parlamentaria de la prórroga del estado 

 
38  LAFUENTE BALLE (1990), op. cit., pp. 27-67 (p. 39). 

https://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf
https://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-2147


El Derecho de excepción 
España: estado de alarma 

19 

de alarma o el de la declaración y prórroga del de excepción, que no son meros actos de 
carácter autorizatorio, pues tienen un contenido normativo o regulador (ya en cuanto 
hacen suyos el alcance, condiciones y términos del estado de alarma o de excepción fijados 
o solicitados por el Gobierno, ya en cuanto la propia Cámara directamente los establece o 
introduce modificaciones en los propuestos), así como el acto parlamentario de declaración 
del estado de sitio son, todos ellos, decisiones con rango o valor de ley, expresión del ejercicio 
de una competencia constitucionalmente confiada a la Cámara Baja ex art. 116 CE en aras 
de la protección, en los respectivos estados de emergencia, de los derechos y libertades de 
los ciudadanos (en similar sentido, ATC 114/1991, de 11 de abril, FJ 3). 

En definitiva, se trata de decisiones o actos parlamentarios que, aunque no dictados en el 
ejercicio de la potestad legislativa de la Cámara ni revestidos, en consecuencia, de la forma 
de ley, configuran el régimen jurídico del estado de emergencia en cada caso declarado, 
repercutiendo en el régimen de aplicabilidad de determinadas normas jurídicas, incluidas 
las provistas de rango de ley, normas a las que, como ya hemos señalado, pueden, con 
taxativas condiciones, suspender o desplazar durante el período de vigencia del estado de 
emergencia de que se trate. Dada su cualidad de decisiones o actos parlamentarios con 
valor de ley, el cauce para residenciarlos ante la jurisdicción constitucional no es, en lo que 
aquí importa, el recurso de amparo del art. 42 LOTC, para el que basta la legitimación 
individual del art. 162.1 b) CE, sino el de inconstitucionalidad, con la legitimación que le es 
propia, o, en su caso, la cuestión de inconstitucionalidad. Se advierte así, en definitiva, la 
lógica institucional que subyace a la salvedad presente en el inciso inicial del art. 42 LOTC”. 

En el voto particular39 que acompaña dicho Auto, el magistrado que lo formula se pronuncia 
en este sentido: 

“la Constitución ya ha previsto que la decisión del Gobierno de declaración del estado de 
alarma, pese a provocar una alteración temporal de normas con rango de ley, se manifiesta 
a través de un decreto, sin que en modo alguno, la Constitución configure este decreto como 
una norma con rango de ley. 

La mayoría razona, además, que este mismo valor de ley tendría el acto parlamentario del 
Congreso de los Diputados de autorizar previamente la declaración del estado de excepción 
contemplado en el artículo 116.3 CE. En este caso, la autorización previa de un estado de 
excepción debe determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial al que 
se extiende y su duración. Es decir, en este caso, el acto parlamentario de autorización, 
determina los elementos sustantivos de la afectación de derechos y libertades y no sólo, 
como en el caso del estado de alarma, una autorización de prórroga del plazo de vigencia 
del mismo. Por ello, podría pensarse que si, como sostiene la mayoría en esta decisión, dicha 
autorización tiene valor de ley, lo debería tener el instrumento normativo en la que se 
expresa la misma. Pues bien, también en el supuesto del estado de excepción, la 
Constitución expresamente determina que el acto normativo que lo declara es un decreto 
del Gobierno acordado en Consejo de Ministros. 

A mi juicio, por tanto, la Constitución deja claro el rango normativo de los instrumentos por 
los que se declara el estado de alarma y de excepción, sin que esta claridad pueda ser 
interpretada por este Tribunal en la forma que lo ha hecho la mayoría”. 

 
39  Voto particular formulado por el Magistrado don Luis Ignacio Ortega Álvarez al Auto dictado en el recurso de 

amparo núm. 1598-2011, al que se adhieren los Magistrados don Javier Delgado Barrio y don Pablo Pérez 
Tremps. 
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Especial relevancia reviste la Sentencia del Tribunal Constitucional 83/2016, de 28 de abril de 
201640 en que este Tribunal se pronuncia en el marco de un recurso de amparo41 que ponía en 
tela de juicio tres actos del Gobierno: el Real Decreto42, por el que se había declarado el estado 
de alarma en el 2010, el acuerdo del Consejo de Ministros43 por el que se solicitaba del 
Congreso de los Diputados autorización para prorrogar en sus propios términos el estado de 
alarma y el Real Decreto44 por el que se prorrogaba el estado de alarma. 

El Tribunal tuvo así la ocasión de pronunciarse sobre la naturaleza jurídica tanto del decreto 
que declara el estado de alarma como del decreto que lo prorroga, otorgándoles el rango de 
ley, así como sobre el sometimiento al control jurisdiccional exclusivo del Tribunal 
Constitucional de los actos gubernamentales y parlamentarios de declaración, autorización y 
prórroga de los estados de alarma. 

El Tribunal Constitucional basa su razonamiento, en primer lugar, en reconocer, como no 
podía ser menos, que se está haciendo aplicación de un Derecho de excepción: 

“El art. 116 CE, precepto que forma parte del título V CE, que tiene por rúbrica «De las 
relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales», plasma la opción del constituyente de 
1978 por un modelo de regulación del denominado derecho constitucional de excepción 
caracterizado, frente a los precedentes históricos, por la mención de los tres estados de 
emergencia –estado de alarma, estado de excepción y estado de sitio– con los que hacer 
frente a posibles situaciones de anormalidad constitucional, reservando a una ley orgánica 
la regulación de cada uno de estos estados, así como las competencias y las limitaciones 
correspondientes (art. 116.1 CE)” (FJ 7); 

a continuación, encuadra dicho Derecho de excepción: 

“Las previsiones del art. 116 CE han de completarse, para una adecuada delimitación del 
derecho de excepción en el texto constitucional de 1978, con el art. 55.1 CE, que dispone los 
derechos fundamentales susceptibles de ser suspendidos cuando se acuerde la declaración 
del estado de excepción o de sitio; con el art. 117.5 CE, que remite a la ley la regulación del 
ejercicio de la jurisdicción militar en los supuestos de estado de sitio; y, también, con el art. 
169 CE, que prohíbe que se inicie la reforma constitucional durante la vigencia de alguno de 
los estados de emergencia” (FJ 7); 

y recoge cuáles son los principios que lo rigen, con referencia a lo establecido en la Ley 
Orgánica 4/1981: 

 
40 Para un comentario de la sentencia, véase LEÓN ALONSO, Marta: “Sentencia del Tribunal Constitucional 

83/2016, de 28 de abril de 2016. Control jurisdiccional exclusivo del Tribunal Constitucional de los actos 
gubernamentales y parlamentarios de declaración, autorización y prórroga de los estados de alarma. Ars Iuris 
Salmanticensis. Vol.4, Universidad de Salamanca, diciembre de 2016, pp. 234-237. 

41  Sobre el recurso de amparo, véase: 

 GONZÁLEZ-TREVIJANO SÁNCHEZ, Pedro: “Los recursos de los particulares ante las más altas jurisdicciones, una 
perspectiva de Derecho Comparado – España”. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. Unidad 
Biblioteca de Derecho Comparado. Octubre 2017 - PE 608.737. Versión electrónica disponible en: 
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/608737/EPRS_STU(2017)608737_ES.pdf. 

 PÉREZ DE LOS COBOS, Francisco: “El papel de los Tribunales Constitucionales en la gobernanza a diferentes 
niveles – España: el Tribunal Constitucional”. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. Unidad 
Biblioteca de Derecho Comparado. Noviembre 2016 – PE 593.506. Versión electrónica disponible en: 
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf. 

42  Real Decreto 1673/2010, de 4 de diciembre. 
43  Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de diciembre de 2010. 
44  Real Decreto 1717/2010, de 17 de diciembre. 

https://www.boe.es/boe/dias/2016/05/31/pdfs/BOE-A-2016-5195.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2016/05/31/pdfs/BOE-A-2016-5195.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/608737/EPRS_STU(2017)608737_ES.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf
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“una serie de principios ... han de informar y regir la declaración y vigencia de cada uno de 
los estados de emergencia: los principios de necesidad y proporcionalidad (art. 1.2); el 
principio de temporalidad (art. 1.3); los principios de vigencia inmediata y de publicidad (art. 
2); y, en fin, el principio de responsabilidad (art. 3.2)” (FJ 7). 

Tras esta introducción general al Derecho de excepción, el Tribunal Constitucional se centra 
en el caso del estado de alarma y más en concreto en el decreto de declaración del estado de 
alarma, que describe con las características siguientes: 

“La declaración del estado de alarma corresponde al Gobierno con carácter exclusivo y ha 
de llevarse a cabo mediante decreto acordado en Consejo de Ministros. El decreto ha de 
determinar el ámbito territorial de vigencia del estado excepcional, su duración, que no 
podrá exceder de quince días, y los efectos de la declaración. El Gobierno debe dar cuenta al 
Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto, de la declaración del estado 
de alarma, suministrándole la información que le sea requerida, así como la de los decretos 
que dicte durante su vigencia relacionados con aquélla (arts. 116.2 CE y 6 y 8 de la Ley 
Orgánica 4/1981). Esta dación de cuentas no altera el carácter exclusivo de la competencia 
gubernamental para declarar inicialmente el estado de alarma por un plazo máximo de 
quince días, configurándose como un mecanismo de información que puede activar e 
impulsar, en el marco de la relación fiduciaria que ha de existir entre el Gobierno y el 
Congreso de los Diputados, un control político o de oportunidad sobre la declaración del 
estado excepcional y las medidas adoptadas al respecto, así como, subsiguientemente, la 
puesta en marcha, en su caso, de los pertinentes instrumentos de exigencia de 
responsabilidad política. En este sentido, el Reglamento del Congreso de los Diputados 
(RCD) dispone que de la documentación remitida por el Gobierno se dé traslado a la 
Comisión competente, que podrá pedir la información y documentación que estime 
pertinente, previéndose la posibilidad de que el asunto pueda ser sometido inmediatamente 
al Pleno de la Cámara, si no estuviera reunido al efecto, o a la Diputación Permanente, si el 
Congreso estuviera disuelto o hubiera expirado su mandato (arts. 162 y 165 RCD). Se trata, 
en todo caso, de una intervención de la Cámara a posteriori, una vez que ha tenido lugar la 
declaración gubernamental del estado de alarma, y de naturaleza estrictamente política, 
esto es, que su resultado, si la intervención parlamentaria se llegase a concretar o formalizar 
en algo, no vincula jurídicamente al Gobierno, ni condiciona ni altera, por lo tanto, el 
contenido del decreto por el que se ha llevado a cabo la declaración del estado de alarma” 
(FJ 8); 

a continuación, examina la naturaleza del acto de autorización de la prórroga por el Congreso: 

“Así pues, con ocasión de la solicitud por el Gobierno de la prórroga del estado de alarma, la 
intervención de la Cámara, a diferencia de la prevista en el momento de la proclamación 
inicial de este estado, es previa a su declaración, fijando la autorización congresual el 
alcance, las condiciones y los términos del estado excepcional vigentes durante la prórroga. 
En este caso, la intervención de la Cámara, sin perjuicio de su virtualidad como instrumento 
de control político del Gobierno, se configura, en forma de autorización, no sólo como 
presupuesto para decretar la prórroga del estado de alarma, sino también como elemento 
determinante del alcance, de las condiciones y de los términos de la misma, bien 
establecidos directamente por la propia Cámara, bien por expresa aceptación de los 
propuestos en la solicitud de prórroga, a los que necesariamente ha de estar el decreto que 
la declara” (FJ 8). 

y finaliza estableciendo la diferencia entre el estado de alarma y los otros dos estados: 

“A diferencia de los estados de excepción y de sitio, la declaración del estado de alarma no 
permite la suspensión de ningún derecho fundamental (art. 55.1 CE contrario sensu), 
aunque sí la adopción de medidas que pueden suponer limitaciones o restricciones a su 
ejercicio” (FJ 8). 
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Seguidamente, el Tribunal Constitucional pasa a ocuparse concretamente de la naturaleza de 
los actos del Gobierno en el origen del litigio, señalando, como premisa, que: 

“las locuciones «valor de ley», «rango de ley» o «fuerza de ley» no quedan exclusivamente 
circunscritas en nuestro ordenamiento a actos o decisiones de origen parlamentario, 
pudiendo predicarse también la cualidad de la que son manifestación aquellas locuciones 
... de actos, decisiones o disposiciones de procedencia gubernamental” (FJ 10); 

precisa cuál es la función que ejerce el Gobierno cuando adopta los actos citados, pues: 

“La decisión de declarar el estado de alarma por un plazo no superior a quince días es 
expresión del ejercicio de una competencia constitucional atribuida con carácter exclusivo 
al Gobierno por el art. 116.2 CE, en tanto órgano constitucional al que le corresponde ex art. 
97 CE la dirección política del Estado. Se trata por lo tanto, ..., de una competencia atribuida 
al Gobierno en su condición de órgano constitucional, no de órgano superior de la 
Administración, como ya señalábamos en nuestras SSTC 45/1990, de 15 de marzo, FJ 2, y 
196/1990, de 29 de noviembre, FJ 5” (FJ 10); 

y hace observar que la declaración del estado de alarma tiene contenido normativo e integra 
el sistema de fuentes del Derecho de excepción, el cual desplaza la legalidad ordinaria, ya que: 

“La decisión gubernamental por la que se declara el estado de alarma no se limita a 
constatar el presupuesto de hecho habilitante de la declaración de dicho estado, esto es, la 
concurrencia de alguna o algunas de las situaciones o «alteraciones graves de la 
normalidad» previstas en la de la Ley Orgánica 4/1981 (art. 4) que pueden dar lugar a la 
proclamación del estado de emergencia, ni se limita tampoco a la mera la declaración de 
éste. La decisión gubernamental tiene además un carácter normativo, en cuanto establece 
el concreto estatuto jurídico del estado que se declara. En otras palabras, dispone la 
legalidad aplicable durante su vigencia, constituyendo también fuente de habilitación de 
disposiciones y actos administrativos. La decisión gubernamental viene así a integrar en 
cada caso, sumándose a la Constitución y a la Ley Orgánica 4/1981, el sistema de fuentes 
del derecho de excepción, al complementar el derecho de excepción de aplicación en el 
concreto estado declarado. Y esta legalidad excepcional que contiene la declaración 
gubernamental desplaza durante el estado de alarma la legalidad ordinaria en vigor, en la 
medida en que viene a excepcionar, modificar o condicionar durante ese periodo la 
aplicabilidad de determinadas normas, entre las que pueden resultar afectadas leyes, 
normas o disposiciones con rango de ley, cuya aplicación puede suspender o desplazar” (FJ 
10); 

llegando de este modo a la conclusión de que: 

“Así pues, aunque formalizada mediante decreto del Consejo de Ministros, la decisión de 
declarar el estado de alarma, dado su contenido normativo y efectos jurídicos, debe 
entenderse que queda configurada en nuestro ordenamiento como una decisión o 
disposición con rango o valor de ley. Y, en consecuencia, queda revestida de un valor 
normativo equiparable, por su contenido y efectos, al de las leyes y normas asimilables cuya 
aplicación puede excepcionar, suspender o modificar durante el estado de alarma” (FJ 10); 

conclusión que luego extiende al decreto de prórroga del estado de alarma, pues: 

“Por idénticas razones, no puede ser distinta la conclusión en relación con el rango o valor 
del decreto por el que se prorroga el estado de alarma. No obstante, en este caso, ha de 
resaltarse, además, la peculiaridad de que el decreto de prórroga constituye una 
formalización ad extra de la previa autorización del Congreso de los Diputados, esto es, su 
contenido es el autorizado por la Cámara, a quien corresponde autorizar la prórroga del 
estado de alarma y fijar su alcance, condiciones y términos, bien haciendo suyos los 
propuestos por el Gobierno en la solicitud de prórroga, bien estableciéndolos directamente. 
Al predicarse del acto de autorización parlamentaria, como ya se ha dejado constancia, la 
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condición de decisión con rango o valor de ley (ATC 7/2012, FJ 4), idéntica condición ha de 
postularse, pese a la forma que reviste, de la decisión gubernamental de prórroga, que 
meramente se limita a formalizar y exteriorizar el acto parlamentario de autorización” (FJ 
10). 

En este contexto, el Tribunal Constitucional hace recordar también que hay un reparto entre 
la jurisdicción ordinaria y su propia jurisdicción, de modo tal que: 

“los citados Reales Decretos ..., al poseer rango y valor de ley, pese a revestir la forma de 
decreto, sólo cabe impugnarlos ... ante este Tribunal Constitucional a través de los procesos 
constitucionales previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional, que tienen por objeto el control de constitucionalidad de las leyes, 
disposiciones y actos con fuerza o valor de ley [arts. 161 y 163 CE, 27.2 b) LOTC]. Sin perjuicio, 
como es evidente, de que los actos y disposiciones que puedan dictarse en su aplicación 
puedan impugnarse ante la jurisdicción ordinaria en cada caso competente (art. 3.2 de la 
Ley Orgánica 4/1981) y los órganos judiciales puedan, al enjuiciarlos, promover cuestión de 
inconstitucionalidad contra los actos, decisiones o resoluciones con valor de ley de los que 
son aplicación, cuando consideren que puedan ser contrarios a la Constitución (ATC 7/2012, 
FJ 3). ... Asimismo, las personas afectadas podrán interponer recurso de amparo 
constitucional, previo agotamiento de la vía judicial ordinaria, contra los actos y 
disposiciones dictados en aplicación de aquellos Reales Decretos cuando los estimen lesivos 
de derechos fundamentales o libertades públicas susceptibles de protección a través de este 
proceso constitucional, facultad que le confiere el art. 55.2 LOTC. ... Y, en fin, ha de 
resaltarse que de esta forma, todos los actos gubernamentales y parlamentarios de 
declaración, autorización y prórroga de cada uno de los tres estados de emergencia ex art. 
116 CE quedan sometidos, en razón de su condición de actos y disposiciones con fuerza o 
rango de ley, a un mismo régimen de control jurisdiccional ante este Tribunal” (FJ 11). 

Finalmente, en cuanto a la naturaleza del acuerdo del Consejo de Ministros por el que se 
solicitaba del Congreso de los Diputados autorización para la prórroga del estado de alarma, 
el Tribunal Constitucional, tras reafirmar su jurisprudencia anterior en que mantenía que no 
todas las actuaciones del Gobierno están sujetas al Derecho Administrativo y muy 
particularmente no lo están aquellas referidas a las relaciones con otros órganos 
constitucionales, pues en tales casos “el Gobierno actúa como órgano político no como órgano 
de la Administración, no ejerce potestades administrativas ni dicta actos de esta naturaleza y, por 
lo mismo, su actuación no puede calificarse como “administrativa” cuyo control corresponda ... 
a los Tribunales de justicia”, concluye que “tal es el supuesto del referido acuerdo, que no tiene 
otra virtualidad que la de activar el procedimiento de solicitud por el Gobierno al Congreso de los 
Diputados de la autorización para prorrogar el estado de alarma, cuyo contenido y efectos se 
circunscriben y se agotan en el estricto ámbito de las relaciones entre ambos órganos 
constitucionales” (FJ 12). 

Ahora bien, para comprender los contornos del estado de alarma y sus límites, con respecto al 
estado de excepción, es conveniente citar igualmente las dos sentencias siguientes. 

La Sentencia del Tribunal Constitucional 139/2017, de 29 de noviembre de 2017, citada por 
ser de las más recientes sobre el tema, se refiere al “contenido central” de los derechos 
fundamentales y, en consecuencia, sirve de baremo para analizar si las medidas adoptadas por 
el Gobierno constituyen restricciones legítimas y proporcionadas de dichos derechos45. 

 
45  Dicha Sentencia, en su FJ 4, prevé: 

 “Una de las características del precepto constitucional en que se recoge el mencionado derecho fundamental es el 
amplio margen de libertad que confiere al legislador para regular el ejercicio del derecho, si bien su libertad tiene 
limitaciones que son, de una parte, las generales que impone el principio de igualdad y los derechos fundamentales 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-282
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En cuanto a la Sentencia del Tribunal Constitucional 60/1986, de 20 de mayo de 1986, ésta 
determina el alcance de la prohibición establecida en el artículo 86.1 de la Constitución con 
respecto al contenido posible de los Decretos-ley, los cuales, según dicha disposición “no 
podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y 
libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas 
ni al Derecho electoral general” y permite a tales Decretos-ley regular “aspectos accidentales o 
singulares, parciales y concretos” de las materias citadas que, materialmente, están reservadas 
a la Ley Orgánica46. 

 
que la Constitución garantiza, y, de otra, cuando se trata de cargos públicos representativos, la necesidad de 
salvaguardar su naturaleza (STC 185/1999, FJ 4 a), con cita SSTC 10/1983, FJ 2; 24/1990, de 15 de febrero, FJ 2). Su 
calificación como derecho de configuración legal, uno más entre otros, «significa lisa y llanamente que se habilita al 
legislador, desde la propia Constitución, para delimitar el ámbito del derecho, sin mellar su contenido esencial» (STC 
225/1992, de 14 de diciembre, FJ 1). De modo que tanto las normas que establezcan los requisitos y condiciones para 
el ejercicio del derecho como sus actos de aplicación pueden ser traídos ante este Tribunal no sólo por quiebra de la 
igualdad, sino por cualquier otro género de inadecuación al contenido esencial del derecho. En otras palabras, «su 
carácter de derecho de configuración legal no nos puede hacer olvidar que los derechos del art. 23.2 son derechos 
fundamentales», debiendo por tanto este Tribunal revisar si ha quedado afectada la integridad de esos derechos, 
pues de lo contrario, «los derechos fundamentales de configuración legal quedarían degradados al plano de la 
legalidad ordinaria» (STC 24/1990, FJ 2; doctrina que reitera la STC 71/1994, FJ 6)”. 

46  Esta sentencia interpreta el art. 86.1 de la Constitución española, el cual dispone: 

 “En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que 
tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, 
a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general”. 

 La Sentencia se ocupa de “los requisitos y de los límites que para la emanación de Decretos-leyes por el 
Gobierno establece la Constitución” (FJ 2) y tras enunciar que “la reserva de ley no excluye en todo caso el 
Decreto-ley” (FJ 2), recuerda la jurisprudencia anterior del mismo Tribunal en que se estableció que: 

 “la Constitución contempla el Decreto-ley «como un instrumento normativo del que es posible hacer uso para dar 
respuesta a las perspectivas cambiantes de la vida actual, siempre que su utilización se realice bajo ciertas cautelas», 
debiendo entenderse que el supuesto de hecho que permite dicho uso no hace referencia a necesidades extremadas 
o absolutas de la vida colectiva, sino más bien a aquellas necesidades relativas que se originan en el ordinario 
desenvolvimiento del quehacer gubernamental. En tal sentido, la Constitución autoriza al Gobierno para utilizar el 
Decreto- ley «en todos aquellos casos en que hay que alcanzar los objetivos marcados para la gobernación del país 
que, por circunstancias difíciles o imposibles de prever, requieren una acción normativa inmediata» (Sentencia núm. 
6/1983, de 4 de febrero, fundamento jurídico 5.° y Sentencia núm. 29/1986, de 20 de febrero, fundamento jurídico 
2.°), o en aquellas situaciones en que «no pueda acudirse a la medida legislativa ordinaria, sin hacer quebrar la 
efectividad de la acción requerida, bien por el tiempo a invertir en el procedimiento legislativo o por la necesidad de 
la inmediatividad de la medida» (Sentencia núm. 111/1983, fundamento jurídico 6.°). 

 ... la Constitución atribuye al Gobierno la competencia y la iniciativa para apreciar, con un razonable margen, la 
concurrencia de la situación de extraordinaria y urgente necesidad, que no tiene por qué coincidir con supuestos 
extremos de excepcional amenaza para la comunidad o el orden constitucional, correspondiendo a este Tribunal el 
control jurisdiccional para verificar que no se hace del Decreto-ley un uso abusivo o arbitrario. Sólo en estos dos 
últimos casos, en los que manifiestamente no concurre el presupuesto de hecho habilitante, habría que declarar la 
inconstitucionalidad, por este motivo, del correspondiente Decreto-ley.” (FJ 3). 

 “la interpretación que del término «afectar» ha hecho este Tribunal en la Sentencia núm. 111/1983, de 2 de diciembre, 
en la que, tras señalar que «la tesis partidaria de una expansión de la limitación contenida en el art. 86.1 de la 
Constitución se sustenta en una idea tan restrictiva del Decreto-ley que lleva en su seno el vaciamiento de la figura y 
la hace inservible para regular con mayor o menor incidencia cualquier aspecto concerniente a las materias incluidas 
en el Título I de la Constitución, sin más base interpretativa que el otorgamiento al verbo "afectar" de un contenido 
literal amplísimo» que «conduce a la inutilidad del Decreto-ley», se declara que «la cláusula restrictiva del art. 86.1 
de la Constitución Española ("no podrá afectar...") debe ser entendida de modo tal que ni reduzca a la nada el 
Decreto-ley... ni permita que por Decreto-ley se regule el régimen general de los derechos, deberes y libertades del 
título I, ni dé pie para que por Decreto-ley se vaya en contra del contenido o elementos esenciales de alguno de tales 
derechos». 

 Aunque referida a otra limitación material del ámbito del Decreto-ley concretamente, la del ordenamiento de «los 
derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I», la doctrina anterior es mutatis mutandis 
igualmente aplicable a la limitación relativa al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado. La prohibición 
constitucional haría referencia en este supuesto a los elementos estructurales, esenciales o generales de la 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/623
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organización y funcionamiento de las instituciones estatales básicas, pero no, en cambio, a cualesquiera otros 
aspectos accidentales o singulares de las mismas. Definido en estos términos el alcance de la limitación del art. 86 
de la Constitución, es claro que una regulación como la contenida en el Decreto-ley impugnado no vulnera el 
mencionado límite material en la medida en que no es general y no sienta tampoco las líneas esenciales de la 
organización de la Administración del Estado, sino que se limita a regular aspectos parciales y concretos de una parte 
muy reducida del ordenamiento de la institución en cuestión. Otra cosa sería si el repetido Decreto-ley hubiese 
regulado en términos más amplios y generales la organización y funcionamiento de la Administración del Estado, 
sustituyendo, por ejemplo, en bloque o en sus aspectos sustanciales la vigente Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado de 1957” (FJ 4). 
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III. Actores 

 El Gobierno 
En España, el órgano constitucional central en la infraestructura legal diseñada para el estado 
de alarma es el Gobierno, ya que es a éste a quien corresponde su declaración (artículo 4 de la 
Ley Orgánica 4/1981) y quien, conforme al artículo 7 de la Ley Orgánica 4/1981, se constituye, 
en línea general, como “Autoridad competente” para aplicar las medidas establecidas en la 
declaración. 

La referencia al Gobierno en este contexto debe entenderse al Consejo de Ministros como 
órgano colegial, todo ello sin perjuicio de la función del Presidente del Gobierno en la 
dirección y coordinación de los diferentes Ministerios (artículo 98.2 de la Constitución) y del 
eventual protagonismo que un determinado Ministerio, dependiendo de la naturaleza de la 
crisis de que se trate, pueda adquirir durante el estado de alarma. 

Ahora bien, no hay que olvidar que cada una de esas “Autoridades competentes”, original o 
delegadas, son órganos que pueden adoptar actos de diferente naturaleza y rango jerárquico 
en el ordenamiento jurídico español. Entre los diferentes tipos de normas que pueden ser 
adoptadas por el Gobierno o los Ministros se encuentran: los Decretos-leyes, el Decreto, la 
Orden Ministerial, la Resolución, el Acuerdo, etc. El debate doctrinal, que puede proseguirse 
ante el poder judicial, es en qué medida el contenido de los actos adoptados se ajusta a su 
base normativa, que debe regular tanto el órgano competente como el contenido mínimo. 

 El Parlamento 
Aunque el español es un sistema parlamentario bicameral, su Derecho Constitucional coloca, 
en circunstancias de estado de alarma, sólo al Congreso de los Diputados en una posición de 
control del Gobierno. El Senado carece de competencias en este contexto. En efecto, ni la 
Constitución Española ni la Ley Orgánica 4/1981 mencionan a las Cortes Generales o al 
Parlamento en su conjunto, por lo que debe entenderse que el Senado, Cámara de 
representación territorial y, de hecho, Cámara legislativa de segunda lectura, carece de un 
papel específico con respecto a lo referido al estado de alarma. 

El Gobierno está obligado a dar cuenta al Congreso de la declaración del estado de alarma y a 
suministrarle la información que le requiera. Asimismo, el Gobierno está obligado a dar cuenta 
al Congreso de los decretos que dicte durante la vigencia del estado de alarma en relación con 
éste (artículo 8, de la Ley Orgánica 4/1981).  

En caso de que el Gobierno pretenda prorrogar la duración del estado de alarma, el papel del 
Congreso de los Diputados se ve potenciado47, pues dicha prórroga sólo puede realizarse con 
la autorización expresa de dicho Congreso que, en este caso, puede establecer su alcance y 
condiciones (artículo 6.2 de la Ley Orgánica 4/1981)48. 

 
47  Hasta el punto que, para referirse al estado de alarma de prorrogado, CRUZ VILLALÓN utiliza la expresión 

“estado de alarma «parlamentario»”. Véase CRUZ VILLALÓN, Pedro: “El nuevo derecho de excepción (Ley 
Orgánica 4/1981, de 1 de junio)”. Revista Española de Derecho Constitucional. Vol. 1, núm. 2, mayo-agosto 1981, 
pp. 93-128 (p. 106).  

48  Sobre la naturaleza jurídica de la autorización parlamentaria de la prórroga del estado de alarma, véase supra, 
en el punto II.5., el Auto 7/2012, del 13 de enero de 2012, del Tribunal Constitucional.  
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Además, la Constitución Española, en su artículo 116, apartado 5, da una protección 
suplementaria a este órgano durante la vigencia del estado de alarma: el Congreso queda 
convocado automáticamente si no estuviere en período de sesiones, no podrá ser disuelto y 
su funcionamiento no puede interrumpirse. Caso de encontrarse disuelto el Congreso cuando 
el Gobierno declara el estado de alarma, la Diputación Permanente del Congreso asume sus 
competencias. En la misma línea se pronuncia el artículo 1, apartado 4, de la Ley Orgánica 
4/1981: “La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal 
funcionamiento de los poderes constitucionales del Estado”49. En la práctica, estos artículos son 
esenciales por su potencial impacto sobre la labor de control al Gobierno por parte del 
Congreso pues, si bien la disolución del Congreso durante la vigencia del estado excepcional 
está prohibida por el artículo 116.5 de la Constitución, nada se establece respecto a la 
posibilidad de forzar la dimisión del Gobierno mediante el mecanismo de la moción de 
censura establecido en los artículos 113 y 114 de la Constitución o, si el debate parte del propio 
Gobierno, mediante la figura de la cuestión de confianza del artículo 112 de la Constitución50. 

 Las Comunidades Autónomas 
El papel de las Comunidades Autónomas durante el estado de alarma es muy relevante debido 
a su posición en la organización territorial española, ampliamente descentralizada, y al 
importante catálogo de competencias que, tras la entrada en vigor de la Constitución del 1978 
y con el paso del tiempo, han ido adquiriendo51. 

Conviene destacar que la declaración del estado de alarma faculta a la “Autoridad 
Competente” a someter bajo sus órdenes directas a todas las Autoridades civiles de la 
Administración Pública del territorio afectado por la declaración, los integrantes de los 
Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas –Cataluña, el País Vasco y Navarra, 
cuentan con policías autonómicas propias que ejercen competencias en el ámbito de la 

 
49  Como puede observarse, este artículo reproduce casi literalmente el artículo 116.5 de la Constitución (ver 

cuadro 1). FERNÁNDEZ SEGADO (op. cit., pp. 90-91) indica que, el artículo 1, apartado 4, de la Ley 4/81, pese a 
consistir en esa reproducción casi literal de una prescripción constitucional, fue objeto de una larga polémica 
en el debate parlamentario para la promulgación de la Ley 4/81. Así, para algunos diputados, “debía quedar 
absolutamente claro que los estados excepcionales no son estados de congelación de la democracia, sino que 
deben desarrollarse con el funcionamiento normal de los órganos y de los poderes y autoridades 
constitucionales”, mientras que, para otros, el artículo se topaba con la interpretación basada en la máxima de 
que “el funcionamiento de los poderes públicos en situaciones de excepción no es normal, sino excepcional”. 

50  A este respecto, FERNÁNDEZ SEGADO (op. cit., p. 92), aunque reconoce que la cuestión está en el aire y la deja 
en manos de lo que decidiera el Tribunal Constitucional llegado el caso, señala que “la misma prescripción 
constitucional del art. 116.5 puede ser un argumento a favor de la inadmisibilidad de la interposición de una 
moción de censura o del planteamiento de una cuestión de confianza, pues ambos mecanismos podrían, de 
una u otra manera, implicar una cierta paralización en el funcionamiento normal del ejecutivo”. 

 Contra esta línea argumental, podría pensarse que, de no admitirse la posibilidad, en estas circunstancias, de la 
moción de censura o de la cuestión de confianza, se privaría al Congreso de poder ejercer un mecanismo 
esencial y normal de control de la acción del Gobierno. Además, no habría de olvidarse que la razón última que 
persigue el art. 116.5 es evitar la concentración de poder en el ejecutivo fuera de todo control parlamentario o 
judicial. 

51  En este sentido, en relación con la crisis del COVID-19, aunque extrapolable a otros ámbitos de acción política, 
NOGUEIRA LÓPEZ, Alba: “Confinar el coronavirus. Entre el viejo Derecho sectorial y el Derecho de excepción”. 
El Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 22-31 (pp.29-30): 
“Vivimos en un Estado complejo en el que el gobierno central tiene competencias sanitarias de gestión en 
materia de sanidad exterior y de coordinación del sistema, pero en el que las comunidades autónomas 
gestionan los servicios de salud, por lo que es necesaria, y parece que así está sucediendo, un contacto y 
coordinación constante entre el ministerio y las comunidades autónomas”. 
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seguridad pública– y de las Corporaciones Locales, y los demás funcionarios y trabajadores al 
servicio de las mismas (artículo 9 de la Ley Orgánica 4/1981). 

Aunque en línea de principio el estado de alarma no produce ningún tipo de suspensión ni 
derogación del sistema autonómico52, es posible que la “Autoridad Competente”, cuando se 
trata del Gobierno, pueda tomar medidas que incidan directamente en los ámbitos de 
competencia de las Comunidades Autónomas. Ahora bien, cada Comunidad Autónoma 
conserva los poderes que le otorga la legislación en materia de gestión ordinaria de sus 
servicios para adoptar las medidas que estime necesarias. Estas medidas deben adoptarse, sin 
embargo, siempre de conformidad con lo decidido por la “Autoridad Competente”. 

 El Rey, Jefe del Estado 
Por su parte, en lo que respecta al papel del Jefe del Estado, es decir el Rey, mando supremo 
de las Fuerzas Armadas (artículo 62, h) de la Constitución), debe destacarse, en relación con el 
estado de alarma, su función de sancionar y promulgar las leyes (artículo 62, f), de la 
Constitución)53 y de expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros (artículo 62, f), 
de la Constitución). Asimismo, en términos generales, no se debe obviar su papel como 
símbolo de la unidad y permanencia del Estado, y de árbitro y moderador del funcionamiento 
regular de las instituciones (artículo 56, apartado 1, de la Constitución). 

 El Poder Judicial 
Los actos y disposiciones de la Administración Pública adoptados durante la vigencia del 
estado de alarma son impugnables en vía jurisdiccional (artículo 3, apartado 1, de la Ley 
Orgánica 4/1981). A esto hay que añadir el derecho a ser indemnizados en favor de aquellos 
que, como consecuencia de la aplicación de dichos actos y disposiciones, sufran daños o 
perjuicios por actos que no les sean imputables, reconocido de forma explícita en el artículo 
3, apartado 2, de la Ley Orgánica 4/1981. El ejemplo más obvio sería el derecho a ser 
indemnizado en favor de aquellos que han sufrido requisas de sus bienes por parte del 
Gobierno o quienes han sufrido la intervención de su industria54. 

 
52  Tal y como señala VELASCO CABALLERO, Francisco: “Estado de alarma y distribución territorial del poder”. El 

Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 78-87 (p. 81): “El estado 
de alarma, aunque lo declara el Gobierno de España, no implica la centralización de todo el poder público en el 
propio Gobierno (o en general, en el Estado). Ni tampoco la exclusión de las Comunidades Autónomas y las 
entidades locales en la lucha contra el peligro emergente.”  

53  Como ya indicado, según la la Sentencia del Tribunal Constitucional 83/2016, de 28 de abril de 2016, el acto del 
Gobierno que declara el estado de alarma tiene carácter normativo y rango de ley. 

54  DOMÉNECH PASCUAL, Gabriel: “Responsabilidad patrimonial del Estado por la gestión de la crisis del COVID-
19”. El Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 102-109 (p. 103): 
“la obligación compensatoria puede traer causa de la adopción de medidas materialmente expropiatorias, que 
infligen deliberadamente un daño a determinadas personas por razones de interés público. A diferencia de la 
responsabilidad patrimonial en sentido estricto, que tiene su origen en un accidente que provoca una 
reducción del bienestar social, la obligación de indemnizar nace aquí de una operación que incrementa –o, 
cuando menos, debería incrementar– ese bienestar, si bien implica para determinadas personas un sacrificio 
especial”. 

https://www.boe.es/boe/dias/2016/05/31/pdfs/BOE-A-2016-5195.pdf
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 El Tribunal Constitucional 
El Tribunal Constitucional, que en el ordenamiento jurídico español no forma parte del poder 
judicial, es competente de forma exclusiva para controlar la constitucionalidad de los Reales 
Decretos que contienen tanto la declaración del estado de alarma como su prórroga pues son 
considerados actos del Gobierno con rango de ley. Así, la Sentencia 83/2016, antes citada 
(véase supra punto II.5.), establece que el control de dichos actos es competencia exclusiva del 
Tribunal Constitucional, a quien corresponde “el control de constitucionalidad de las leyes, 
disposiciones y actos con fuerza o valor de ley”. Todo ello, “sin perjuicio, como es evidente, de que 
los actos y disposiciones que puedan dictarse en su aplicación puedan impugnarse ante la 
jurisdicción ordinaria en cada caso competente (art. 3.2 de la Ley Orgánica 4/1981) y los órganos 
judiciales puedan, al enjuiciarlos, promover cuestión de inconstitucionalidad contra los actos, 
decisiones o resoluciones con valor de ley de los que son aplicación, cuando consideren que 
puedan ser contrarios a la Constitución” (FJ 11).  

La misma consideración de acto “con rango de ley” y, por tanto, sometido al control del 
Tribunal Constitucional, tienen “el acto de autorización parlamentaria de la prórroga del estado 
de alarma o el de la declaración y prórroga del de excepción, que no son meros actos de carácter 
autorizatorio, pues tienen un contenido normativo o regulador (ya en cuanto hacen suyos el 
alcance, condiciones y términos del estado de alarma o de excepción fijados o solicitados por el 
Gobierno, ya en cuanto la propia Cámara directamente los establece o introduce modificaciones 
en los propuestos), así como el acto parlamentario de declaración del estado de sitio” pues “son, 
todos ellos, ... expresión del ejercicio de una competencia constitucionalmente confiada a la 
Cámara Baja ex art. 116 CE en aras de la protección, en los respectivos estados de emergencia, de 
los derechos y libertades de los ciudadanos” (Auto 7/2012, de 13 de enero, FJ 4). 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-2147
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IV. Procedimiento 

 Supuestos de aplicación 
El procedimiento que aquí se describe sólo puede activarse cuando “circunstancias 
extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de la normalidad mediante los poderes 
ordinarios de las Autoridades competentes” (artículo 1, apartado 1, de la Ley Orgánica 4/1981). 
Se trata de un requisito común para los tres estados previstos en el artículo 116 de la 
Constitución. 

En lo que concierne al estado de alarma, la Ley Orgánica 4/1981, en su artículo 4, prevé los 
supuestos en que éste puede declararse, entre los que se encuentran las crisis sanitarias (véase 
cuadro 8). 

CUADRO 8 

Ley Orgánica 4/1981, artículo 4 

El Gobierno, en uso de las facultades que le otorga el artículo ciento dieciséis, dos, de la Constitución 
podrá declarar el estado de alarma, en todo o parte del territorio nacional, cuando se produzca alguna 
de las siguientes alteraciones graves de la normalidad. 

 a) Catástrofes, calamidades o desgracias públicas, tales como terremotos, inundaciones, incendios 
urbanos y forestales o accidentes de gran magnitud. 

 b) Crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves. 

 c) Paralización de servicios públicos esenciales para la comunidad, cuando no se garantice lo 
dispuesto en los artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos, de la Constitución, concurra 
alguna de las demás circunstancia o situaciones contenidas en este artículo. 

 d) Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad.  

Según la doctrina, estos supuestos de alteraciones graves de la normalidad que dan lugar a la 
posibilidad de declarar el estado de alarma constituyen una lista cerrada55.  

 Declaración del estado de alarma por el Gobierno 
El procedimiento para el establecimiento del estado de alarma se inicia con su declaración por 
el Gobierno (artículo 6.1 de la Ley Orgánica 4/1981). Ahora bien, conviene señalar que, según 
el artículo 5 de la Ley Orgánica 4/1981, el Presidente de una Comunidad Autónoma podrá 
solicitar al Gobierno la declaración del estado de alarma cuando la alteración grave de la 
normalidad afecte exclusivamente a todo o parte del ámbito territorial de dicha Comunidad. 

 
55  FERNANDEZ SEGADO justifica tal interpretación con una explicación de la gestación de esta disposición: “Dos 

enmiendas importantes como el número 122 (Grupo Parl. Comunista) y el número 64 (Grupo Parl. Vasco), tras 
ser rechazadas por la Ponencia y la Comisión, serán finalmente admitidas por el Pleno del Congreso. Ambas, en 
síntesis, proponían la supresión del término «como» en base a que este término configuraba a la enumeración 
de supuestos que a continuación se hacía como una relación ad exemplum, con lo que el precepto se convertía 
en una cláusula abierta, creadora de una grave inseguridad jurídica. Evidentemente, con la desaparición de ese 
término —que, personalmente, estimo acertada—, la enumeración de los supuestos contemplados por el 
artículo 4.° se convertía en una enumeración taxativa o cerrada, suprimiéndose todo portillo abierto que 
pudiera servir para asimilar a las causas enumeradas por el artículo 4° otras semejantes, lo que equivaldría a una 
aplicación analógica, atentatoria, incuestionablemente, al principio de seguridad jurídica”. Véase FERNANDEZ 
SEGADO, op. cit., pp. 96-97. 



El Derecho de excepción 
España: estado de alarma 

31 

De todos modos, como indica el Tribunal Constitucional: 

“La declaración del estado de alarma corresponde al Gobierno con carácter exclusivo y ha 
de llevarse a cabo mediante decreto acordado en Consejo de Ministros. El decreto ha de 
determinar el ámbito territorial de vigencia del estado excepcional, su duración, que no 
podrá exceder de quince días, y los efectos de la declaración” (Sentencia del Tribunal 
Constitucional 83/2016, de 28 de abril de 2016, FJ 8). 

A pesar de ser adoptada dicha declaración bajo forma de decreto, su rango en la jerarquía 
normativa es de ley, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional citada (véase supra, punto 
II.5. de este estudio). 

La declaración del estado de alarma debe ser publicada de inmediato en el Boletín Oficial del 
Estado, entrando en vigor desde el instante mismo de su publicación. Asimismo, deber ser 
difundida obligatoriamente por todos los medios de comunicación públicos y privados que se 
determinen en el decreto (artículo 2 de la Ley Orgánica 4/1981).  

 Dación de cuentas por el Gobierno al Congreso 
Una vez declarado el estado de alarma, el artículo 116, apartado 2, de la Constitución y el 
artículo 8.1 de la Ley Orgánica 4/1981 prevén un procedimiento específico para el control del 
Gobierno por parte del Congreso, que se realiza mediante la “dación de cuentas”. 

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de explicitar el contenido y la naturaleza de esta 
dación de cuentas: 

“El Gobierno debe dar cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al 
efecto, de la declaración del estado de alarma, suministrándole la información que le sea 
requerida, así como la de los decretos que dicte durante su vigencia relacionados con 
aquélla (arts. 116.2 CE y 6 y 8 de la Ley Orgánica 4/1981). Esta dación de cuentas no altera el 
carácter exclusivo de la competencia gubernamental para declarar inicialmente el estado 
de alarma por un plazo máximo de quince días, configurándose como un mecanismo de 
información que puede activar e impulsar, en el marco de la relación fiduciaria que ha de 
existir entre el Gobierno y el Congreso de los Diputados, un control político o de oportunidad 
sobre la declaración del estado excepcional y las medidas adoptadas al respecto, así como, 
subsiguientemente, la puesta en marcha, en su caso, de los pertinentes instrumentos de 
exigencia de responsabilidad política. En este sentido, el Reglamento del Congreso de los 
Diputados (RCD) dispone que de la documentación remitida por el Gobierno se dé traslado 
a la Comisión competente, que podrá pedir la información y documentación que estime 
pertinente, previéndose la posibilidad de que el asunto pueda ser sometido inmediatamente 
al Pleno de la Cámara, si no estuviera reunido al efecto, o a la Diputación Permanente, si el 
Congreso estuviera disuelto o hubiera expirado su mandato (arts. 162 y 165 RCD). Se trata, 
en todo caso, de una intervención de la Cámara a posteriori, una vez que ha tenido lugar la 
declaración gubernamental del estado de alarma, y de naturaleza estrictamente política, 
esto es, que su resultado, si la intervención parlamentaria se llegase a concretar o formalizar 
en algo, no vincula jurídicamente al Gobierno, ni condiciona ni altera, por lo tanto, el 
contenido del decreto por el que se ha llevado a cabo la declaración del estado de alarma” 
(Sentencia del Tribunal Constitucional 83/2016, de 28 de abril de 2016, FJ 8). 

 Prórroga del estado de alarma 
Caso de requerirse una prolongación del estado de alarma más allá de los 15 días inicialmente 
previstos, es necesaria la autorización del Congreso de los Diputados (artículo 6.2 de la Ley 
Orgánica 4/1981). 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
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Dicha autorización tiene valor de ley, como el Tribunal Constitucional indicó en su Auto 
7/2012, de 13 de enero del 2012, FJ 4, y en su Sentencia 83/2016, de 28 de abril de 2016, FJ 8 
(véase supra punto II.5. de este estudio). 

Sobre la base y según el contenido de dicha autorización, a continuación, el Gobierno ha de 
adoptar un decreto de prórroga, que también tiene valor de ley. Como indica el Tribunal 
Constitucional, por idénticas razones de aquellas que le llevaron a concluir que el decreto de 
declaración tenía rango de ley: 

“no puede ser distinta la conclusión en relación con el rango o valor del decreto por el que se 
prorroga el estado de alarma. No obstante, en este caso, ha de resaltarse, además, la 
peculiaridad de que el decreto de prórroga constituye una formalización ad extra de la 
previa autorización del Congreso de los Diputados, esto es, su contenido es el autorizado por 
la Cámara, a quien corresponde autorizar la prórroga del estado de alarma y fijar su alcance, 
condiciones y términos, bien haciendo suyos los propuestos por el Gobierno en la solicitud 
de prórroga, bien estableciéndolos directamente. Al predicarse del acto de autorización 
parlamentaria, como ya se ha dejado constancia, la condición de decisión con rango o valor 
de ley (ATC 7/2012, FJ 4), idéntica condición ha de postularse, pese a la forma que reviste, de 
la decisión gubernamental de prórroga, que meramente se limita a formalizar y exteriorizar 
el acto parlamentario de autorización” (Sentencia del Tribunal Constitucional 83/2016, de 
28 de abril de 2016, FJ 10). 

 Fin del estado de alarma 
La mencionada Ley Orgánica 4/1981 no prevé nada en cuanto a una posible revocación del 
estado de alarma56. Por ello se ha de suponer que, en principio, el fin del estado de alarma 
llegará por la conclusión de los períodos previstos en los decretos de declaración o prórroga. 

 
56  Sobre la revocación, véase el punto V.2 del presente estudio. Desde una perspectiva de Derecho Comparado 

se puede observar que en Italia la revocación anticipada del “estado de emergencia de relevancia nacional” ha 
de seguir el mismo procedimiento que para su declaración. En este sentido, véase ALIBRANDI, Alfonso: “Il diritto 
di eccezione: una prospettiva di diritto comparato - Italia: stato di emergenza”. EPRS | Servicio de Estudios del 
Parlamento Europeo. Unidad Biblioteca de Derecho Comparado. Junio 2020 – PE 651.983, (p. 28). 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-2147
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2012-2147
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-5195
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V. Contenido 
Elementos típicos de la declaración de estado de alarma son: el ámbito territorial, la duración, 
la designación de la “Autoridad competente” y el tipo de medidas a adoptar. 

 Ámbito territorial 
En cuanto al ámbito territorial, éste puede comprender todo o parte del territorio nacional 
(artículo 4 de la Ley Orgánica 4/1981). 

 Ámbito temporal 
La duración inicial es de un plazo máximo de 15 días, pero el Congreso de los Diputados puede 
autorizar su prórroga. En caso de prórroga, el Congreso de los Diputados puede establecer el 
alcance y las condiciones del estado de alarma durante dicha prórroga (artículo 6, apartado 2, 
de la Ley Orgánica 4/1981). 

Un tema que ha dado lugar a cierta polémica es si el plazo de cada prórroga puede ser superior 
a 15 días. En realidad, en la aplicación del estado de alarma que se hizo en el 2010, el plazo ya 
fue prorrogado por un período de 4 semanas57. Pero su nueva aplicación en 2020 ha reavivado 
la discusión entre los juristas. Los argumentos en contra de la posibilidad de prórroga por un 
plazo de más de 15 días han sido varios: el principio general de que los plazos pueden ser 
prorrogados por el mismo tiempo que el plazo inicial o menor tiempo, pero no por más; una 
interpretación literal del apartado 2 del artículo 116 de la Constitución Española que se refiere 
a la prórroga de “dicho plazo” de 15 días; así como una interpretación sistemática del mismo 
artículo, que llevaría a la conclusión de que si, para el estado de excepción, el apartado 3 del 
artículo 116 citado prevé que su duración “no podrá exceder de treinta días, prorrogables por 
otro plazo igual, con los mismos requisitos”, sería ilógico que el estado de alarma pudiera 
prorrogarse excediendo el plazo que el constituyente había fijado en 15 días, y que permitiría 
un control por parte del Congreso más asiduo. 

Para determinar la duración global del estado de alarma, el art. 1 de la Ley orgánica 4/1981 
indica dos elementos en sus respectivos apartados 1 y 2, que son: 

• el presupuesto básico para el estado de alarma (así como para la de los otros dos 
estados) es que “circunstancias extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de 
la normalidad mediante los poderes ordinarios de las Autoridades competentes” 
(apartado 1) 

• la duración del estado de alarma ha de ser la “estrictamente” indispensable “para 
asegurar el restablecimiento de la normalidad” (apartado 2). 

Por tanto, mantener el estado de alarma más allá del momento en que “el mantenimiento de 
la normalidad” fuese posible “mediante los poderes ordinarios de las Autoridades competentes” 
podría considerarse como ultra vires. 

Si, llegado el momento, fuera posible mantener la normalidad mediante tales poderes 
ordinarios, el estado de alarma debería de decaer. En tal hipótesis y aunque ningún 
procedimiento ha sido expresamente previsto para tal revocación, el Gobierno debería motu 

 
57  Véase el Real Decreto 1717/2010, de 17 de diciembre, por el que se prorroga el estado de alarma declarado por 

el Real Decreto 1673/2010. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2010-19462
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proprio, o a instancia del Congreso, proceder a tal revocación incluso aunque el plazo previsto 
no haya concluido.  

No se ha de olvidar que el estado de alarma es Derecho de excepción, que debe de ser 
interpretado de modo restrictivo y ser de aplicación el tiempo estrictamente necesario, ya que, 
como indica el apartado 2 del artículo 1 de la ley orgánica 4/1981: “Las medidas a adoptar en 
los estados de alarma, excepción y sitio, así como la duración de los mismos, serán en cualquier 
caso las estrictamente indispensables para asegurar el restablecimiento de la normalidad. Su 
aplicación se realizará de forma proporcionada a las circunstancias”. En palabras de CARRO 
MARTÍNEZ, el Derecho de excepción se justifica por un “estado de necesidad”58. Cuando dicha 
necesidad decae, la excepcionalidad pierde su justificación y, en consecuencia, debería perder 
su vigencia.  

 Designación de la “Autoridad competente” 
La declaración ha de designar la “Autoridad competente” a los efectos del estado de alarma 
que será el Gobierno de España o, por delegación de éste, el Presidente de la Comunidad 
Autónoma, cuando la declaración afecte exclusivamente a todo o parte del territorio de una 
Comunidad (artículo 7 de la Ley Orgánica 4/1981)59. 

 Tipos de medidas posibles 
En cuanto a los tipos de medidas que podrán tomarse durante el período de vigencia del 
estado de alarma, el artículo 11 de la Ley Orgánica 4/1981 está dedicado a ello (véase cuadro 
9). 

CUADRO 9 

Ley Orgánica 4/1981, artículo 11 

Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, el decreto de declaración del estado de 
alarma, o los sucesivos que durante su vigencia se dicten, podrán acordar las medidas siguientes: 

 a) Limitar la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y lugares determinados, 
o condicionarlas al cumplimiento de ciertos requisitos. 

 b) Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales 
obligatorias. 

 c) Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o locales de 
cualquier naturaleza, con excepción de domicilios privados, dando cuenta de ello a los 
Ministerios interesados. 

 d) Limitar o racionar el uso de servicios o el consumo de artículos de primera necesidad. 

 e) Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de los mercados y el 
funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el apartado d) del 
artículo cuarto. 

En la práctica, sin embargo, pueden darse zonas grises en que es difícil determinar con 
precisión si las medidas adoptadas encajan en dicha lista o bien deberían estar sustentadas en 

 
58  CARRO MARTÍNEZ, op. cit., pp. 208-261 (p. 214). 
59  Sobre cómo ha sido interpretado el concepto de “Autoridad competente delegada” durante los dos períodos 

en que se ha aplicado el estado de alarma en España, en el 2010 y en el 2020, véase punto VI. de este estudio. 
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un fundamento jurídico más sólido (véase infra el debate surgido al respecto con motivo de la 
aplicación del estado de alarma durante la crisis del COVID-19)60. 

Cierto es que las medidas adoptadas en virtud de un estado de alarma y los decretos-ley 
adoptados aprovechando esas circunstancias de “extraordinaria y urgente necesidad” (artículo 
86.1 de la Constitución) obedecen, en el ordenamiento jurídico español, a cánones de 
constitucionalidad diferentes, pero esto no obsta para que, si se pretende hacer un análisis 
completo que ayude a comprender hasta dónde las medidas adoptadas durante una situación 
de anormalidad pueden estar suficientemente justificadas por el estado de alarma o si hubiera 
sido necesaria la declaración del estado de excepción61, se debería de tener en cuenta, a través 
de una aproximación holística, el contenido no sólo de los decretos de declaración y prórroga, 
que, como ya se ha indicado, tienen “rango de ley”, acompañados de sus medidas de 
ejecución, sino también el contenido de los decretos-ley que, aprovechando de las 
circunstancias que dieron origen al estado de alarma y sobre la base de la referida 
“extraordinaria y urgente necesidad” de la situación, el Gobierno pudiera haber adoptado62. 
Tampoco habría de olvidarse que la producción en paralelo de estos decretos “con rango de 
ley” y de decretos-ley conllevan problemas de interpretación que aparecen al deber mezclar, 
a efectos de determinar la norma que prima, el criterio de Derecho especial y el criterio de 
Derecho posterior en el tiempo. 

Por ello, es importante tener en cuenta que aquello que exceda del estado de alarma debería 
encontrar su fundamento jurídico en el estado de excepción63, al que se habría de recurrir 

 
60  A este respecto, conviene recordar que, según FERNÁNDEZ SEGADO: 

 “Ante todo hay que señalar que estamos ante un estado de naturaleza completamente diferente a la de los 
estados de excepción y sitio; el estado de alarma no es una fase previa al de excepción, y ello porque entre las 
alteraciones graves de la normalidad que legitiman su declaración no nos encontramos con el supuesto de 
alteración del orden público; estamos más bien ante una situación basada en la necesidad de proteger a la 
sociedad frente a una suma de riesgos, procedentes bien de hechos naturales, bien de circunstancias sociales, 
ante los que se encuentra en grave riesgo la seguridad o la vida de las personas, y se encuentra en dificultad el 
mantenimiento de las condiciones necesarias para que la comunidad pueda desenvolver su vida colectiva 
normal. 

 En definitiva, mientras los estados de excepción y de sitio tienen una naturaleza eminentemente política, el 
estado de alarma obedece a hechos naturales y a circunstancias sociales, con lo que presenta una naturaleza 
eminentemente social, de la que brilla por su ausencia todo matiz político, aunque tal afirmación no debe 
entenderse con un valor absoluto. 

 Parece admitido por la doctrina, al menos mayoritariamente, que nuestra ley de leyes (art. 166.2) no diseñó con 
claridad el alcance de la figura del estado de alarma, adoptando una redacción excesivamente vaga y ambigua”. 

 Véase FERNANDEZ SEGADO, op. cit., pp. 95-96. 
61  Eventualmente con acumulación de las medidas previstas para los casos de estado de alarma, como previsto 

por el art. 28 de la Ley Orgánica 4/1981 (véase cuadro 4). 
62  En general, la relación entre los actos directamente vinculados a las situaciones de anormalidad (es decir, en 

terminología de la Constitución del 1978, los estados de alarma, excepción y sitio) y los decretos-ley es estrecha 
y de largo recorrido en la Historia del Derecho español y de otros ordenamientos jurídicos de tradición común. 
Conviene recordar, llegados a este punto, que, durante el proceso de elaboración de la Constitución de 1978, 
una de las opciones barajadas para la declaración de las situaciones de anormalidad previstas en el que hoy día 
es su art. 116 fue el arbitrar la fórmula del Decreto-ley (CARRO MARTÍNEZ: op. cit., pp. 251-252), tipo de acto 
ampliamente usado anteriormente para tales supuestos en el ordenamiento jurídico español, como indicado 
supra en punto I.2. de este estudio. Como indica el autor citado, la “fórmula no era inaceptable, porque regulada 
en la Constitución la posibilidad del Decreto-Ley para casos de ‘extraordinaria y urgente necesidad’, es evidente 
que las emergencias son eso, con la particularidad de que esas medidas de necesidad se hallan bajo el control 
del Parlamento, que por otra parte tiene en su mano la moción de censura, frente a la que nada puede una 
pretendida indemnidad del Gobierno” (CARRO MARTÍNEZ: op. cit., p. 252). 

63  El estado de excepción se encuentra regulado por el artigo 116, apartado 3, de la Constitución y por los artículos 
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cuando se pretende la “suspensión” de ciertas garantías constitucionales64. El estado de 
excepción procede, previa autorización por parte del Congreso de los Diputados, en los casos 
en que “el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal funcionamiento 
de las instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales para la comunidad, o 
cualquier otro aspecto del orden público, resulten tan gravemente alterados que el ejercicio de las 
potestades ordinarias fuera insuficiente para restablecerlo y mantenerlo” (artículo 13.1 de la Ley 
Orgánica 4/1981). El elemento esencial en este sentido es que el Gobierno, en su solicitud de 
autorización al Congreso, debe determinar "los efectos del estado de excepción, con mención 
expresa de los derechos cuya suspensión se solicita, que no podrán ser otros que los enumerados 
en el apartado uno del artículo cincuenta y cinco de la Constitución” (artículo 13.2.a)). En 
definitiva, el límite entre el estado de alarma y el estado de excepción lo marca la incidencia 
de las medidas en los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución (véase cuadro 
10). 

CUADRO 10 

Constitución Española, artículo 55, apartado 1 

Los derechos reconocidos en los artículos 17 [derecho a la libertad y a la seguridad], 18, apartados 2 
[inviolabilidad del domicilio] y 3 [secreto de las comunicaciones], artículos 19, [libertad de residencia y 
circulación] 20, apartados 1, a) [libertad de expresión] y d) [libertad de comunicación], y 5 [necesidad de 
resolución judicial para el secuestro de publicaciones], artículos 21 [derecho de reunión y 
manifestación], 28, apartado 2 [derecho a la huelga], y artículo 37, apartado 2 [derecho a adoptar 
medidas de conflicto colectivo], podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado 
de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido 
anteriormente el apartado 3 del artículo 17 [derechos del detenido] para el supuesto de declaración de 
estado de excepción. 

El incumplimiento de las órdenes de la Autoridad competente en el estado de alarma conlleva 
sanciones con arreglo a lo dispuesto en las leyes (artículo 10.1 de la Ley Orgánica 4/1981). Si 
estos actos fuesen cometidos por funcionarios, las Autoridades pueden suspenderlos de 
inmediato en el ejercicio de sus cargos (artículo 10.2 de la Ley Orgánica 4/1981). Si fuesen 
cometidos por la propias Autoridades Públicas, las facultades de éstas que fuesen necesarias 
para el cumplimiento de las medidas acordadas pueden ser asumidas por la Autoridad 
competente durante su vigencia (artículo 10.3 de la Ley Orgánica 4/1981). 

Un tema que puede ser objeto de polémica es la fecha en que “decaerán en su eficacia” las 
medidas adoptadas durante el estado de alarma. El artículo 1, apartado 3, de la Ley Orgánica 
4/1981 prevé expresamente que, cuando termine la vigencia del estado de alarma, “decaerán 

 

13 a 31 de la Ley Orgánica 4/1981. 
64  Así, COTINO HUESO, Lorenzo: “Los derechos fundamentales en tiempos del coronavirus. Régimen general y 

garantías y especial atención a las restricciones de excepcionalidad ordinaria”. El Cronista del Estado Social y 
Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 88-101 (p. 93): “las medidas adoptadas en el estado 
de alarma respecto de los derechos no pueden suponer una suspensión de los mismos, aunque sí que pueden 
conllevar limitaciones a su ejercicio”. Sobre el límite entre “suspensión” y “limitación” de derechos 
fundamentales, véase ÁLVAREZ GARCÍA, Francisco Javier: "Estado de alarma o de excepción". Estudios Penales 
y Criminológicos. Vol. XL, 2020, pp. 1-20 (pp. 6-7): “como apunta el TEDH, entre “privación” y “restricción de 
libertad” no hay más que una diferencia de grado o de intensidad, no de naturaleza o de esencia (Caso Guzzardi 
contra Italia de 6 de noviembre de 1980 y caso Amuur contra Francia de 25 de junio de 1996; en lo que se refiere 
a la disciplina militar, caso Engel contra Holanda de 8 de junio de 1976)"; asimismo, véase la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 139/2017, de 29 de noviembre de 2017 que se refiere al “contenido central del derecho 
fundamental” y que, según el Tribunal, pierde tal cualidad “si lo vacían de contenido, lo someten a limitaciones 
que lo hacen impracticable o dificultan su ejercicio más allá de lo razonable, lo desnaturalizan o resulta 
irreconocible como tal derecho” (Fundamento Jurídico 6).  

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-282
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2018-282
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en su eficacia cuantas competencias en materia sancionadora y en orden a actuaciones 
preventivas correspondan a las Autoridades competentes, así como las concretas medidas 
adoptadas en base a éstas, salvo las que consistiesen en sanciones firmes”. Ahora bien, ¿qué 
ocurre si las medidas adoptadas “deviniesen dispensables” antes de la finalización de la 
vigencia prevista del estado de alarma?65; ¿quid de las otras medidas previstas en los actos 
adoptados durante el período del estado de alarma que puedan haber previsto su aplicación 
más allá de la finalización de dicho período? A este respecto puede ser clarificador tener en 
cuenta que la misma Ley Orgánica 4/1981 establece en su artículo 1, apartado 2, que las 
medidas a adoptar durante el mencionado período han de ser las “estrictamente indispensables 
para asegurar el restablecimiento de la normalidad” y, asimismo, que el indicado apartado prevé 
también in fine que la aplicación de dichas medidas se ha de realizar “de forma proporcionada 
a las circunstancias”. A la lectura de estas disposiciones no cabe duda de que el principio de 
proporcionalidad jugará un papel importante a la hora de controlar cuánto tiempo las 
medidas habrán de estar en vigor y por cuánto tiempo sería razonable que desplieguen sus 
consecuencias, por ejemplo, en el campo financiero-presupuestario. En cualquier caso, la 
solución deberá tener en cuenta que las medidas han sido adoptadas en una situación de 
Derecho de excepción, que, por definición, debería de ser interpretado de manera restrictiva. 

 
65  Para LAFUENTE BALLE, “se trata de una posibilidad implícita en los principios de la Ley Orgánica”. Véase 

LAFUENTE BALLE (1989), op. cit., pp. 23-54 (p. 48). 

 Por su parte, FERNÁNDEZ SEGADO opina que “aunque en la problemática de la duración de las medidas 
excepcionales se barajan distintas soluciones, quizá el principio verdaderamente válido sea el de que estas 
medidas deben cesar en aquel momento en que su vigencia no sea necesaria forzosamente, fórmula, bien es 
verdad, de una excesiva abstracción y, por ello, de difícil aplicación práctica”. Véase FERNÁNDEZ SEGADO, op. 
cit., pp. 93-94. 
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VI. Aplicación 

 2010: Crisis de los controladores aéreos 
Desde la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978 y hasta el mes de marzo 2020, 
el único caso de declaración del estado de alarma se produjo en el año 2010, cuando una serie 
de conflictos laborales entre AENA –empresa gestora de los aeropuertos de interés general en 
España– y los controladores civiles de tránsito aéreo llevó a estos a abandonar sus puestos de 
trabajo, provocando el cierre del espacio aéreo español. Ante esta situación, mediante Real 
Decreto 1673/2010 y sobre la base del artículo 4.b) de la Ley Orgánica 4/1981, el Gobierno 
declaró el estado de alarma, esgrimiendo “la paralización de un servicio público esencial, como 
es el transporte aéreo”66. 

La medida más relevante –y en esencia la única– que contemplaba el citado real decreto era 
la siguiente: “todos los controladores de tránsito aéreo al servicio de AENA pasan a tener, durante 
la vigencia del Estado de Alarma, la consideración de personal militar […] y en consecuencia, 
quedan sometidos a las órdenes directas de las autoridades designadas en el presente real decreto, 
y a las leyes penales y disciplinarias militares, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.5 de 
la Ley Orgánica 13/1985, de 9 de diciembre [del Código Penal Militar]”.Aunque el art. 7 de la Ley 
Orgánica 4/1981 no prevé expresamente otra Autoridad competente delegada que no sea un 
Presidente de Comunidad Autónoma, dicha delegación recayó en este caso en el Jefe de 
Estado Mayor del Ejército del Aire y en las autoridades militares designadas por éste. 

De este modo, sometiendo a los controladores a las órdenes de la autoridad militar, así como 
a las leyes penales y disciplinarias militares, se les exhortaba de forma contundente para que 
volviesen a sus puestos en las torres de control. 

No obstante, para superar la crisis, no bastó con los 15 días previstos en la declaración del 
estado de alarma así que, previa autorización del Congreso de los Diputados, dicho estado fue 
prorrogado durante cuatro semanas más, en virtud del Real Decreto 1717/2010.  

 2020: Crisis sanitaria del COVID-19 

VI.2.1. La declaración del estado de alarma y sus prórrogas 
El 14 de marzo de 2020, mediante Real Decreto 463/2020, el Gobierno de España declaraba el 
estado de alarma en todo el territorio nacional, por una duración de 15 días naturales, es decir 
hasta el 29 de marzo, como consecuencia de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
calificada como pandemia internacional por la Organización Mundial de la Salud (OMS)67.  

Justificándose en los motivos de proteger la salud y seguridad de los ciudadanos, contener la 
progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud pública, el Decreto 463/2020 –que 
debe ser analizado junto con las modificaciones introducidas en virtud del Real Decreto 
465/2020, de 17 de marzo, así como en virtud de los decretos que establecen las respectivas 

 
66  VIDAL PRADO, Carlos y DELGADO RAMOS, David: “Algunas consideraciones sobre la declaración del estado de 

alarma y su prórroga”. Revista Española de Derecho Constitucional. Núm. 92, mayo-agosto de 2011, pp. 243-
265 (pp. 247-253). 

67  Para un resumen de la respuesta de la OMS frente a la crisis, véase DE LA SIERRA, Susana: “Lectura de urgencia 
de las reacciones frente al COVID-19 desde una óptica jurídica internacional y comparada”. El Cronista del 
Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 32-41 (pp.35-36).  

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2010-18683
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2010-18683
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2010-19462
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-3692
https://www.who.int/es/dg/speeches/detail/who-director-general-s-opening-remarks-at-the-media-briefing-on-covid-19---11-march-2020
https://www.boe.es/eli/es/rd/2020/03/17/465
https://www.boe.es/eli/es/rd/2020/03/17/465
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prórrogas (ver más adelante)- adopta una serie de medidas de gran alcance para la vida de los 
ciudadanos y para la economía nacional: 

• Se designa al Gobierno como autoridad competente a los efectos del estado de 
alarma, y a los Ministros de Defensa, Interior, Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana, y Sanidad, como autoridades competentes delegadas.  

• Queda limitada la libre circulación de las personas, pudiendo sólo desplazarse, de 
forma individual, para actividades esenciales como adquirir alimentos o productos 
farmacéuticos, asistir a centros sanitarios, a los lugares de trabajo, asistir a personas 
mayores, menores o dependientes, desplazarse a entidades financieras y de seguros, 
así como por razones de fuerza mayor debidamente justificadas. El incumplimiento 
de estas medidas se somete a la potestad sancionadora de la Administración68.  

• Se faculta a las autoridades competentes para acordar la práctica de requisas 
temporales de todo tipo de bienes necesarios para el cumplimiento del decreto, en 
particular, para la prestación de los servicios de seguridad o de los operadores 
críticos y esenciales. Especialmente, se faculta al Ministro de Sanidad para impartir 
las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento del mercado y el 
funcionamiento de los servicios de los centros de producción afectados por el 
desabastecimiento de productos necesarios para la protección de la salud pública, 
así como para intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, 
explotaciones o locales de cualquier naturaleza, incluidos los centros, servicios y 
establecimientos sanitarios de titularidad privada, así como aquellos que desarrollen 
su actividad en el sector farmacéutico. 

• Queda suspendida la actividad lectiva presencial en todos los centros educativos y 
en todas etapas, ciclos, grados, cursos y niveles de enseñanza, incluida la enseñanza 
universitaria.  

• Queda suspendida la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas, 
a excepción de los establecimientos comerciales minoristas de alimentación, 
bebidas, productos y bienes de primera necesidad, establecimientos farmacéuticos, 
sanitarios, centros o clínicas veterinarias, ópticas y productos ortopédicos, productos 
higiénicos, prensa y papelería, combustible para la automoción, estancos, equipos 
tecnológicos y de telecomunicaciones, alimentos para animales de compañía, 
comercio por internet, telefónico o correspondencia, tintorerías, lavanderías y el 
ejercicio profesional de la actividad de peluquería a domicilio. También se cierran al 
público los establecimientos de ocio, instalaciones culturales, artísticas, de hostelería 
y restauración. 

• Queda restringido el transporte público de viajeros por carretera, ferroviario, aéreo y 
marítimo en, al menos, un 50%. Los servicios ferroviarios de cercanías mantienen su 

 
68  En este sentido, AMOEDO-SOUTO, Carlos-Alberto: “Vigilar y castigar el confinamiento forzoso. Problemas de la 

potestad sancionadora al servicio del estado de alarma sanitaria”. El Cronista del Estado Social y Democrático 
de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 66-77 (pp. 70-71), critica “la profunda inseguridad y 
discrecionalidad” de la potestad sancionadora de la Administración ante “la renuncia del real decreto 463/2020 
a un régimen sancionador propio” y la consecuente ausencia de “un régimen sancionador extraordinario, 
propio del estado de alarma”. Así, “el Real Decreto 463/2020 no contiene un elenco propio de infracciones, 
sanciones o delitos que dé específico respaldo a los mandatos y prohibiciones sustantivas establecidas a lo 
largo de su articulado. En especial, el artículo 7. Se ha optado por lo más fácil: realizar una remisión legal, muy 
genérica e indeterminada al conjunto del ordenamiento jurídico ordinario”.  
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oferta de servicios, a efectos de evitar las aglomeraciones en el acceso a las ciudades 
como consecuencia de los servicios limitados.  

• Se establecen medidas para garantizar el abastecimiento alimentario, tales como el 
acompañamiento de los vehículos que realicen el transporte de estos bienes o el 
establecimiento de corredores sanitarios para permitir la entrada y salida de 
personas, materias primas y productos elaborados con destino o procedentes de 
establecimientos en los que se produzcan alimentos, incluidas las granjas, lonjas, 
fábricas de piensos para alimentación animal y los mataderos.  

• Se faculta a las autoridades competentes para adoptar las medidas necesarias para 
garantizar el suministro de energía eléctrica, de productos derivados del petróleo, así 
como de gas natural.  

Transcurridos esos 15 días iniciales previstos en el Real Decreto de declaración del estado de 
alarma y, dado que tanto el artículo 116 de la Constitución como la Ley Orgánica 4/1981 no 
permiten su prórroga más que con la previa autorización por parte del Congreso de los 
Diputados, el Gobierno solicitó y obtuvo hasta seis prórrogas del estado de alarma. 

La primera de las prórrogas fue solicitada por el Gobierno mediante el acuerdo del Consejo de 
Ministros del día 24 de marzo. En su sesión del día 25 de marzo, el Congreso de los Diputados 
autorizó dicha prórroga, añadiendo, como única modificación, una disposición adicional al 
Real Decreto 463/2020, en virtud de la cual el Gobierno estará obligado a remitir al Congreso 
de los Diputados información semanal sobre la ejecución de estas medidas y la valoración de 
su eficacia. El Real Decreto 476/2020 de 27 de marzo, por el que se prorroga el estado de 
alarma, amplió la duración del estado de alarma hasta las 00:00 horas del 12 de abril de 2020. 

La segunda de las prórrogas fue solicitada mediante acuerdo del Consejo de Ministros del día 
7 de abril, siendo autorizada por el Congreso de los Diputados en su sesión del día 9 de abril, 
aunque esta vez con mayor oposición69. El Real Decreto 487/2020, de 10 de abril, prorrogó el 
estado de alarma hasta las 00:00 horas del día 26 de abril de 2020. 

La tercera de las prórrogas fue solicitada mediante acuerdo del Consejo de Ministros del día 
21 de abril de 2020, siendo autorizada por el Congreso de los Diputados en su sesión del día 
22 de abril, aunque con una oposición parlamentaria creciente70. El Real Decreto 492/2020, de 
24 de abril, prorrogó el estado de alarma hasta las 00:00 horas del día 10 de mayo de 202071.  

La cuarta prórroga fue solicitada mediante acuerdo del Consejo de Ministros del día 5 de mayo 
de 2020, siendo autorizada por el Congreso de los Diputados en su sesión del día 6 de mayo72, 
añadiendo cuatro enmiendas que refuerzan el papel de las Comunidades Autónomas73 

 
69  Si bien la primera prórroga fue aprobada con 321 votos a favor, ningún voto negativo y 28 abstenciones, la 

segunda prórroga contó con 270 votos a favor, 54 en contra y 25 abstenciones.  
70  La autorización para la tercera prórroga obtuvo 269 votos a favor, 60 en contra y 16 abstenciones. 
71  Este Real Decreto, leído de forma conjunta con la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, del Ministerio de 

Sanidad, prevé la primera medida de gran alcance de flexibilización del confinamiento, permitiendo las salidas 
de los menores de hasta 14 años que, acompañados de un adulto, podrán realizar un paseo diario, de máximo 
una hora de duración y a una distancia no superior a un kilómetro con respecto al domicilio del menor, entre 
las 9:00 horas y las 21:00 horas. 

72  La cuarta solicitud de prórroga obtuvo un apoyo menor que la tercera: 178 votos a favor, 75 en contra y 97 
abstenciones. 

73  Se trata de cuatro modificaciones propuestas por el Grupo Parlamentario Vasco “que entre otras cuestiones, 
permite la celebración de elecciones a Parlamentos de Comunidades Autónomas aunque esté vigente el estado 
de alarma [se prevé que se celebren elecciones en la Comunidad Autónoma del País Vasco en julio de 2020]; 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4153
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4153
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4155
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4406
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4413
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4648
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4648
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/25/pdfs/BOE-A-2020-4652.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4896
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4665
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durante las fases de descenso de la alarma sanitaria74. El Real Decreto 514/2020, de 8 de mayo, 
prorroga el estado de alarma hasta las 00:00 horas del día 24 de mayo de 2020.  

La quinta prórroga fue solicitada mediante acuerdo del Consejo de Ministros del día 19 de 
mayo de 2020, siendo autorizada por el Congreso de los Diputados en su sesión del día 20 de 
mayo75. El Real Decreto 537/2020, de 22 de mayo, extiende el estado de alarma hasta las 00:00 
del día 7 de junio de 2020. 

La sexta prórroga fue solicitada mediante acuerdo del Consejo de Ministros del día 2 de junio 
de 2020, siendo autorizada por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de 3 de 
junio76. El Real Decreto 555/2020, de 5 de junio, extiende el estado de alarma hasta las 00:00 
del día 21 de junio de 2020. 

Las medidas incluidas en el Real Decreto 463/2020 –y en su modificación mediante Real 
Decreto 465/2020–, así como en sus prórrogas, están directamente relacionadas con la gestión 
de la crisis sanitaria y la lucha contra la propagación del COVID-19.  

Las medidas de ejecución adoptadas77 por el Gobierno nacional son igualmente objeto de 
control por el Congreso de los Diputados ya que, en virtud del artículo 8.2 de la Ley Orgánica 
4/1981, el Gobierno debe dar cuenta al Congreso de los Diputados de los decretos que dicte 
durante la vigencia del estado de alarma en relación con éste. 

VI.2.2. Los decretos-ley adoptados en correlación 
Además, para hacer frente al impacto económico y social de la crisis, conviene destacar la 
batería de disposiciones que, por medio de la técnica del decreto-ley, han sido adoptadas por 
el Gobierno78. El recurso al decreto-ley, tal y como exige el artículo 86.1 de la Constitución, se 
justifica en la situación de “extraordinaria y urgente necesidad” causada por el COVID-19. 

Como siempre que se utiliza este instrumento, tales decretos-ley deben ser convalidados por 
el Congreso en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación (artículo 86.2 de la 
Constitución Española). 

Dichas disposiciones establecen: 

 

asegura que los municipios que constituyen enclaves reciban el tratamiento propio de la provincia que les 
circunda, sin que sea obstáculo que ésta pertenezca a una Comunidad Autónoma distinta; y contempla que 
durante el proceso de descenso de la alarma el Gobierno podrá acordar conjuntamente con cada Comunidad 
Autónoma la modificación, ampliación o restricción de las unidades de actuación y las limitaciones respecto a 
la libertad de circulación de las personas, de las medidas de contención y de las de aseguramiento de bienes, 
servicios, transportes y abastecimientos”, Congreso de los Diputados: El Congreso autoriza una cuarta prórroga 
del estado de alarma hasta el 24 de mayo para hacer frente al COVID-19. 6 de mayo de 2020. 

74  Nótese que en la normativa y en los documentos producidos por el Gobierno, imitados por la prensa, se hace 
referencia a estas fases como fases de “desescalada”, pero ese ensamblaje de sílabas no está recogido como 
palabra del idioma español en el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, por lo que 
en este estudio se prefiere hablar de “fases de descenso de la alarma sanitaria”. 

75  La quinta prórroga fue autorizada con 177 votos a favor, 162 en contra y 11 abstenciones. 
76  La sexta prórroga fue autorizada con 177 votos a favor, 155 en contra y 18 abstenciones.  
77  Para consultar una relación de todas las normas adoptadas en relación con la crisis sanitaria del COVID-19, 

puede descargarse el Código electrónico relativo a dicha crisis en: https://www.boe.es/biblioteca_juridica/
codigos/codigo.php?id=355&modo=2&nota=0. 

78  Véase el Anexo a este estudio y nótese que el listado sólo incluye los decretos-ley publicados hasta el 27 de 
junio del 2020. 
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https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5763
https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5767
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=35909&anyo=2020&mes=5&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
http://www.congreso.es/portal/page/portal/Congreso/Congreso/SalaPrensa/NotPre?_piref73_7706063_73_1337373_1337373.next_page=/wc/detalleNotaSalaPrensa&idNotaSalaPrensa=35909&anyo=2020&mes=5&pagina=1&mostrarvolver=S&movil=null
https://dle.rae.es/
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355&modo=2&nota=0
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355&modo=2&nota=0
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355&modo=2&nota=0
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• Medidas de apoyo a la familia y a las personas en situación de vulnerabilidad79, tales 
como la garantía de suministro de agua y energía, el derecho básico de alimentación 
de niños y niñas en situación de vulnerabilidad que se encuentran afectados por el 
cierre de centros educativos, el establecimiento de una moratoria en el pago de las 
cuotas de las hipotecas para los deudores en situación de especial vulnerabilidad, la 
prohibición de desahucios de inquilinos durante seis meses desde la declaración del 
estado de alarma, se limita la publicidad de juegos de azar como medida de 
protección frente a la ludopatía, se garantiza la protección de las víctimas de 
violencia de género facultando a las Administraciones Públicas para disponer el uso 
de los establecimientos turísticos si fueran necesarios para acoger a dichas víctimas, 
etc.  

• Medidas de apoyo financiero transitorio, tales como la reestructuración de la deuda, 
el aplazamiento de deudas tributarias, etc. 

• Medidas para la ”tramitación de emergencia de contratos públicos esenciales” y para 
la “suspensión” de contratos con el sector público cuya “ejecución devenga 
imposible como consecuencia del COVID-19 o las medidas adoptadas” por la 
Administración, etc.80  

• Medidas de protección del empleo, tales como: la gestión de los ajustes temporales 
de plantilla a través de los Expedientes Temporales de Regulación de Empleo 
(ERTES), impidiendo el despido por causas relacionadas con el Covid-19; la 
consideración como situación asimilada a accidente de trabajo de los periodos de 
aislamiento o contagio de los trabajadores como consecuencia del virus COVID-19; 
la posibilidad de reducir o adaptar la jornada para los trabajadores asalariados, así 
como el establecimiento del teletrabajo como medida de flexibilidad, creación de un 
nuevo subsidio para empleadas del hogar afectadas por el cese o reducción de 
actividad y para trabajadores temporales cuyo contrato finalice y que no tuviesen 
derecho a prestación, etc. 

• Medidas de apoyo a las empresas, tales como: el aplazamiento de las deudas por los 
créditos concedidos a la pequeña y mediana empresa, inaplicación de intereses 
moratorios, prestaciones extraordinarias por cese de actividad para los afectados por 
declaración del estado de alarma, garantía de liquidez para sostener la actividad 
económica de empresas y autónomos, creación de una línea de avales y garantías 
públicas, habilitación a la Seguridad Social para conceder moratorias en el pago de 
las cotizaciones sociales a empresas y autónomos, inclusión en la moratoria de 
hipotecas de los inmuebles afectos a la actividad económica de autónomos, 
ampliación de la línea de avales del Instituto de Crédito Oficial (ICO), etc.  

• Paralización de todos los servicios no esenciales entre los días 30 de marzo y 9 de 
abril (ambos incluidos), mediante el establecimiento de un permiso retribuido 
recuperable y de carácter obligatorio para las personas trabajadoras de los servicios 
no esenciales. Sin embargo, teniendo en cuenta la amplia interpretación de la 
condición de “esencial” del decreto81 así como la larga lista de trabajadores a los que 

 
79  Para un análisis más detallado sobre la “protección jurídica de los grupos vulnerables”, véase PRESNO LINERA, 

Miguel Ángel: “Estado de alarma por coronavirus y protección jurídica de los grupos vulnerables”. El Cronista 
del Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 54-65.  

80  GIMENO FELIU, José María: “La crisis sanitaria COVID‑19 y su incidencia en la contratación pública”. El Cronista 
del Estado Social y Democrático de Derecho. Núm. 86-87, marzo-abril 2020, pp. 42-53 (pp. 44-46).  

81 En este sentido, se consideran esenciales y, por tanto, no entran en el ámbito de aplicación del decreto, servicios 
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no resulta de aplicación el permiso retribuido recuperable –se excluyen, por ejemplo, 
los trabajadores que ya se encuentran desarrollando su actividad mediante el 
teletrabajo, los transportistas, los servicios de hostelería y restauración que prestan 
servicios de entrega a domicilio, empresas de servicios financieros, incluidos los 
bancarios, de seguros y de inversión, etc.–, esta norma parece estar dirigida 
principalmente al sector de la construcción –siempre y cuando no esté relacionado 
con un servicio considerado esencial– y a las industrias cuya producción no se haya 
adaptado a la fabricación de material sanitario, o no se dediquen al suministro de 
alimentación o bienes de primera necesidad, etc.  

• Medidas para favorecer la contratación temporal de trabajadores en el sector agrario, 
a efectos de garantizar la disponibilidad de mano de obra para hacer frente a las 
necesidades de agricultores y ganaderos y asegurar el abastecimiento de la 
población. 

• Ampliación hasta mayo de los plazos de presentación y pago de declaraciones y 
autoliquidaciones de impuestos para pymes y autónomos, que habitualmente se 
deben realizar en el mes de abril.  

• Medidas para agilizar la Administración de Justicia, entre las que destaca la 
habilitación como hábil del mes de agosto, pretendiendo con ello dar continuidad a 
la actividad judicial durante este mes que, de ordinario y con carácter general, es 
inhábil.  

• Medidas de apoyo al sector cultural mediante inversiones y ayudas, así como 
medidas laborales, de carácter fiscal e incentivos, con el fin de paliar los perjuicios 
derivados del COVID-19. 

• Prórroga de los ERTE por fuerza mayor hasta el 30 de junio de 2020 para aquellas 
empresas que no puedan reanudar su actividad.  

• Establecimiento de un ingreso mínimo vital que garantiza un nivel mínimo de renta 
a quienes se encuentren en situación de vulnerabilidad económica.  

• Creación del Fondo COVID-19 para las Comunidades Autónomas, con el que se 
pretende financiar los gastos derivados de la pandemia. 

• Medidas para impulsar las energías renovables y favorecer la reactivación económica 
tras el COVID-19. 

• Prórroga de los beneficios y exoneraciones de los ERTE hasta el 30 de septiembre y 
ayudas a los trabajadores autónomos.  

A medida que se han ido sucediendo las prórrogas y ante la mejora de los datos 
epidemiológicos, también se han ido adoptando medidas de flexibilización del 
confinamiento82.  

 

tales como el mantenimiento de las funciones sociales básicas, el funcionamiento de las Administraciones 
Públicas, los trabajos relacionados con la producción y abastecimiento de productos de primera necesidad, 
incluidos los sanitarios, la alimentación, la sanidad, las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado, los medios de 
comunicación y los transportes, los trabajadores de seguridad privada, los trabajos en instituciones 
penitenciarias, la extinción de incendios o tráfico y seguridad vial, el personal de servicios financieros y seguros, 
el suministro de energía eléctrica, de productos derivados del petróleo, así como de gas natural, etc. 

82  La primera de estas medidas se adoptó mediante el citado Real Decreto 492/2020, de 24 de abril, que leído de 
forma conjunta con la Orden SND/370/2020, de 25 de abril, del Ministerio de Sanidad, permitía las salidas de 
los menores de hasta 14 años que, acompañados de un adulto, podrían realizar un paseo diario, de máximo 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4332
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4448
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4448
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4705
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4832
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4959
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5493#:%7E:text=Real%20Decreto%2Dley%2020%2F2020,establece%20el%20ingreso%20m%C3%ADnimo%20vital.
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-6232#:%7E:text=Real%20Decreto%2Dley%2022%2F2020,de%2017%2F06%2F2020.
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-6621
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-6838
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/25/pdfs/BOE-A-2020-4652.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4665
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En este contexto de descenso de la alerta sanitaria, el Consejo de Ministros aprobó el 28 de 
abril un llamado “Plan de Transición hacia una Nueva Normalidad“, que preveía un descenso 
de dicha alarma gradual, asimétrico, de forma coordinada con las Comunidades Autónomas, 
en una compleja serie de fases –de menor a mayor flexibilización de las restricciones– a las 
que los territorios podían ir accediendo dependiendo del cumplimiento de una serie de 
indicadores. 

La norma adoptada para regular el escenario jurídico posterior al estado de alarma es el Real 
Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, que establece las medidas que regirán tras la finalización 
del estado de alarma, es decir, a partir del 21 de junio de 2020. La mayoría de las medidas no 
son nuevas sino que prolongan algunas de las adoptadas durante el estado de alarma, tales 
como la limpieza de espacios públicos y privados, el lavado frecuente de manos, el 
mantenimiento de la distancia mínima interpersonal de 1,5 metros y el uso obligatorio de 
mascarilla en la vía pública. 

VI.2.3. Las críticas por parte de la doctrina 

 Sobreproducción normativa, complejidad, confusión e inseguridad jurídica 

Como ha podido observarse, durante el estado de alarma ha sido adoptado un extenso 
abanico de normas del que resulta un régimen jurídico significativamente complejo. De 
hecho, se han adoptado más de 200 normas, entre decretos-ley, reales decretos “con valor de 
ley”, reales decretos, órdenes ministeriales, resoluciones e instrucciones.  

Esta sobreproducción normativa ha querido ser justificada por la excepcional naturaleza de la 
crisis y sus efectos. Sin embargo, parte de la doctrina ha advertido de la confusión e 
inseguridad jurídica83 84 que la abundante producción de normas ha generado. La 
incertidumbre en lo que respecta a la vigencia temporal de algunas de estas normas también 
ha alimentado este debate85.  

 

una hora de duración y a una distancia no superior a un kilómetro con respecto al domicilio del menor, entre 
las 9:00 horas y las 21:00 horas. 

83  El País (edición nacional): El estado de alarma: un bosque de 209 normas excepcionales. 17 de mayo de 2020, 
p. 12. Versión electrónica disponible en https://elpais.com/espana/2020-05-16/el-estado-de-alarma-un-
bosque-de-209-normas-excepcionales.html. 

84  Ana María CARMONA CONTRERAS, se pronuncia del modo siguiente: “Lo que sí es evidente es que tantas 
normas excepcionales han causado inseguridad jurídica en los ciudadanos” en una entrevista publicada en ABC 
de Sevilla: “Se han dado algunos abusos y contradicciones con los decretos de alarma”. 24 de mayo de 2020, 
pp. 22-23. Versión electrónica disponible en https://sevilla.abc.es/sevilla/sevi-prohibir-reuniones-casa-10-
personas-o-solo-progenitor-ninos-no-entiende-202005232128_noticia.html. 

85  Así, se han adoptado normas con apenas 3 días de vigencia como, por ejemplo, la posibilidad de acudir a las 
peluquerías o el cierre de los centros veterinarios, normas previstas en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, que fueron invertidas por el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo; o la suspensión de los plazos 
administrativos, que parecía incluir también los plazos tributarios, de conformidad con la disposición adicional 
tercera del Real Decreto 463/2020, y que tres días más tarde sufría una modificación estableciendo un régimen 
ad hoc para los plazos tributarios, derogando lo prescrito por el Real Decreto 463/2020 y generando confusión 
en el obligado tributario. 

 Asimismo, la incertidumbre también se aprecia en el caso del Real Decreto-Ley 10/2020 (adoptado y publicado 
el mismo día: el 29 de marzo), que establecía un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras 
por cuenta ajena que no prestaran servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población entre 
los días 30 de marzo y 9 de abril (ambos incluidos). De este RD ya que existía un borrador que mantenía la 
actividad industrial al margen de esta hibernación económica. Sin embargo, un cambio en la publicación del 
texto definitivo en el BOE extendió al sector industrial dicha paralización, extremo que fue matizado por una 
Nota interpretativa para el sector industrial sobre la aplicación del real decreto, que permitía que se mantuviera 

https://www.mscbs.gob.es/profesionales/saludPublica/ccayes/alertasActual/nCov-China/planDesescalada.htm
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-5895
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-5895
https://elpais.com/espana/2020-05-16/el-estado-de-alarma-un-bosque-de-209-normas-excepcionales.html
https://elpais.com/espana/2020-05-16/el-estado-de-alarma-un-bosque-de-209-normas-excepcionales.html
https://sevilla.abc.es/sevilla/sevi-prohibir-reuniones-casa-10-personas-o-solo-progenitor-ninos-no-entiende-202005232128_noticia.html
https://sevilla.abc.es/sevilla/sevi-prohibir-reuniones-casa-10-personas-o-solo-progenitor-ninos-no-entiende-202005232128_noticia.html
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-3692
http://www.congreso.es/constitucion/ficheros/leyes_espa/a_465_2020.pdf
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-3692
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-3692
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-4166
https://www.adegi.es/adegi/urgente-borrador-decreto-paralizacion-actividades-202003/
https://www.lavozdeasturias.es/noticia/asturias/2020/03/30/cambio-ultima-hora-boe-siembra-confusion-industria-asturiana/00031585556339830990403.htm
https://industria.gob.es/es-es/Documents/31032020_Nota_interpretativa_sector_industrial.pdf
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A esta red normativa debe añadirse el sistema de fases diseñado para el proceso de descenso 
de la alarma sanitaria, en virtud del cual los distintos territorios86 podían ir accediendo a 
marcos legales diferenciados con un mayor o menor grado de flexibilización de las 
restricciones87. Se había querido justificar este sistema en el hecho de que la evolución 
epidemiológica del COVID-19 y las capacidades estratégicas de los servicios sanitarios 
variaban entre los territorios, lo cual exigiría una flexibilización asimétrica de las medidas de 
excepcionalidad. No obstante, es también un hecho que este sistema contribuye a la 
complejidad del régimen jurídico de excepcionalidad, puesto que el alcance temporal y 
territorial de las normas adoptadas en el contexto del estado de alarma se fragmenta. 

Además de todo ello, contribuyó a que la complejidad se incrementara, en primer lugar, la 
Orden SND/387/2020, de 3 de mayo, que instituía el llamado proceso de “cogobernanza”88 
con las Comunidades Autónomas en el proceso de transición hacia la “nueva normalidad”, y, 
en segundo lugar, la nueva designación de autoridades competentes delegadas así como la 
repartición de competencias entre ellas previstas en el artículo 6 del Real Decreto 555/2020, 

 

activa la actividad industrial destinada a la exportación e importación de “todo tipo de productos, bienes y 
materiales, en la medida en que se configuran como clave del abastecimiento o del cumplimiento de 
compromisos de contratos internacionales”. 

 En esa misma línea, la primera gran medida de flexibilización, es decir, la habilitación para que los menores de 
14 años pudieran realizar un paseo diario acompañados de un adulto, establecida mediante Real Decreto 
492/2020, de 24 de abril, también fue acogida con cierta incertidumbre, puesto que del tenor literal del citado 
decreto parecía desprenderse que los menores únicamente estarían habilitados para acompañar a los adultos 
en la realización de una serie de actividades esenciales previstas por la norma. Fue necesario acudir a la Orden 
SND/370/2020, de 25 de abril, adoptada un día después de la publicación del decreto, para comprobar que se 
permitían las salidas de los menores independientemente de las actividades esenciales recogidas en el decreto, 
siempre que fuesen acompañados por un adulto y el paseo se produjese a una distancia no superior a un 
kilómetro del domicilio del menor, entre las 12:00 horas y las 19:00 horas. 

 Otro ejemplo de este fenómeno sería el establecimiento de una cuarentena obligatoria de 14 días para aquellas 
personas llegadas a España desde el extranjero, mediante la Orden SND/403/2020, de 11 de mayo, orden 
matizada el 23 de mayo (Orden SND/439/2020, BOE-A-2020-5264), y cuyo próximo levantamiento se anunciaba 
días más tarde, tras una reunión interministerial celebrada el 25 de mayo.  

86  Se alude aquí a “territorios” porque la unidad territorial de referencia no es uniforme.  
87  Así se describía la situación el 25 de mayo: “España inició la desescalada hacia una nueva normalidad por la 

pandemia del coronavirus el 4 de mayo, con la entrada de todos los territorios en la Fase 0 del plan después de 
50 días de confinamiento, a excepción de La Gomera, El Hierro, La Graciosa y Formentera, que entraron 
directamente en la Fase 1. El 11 de mayo, 11 comunidades autónomas pasaron a la Fase 1 y el 18 de mayo lo 
hicieron el resto del país, menos Madrid, el área metropolitana de Barcelona y parte de Castilla y León. Desde 
el 25 de mayo, todo el país ha dejado atrás la Fase 0: Madrid, Barcelona y toda Castilla y León ya están en la Fase 
1; mientras que 11 comunidades siguen avanzando hacia la Fase 2. De este modo, la Comunidad de Madrid, la 
mayor parte de Cataluña y Castilla y León se unen a la Comunidad Valenciana y están en la Fase 1. Desde el 25 
de mayo, la Fase 2 está vigente en todo el territorio de Asturias, seis provincias de Andalucía (Jaén, Córdoba, 
Sevilla, Huelva, Cádiz, Almería), Aragón, Baleares, Canarias, Cantabria, dos provincias de Castilla-La Mancha 
(Guadalajara y Cuenca), tres territorios de Cataluña (Camp de Tarragona, el Alt Pirineu i Aran y Terres de l'Ebre), 
Extremadura, Galicia, Murcia, a excepción del municipio de Totana, País Vasco, La Rioja y las ciudades 
autónomas de Ceuta y Melilla”; en Radio Televisión Española: El mapa de la desescalada en España: ¿en qué fase 
está tu provincia? 25 de mayo de 2020. Consultado en ese día en https://www.rtve.es/noticias/20200525/mapa-
desescalada-espana-fase-esta-tu-provincia/2013477.shtml. 

88  Este ensamblaje de sílabas no está recogido como palabra del idioma español en el Diccionario de la Lengua 
Española de la Real Academia Española. Según el preámbulo de la citada Orden Ministerial, la “cogobernanza” 
consistiría en lo siguiente: “En este proceso de cogobernanza, las comunidades autónomas y las ciudades de 
Ceuta y Melilla podrán trasladar al Ministerio de Sanidad propuestas específicas de desescalada en sus 
territorios de acuerdo al esquema orientativo previsto en el citado Plan, así como plantear alguna actividad no 
contemplada entre las actividades permitidas en las diferentes fases. Asimismo, aunque la unidad territorial de 
referencia que se fija es la provincia, la isla o la ciudad autónoma, podrán proponerse ámbitos de aplicación 
diferenciados en unidades de nivel territorial distinto”. 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-4792-consolidado.pdf
https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5767
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/25/pdfs/BOE-A-2020-4652.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/25/pdfs/BOE-A-2020-4652.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4665
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4665
https://boe.es/boe/dias/2020/05/12/pdfs/BOE-A-2020-4932.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5264#df
https://cadenaser.com/ser/2020/05/25/politica/1590410795_031490.html
https://www.rtve.es/noticias/20200525/mapa-desescalada-espana-fase-esta-tu-provincia/2013477.shtml
https://www.rtve.es/noticias/20200525/mapa-desescalada-espana-fase-esta-tu-provincia/2013477.shtml
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de 5 de junio, que establecía la sexta prórroga. Durante el periodo de vigencia de dicha 
prórroga, se designaba como autoridades competentes delegadas al Ministro de Sanidad y a 
“quien ostente la Presidencia de la comunidad autónoma”89. 

Algunos juristas discuten que la delegación en favor de los Presidentes de las Comunidades 
Autónomas sea coherente con el artículo 7 de la Ley Orgánica 4/1981, que permite dicha 
delegación siempre y cuando “la declaración afecte exclusivamente a todo o parte del territorio 
de una Comunidad”. En este sentido, se argumenta: “La legislación es clara al estipular que la 
autoridad durante el estado de excepcionalidad corresponde al Gobierno central y que solo 
puede transferirse cuando la alarma se circunscriba a una región concreta, que no es el caso”90. 

 Estado de alarma versus estado de excepción 

Más allá de la complejidad del régimen jurídico resultante de la aplicación del estado de 
alarma, el impacto sobre la vida social y económica del país de las medidas adoptadas a su 
amparo ha generado un intenso debate en la doctrina, que discute si el estado de alarma 
constituye una cobertura jurídica suficiente para tales medidas o si bien se debería de haber 
recurrido al estado de excepción por albergar éste la fórmula legal necesaria para el tipo de 
decisiones que se iban tomando. 

En este sentido, la incidencia de las medidas sobre los derechos fundamentales ha sido 
aducida como el elemento esencial que habría de considerarse para decidir cuál de los dos 
estados, alarma o excepción, sería el más adecuado para fundamentar en Derecho tales 
medidas91. 

Así, por un lado, la doctrina favorable a la declaración del estado de excepción mantiene que 
“el estado de alarma cabe para una situación de emergencia sanitaria, sin duda, pero si además 

 
89  El artículo 6, que se intitula “Autoridades competentes delegadas”, establece: 

“1.  Durante el periodo de vigencia de esta prórroga, las autoridades competentes delegadas para el ejercicio de las 
funciones a que se hace referencia en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, serán el Ministro de Sanidad, bajo la 
superior dirección del Presidente del Gobierno, con arreglo al principio de cooperación con las comunidades 
autónomas, y quien ostente la Presidencia de la comunidad autónoma. 

 La autoridad competente delegada para la adopción, supresión, modulación y ejecución de medidas 
correspondientes a la fase III del plan de desescalada será, en ejercicio de sus competencias, exclusivamente quien 
ostente la Presidencia de la comunidad autónoma, salvo para las medidas vinculadas a la libertad de circulación 
que excedan el ámbito de la unidad territorial determinada para cada comunidad autónoma a los efectos del 
proceso de desescalada. 

2.  Serán las comunidades autónomas las que puedan decidir, a los efectos del artículo 5, y con arreglo a criterios 
sanitarios y epidemiológicos, la superación de la fase III en las diferentes provincias, islas o unidades territoriales de 
su Comunidad y, por tanto, su entrada en la «nueva normalidad». 

3.  Corresponderá durante ese periodo a las administraciones públicas competentes el ejercicio de las funciones 
contempladas en el artículo 5 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo”. 

90  La Razón (edición nacional): Juristas alertan: es ilegal que las CCAA recuperen el poder. 6 de junio de 2020, pp. 
16-17.  

91  CARRO MARTÍNEZ, alejado de la polémica actual, indicaba hace ya más de treinta años cuáles serían los 
derechos que de querer ser suspendidos habrían de llevar a la aplicación del estado de excepción y cuáles no 
podrían suspenderse, así como las consecuencias: “Es esencial para el estado de excepción que lleve aparejada 
la suspensión de alguno de los derechos comprendidos en el artículo 55 de la Constitución. Son éstos el habeas 
corpus, la inviolabilidad del domicilio y de la correspondencia y comunicaciones, la libertad de residencia y de 
circulación, la libertad de pensamiento, cátedra y prensa, el derecho de reunión y manifestación y el derecho 
de huelga y de conflicto colectivo. Los demás derechos reconocidos en la Constitución, como la libertad 
religiosa, el de asociación, el de enseñanza, etc. no son susceptibles en ningún caso, por muy enrarecida y 
dificultosa que sea la emergencia surgida” y añadía: “Respecto a los derechos suspendibles, tampoco hace falta 
que se suspendan todos los posibles. Basta que sea necesario suspender uno solo de dichos derechos para que 
sea obligado acudir al mecanismo del estado de excepción” (CARRO MARTÍNEZ, op. cit., pp. 254-255). 



El Derecho de excepción 
España: estado de alarma 

47 

durante la misma, se procede a la suspensión de derechos fundamentales, como es el caso, 
debe acudirse al estado de excepción. ...no sólo estamos ante una crisis sanitaria, sino que se 
están suspendiendo de manera evidente derechos fundamentales como el de libre circulación 
o reunión. Y no cabe distracción alguna diciendo que no se suspenden, sino que solo se limitan 
dichos derechos”92. En la misma línea, se señala: “se han excedido todos límites desde el primer 
momento ..., estamos ante una restricción de derechos hasta políticos .... No podemos salir 
a la calle a manifestarnos, no podemos reunirnos, ni practicar una religión, ni hay libertad 
sindical ni libertad de empresa desde el momento en que se prohíben hasta los despidos”93. 
Asimismo se argumenta que la paralización de la economía “no está contemplada en el estado 
de alarma en ningún caso .... Es un disparate y nadie lo recurre. Una arbitrariedad absoluta, la 
voladura de todas las reglas. .... La regla general es la circulación y la excepción la restricción. 
Aquí se ha hecho lo contrario: ahora como regla general está prohibida la libertad de 
movimientos y, como consecuencia de ello, nos hemos encontrado con la prohibición de, 
entre otros, el derecho de reunión, un derecho físico, en ningún caso virtual. ... Se dan los 
presupuestos para la declaración de un estado de excepción”94. 

Por otro lado, en sentido contrario, la doctrina que defiende la adecuación del estado de 
alarma para la presente crisis sostiene que éste proporciona al Gobierno “las herramientas 
suficientes para hacer frente a la pandemia”, incluyendo “los instrumentos, como poder limitar 
la circulación, intervenir empresas o fábricas para ponerlas al servicio del interés general, 
racionar productos de primera necesidad o adoptar las medidas necesarias para asegurar el 
abastecimiento de los mercados”95. 

CRUZ VILLALÓN sostiene que, aunque la Constitución de 1978 “se ha revelado útil a la hora de 
abordar la crisis sanitaria”, ni el estado de alarma, ni el de excepción, si siquiera el de sitio 
constituyen herramientas constitucionales perfectamente idóneas para hacer frente al COVID-
19, pues la crisis es de tal alcance que no encuentra cabida en ninguno de los instrumentos de 
excepcionalidad previstos por el constituyente en 1978. En este sentido, se sostiene: “La 
patente restricción resultante en el ejercicio de algunos derechos fundamentales ha hecho 
dudar de la idoneidad de esta opción por este preciso estado de emergencia, que, por lo que 
hace su alcance y a diferencia de los estados de excepción o de sitio, no permite la suspensión 
de derecho fundamental alguno. Ocurre, sin embargo, que el estado de excepción, tal como 
nuestro ordenamiento lo configura, es expresión y respuesta a un conflicto político abierto. 
Sería concebible un estado de excepción superpuesto al de alarma en una situación de amplio 
desafío a este último, pero esto de modo alguno ha ocurrido, de tal modo que sería incluso 
injusto revestir con los caracteres de una emergencia de orden público unas medidas tan 
generalmente acatadas por la población”; se añade: “Dicho esto, la dura realidad es que la 

 
92 VERA SANTOS, José Manuel, en entrevista publicada por La Razón (edición Andalucía): ¿Hay que declarar el 

Estado de excepción? 23 de marzo de 2020, pp. 12-13. Versión electrónica disponible en: 
https://www.larazon.es/espana/20200323/c6txpux72zfebk5oagdtltfpwi.html. 

93  FLORES JUBERÍAS, Carlos, en entrevista publicada por ABC de Sevilla: Los juristas avisan: se están aplicando 
medidas propias del estado de excepción. 1 de abril de 2020, pp. 42-43. Versión electrónica disponible en 
https://www.abc.es/espana/abci-juristas-avisan-estan-aplicando-medidas-propias-estado-excepcion-2020
03312210_noticia.html. 

94  RUIZ MIGUEL, Carlos, en entrevista publicada por ABC de Sevilla: Los juristas avisan: se están aplicando medidas 
propias del estado de excepción. 1 de abril de 2020, pp. 42-43. Versión electrónica disponible en 
https://www.abc.es/espana/abci-juristas-avisan-estan-aplicando-medidas-propias-estado-excepcion-2020
03312210_noticia.html. 

95  NUEVO LÓPEZ, Pablo, en entrevista publicada por La Razón (edición Andalucía): ¿Hay que declarar el Estado de 
excepción? 23 de marzo de 2020, pp. 12-13. Versión electrónica disponible en https://www.larazon.es/
espana/20200323/c6txpux72zfebk5oagdtltfpwi.html. 
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presente emergencia es de una magnitud tal que difícilmente podríamos encontrarla 
acabadamente reflejada en ninguno de los estados de emergencia previstos, sea el estado de 
alarma, el de excepción o el de sitio” y se concluye: “Cuando de pronto, salvo excepciones, no 
se puede abandonar el domicilio, cuando de pronto se deja de poder ir a trabajar, cuando de 
pronto resulta imposible acceder a la generalidad de los servicios básicos no esenciales, la 
situación resultante rebasa el debate sobre si estamos ante una restricción o una suspensión de 
determinados derechos y libertades, y si, en consecuencia, procedía la declaración de un 
estado u otro”96. 

En reacción a esa postura, para ARAGÓN REYES, “el significado jurídico del término orden 
público no se identifica solo con el orden público político o institucional, sino que engloba 
también el orden público social y económico, y así se ha entendido siempre por la más 
autorizada doctrina del Derecho Público desde hace más de un siglo. Por ello, creo razonable 
sostener que la gravísima y profunda afectación de las condiciones de vida de la comunidad, 
que es lo que ha producido la insólita pandemia que hoy asola a España y al mundo, es algo 
bien distinto de las crisis sanitarias, tales como las epidemias, a las que se refiere el artículo 4.b 
de la Ley Orgánica 4/1981 dedicado al estado de alarma, y entra de lleno en el supuesto de 
hecho previsto para los estados de excepción en el artículo 13.1 de esa ley, cuyo texto me 
parece que no plantea grandes dudas para llegar a esta conclusión”; y añade: “También creo 
que es razonable sostener que la orden de reclusión obligatoria en su domicilio impuesta a la 
gran mayoría de la población no es una simple limitación de derechos, sino una suspensión 
del derecho a la libre circulación por todo el territorio nacional e incluso de los derechos de 
libertad de residencia y de libertad personal (y no solo del principio general de libertad, que 
lo ha sido, pero que no es un derecho). Dado que no es la Constitución la que ha de 
interpretarse de conformidad con la ley, sino esta de conformidad con la Constitución, tal 
suspensión de derechos no puede decretarse por la declaración del estado de alarma (el 
artículo 55.1 de la Constitución lo prohíbe), sino únicamente por la declaración del estado de 
excepción. Por no hablar del poco respeto a la Constitución que ponen de manifiesto 
determinadas medidas económicas tomadas estos días, que algunas ni siquiera podrían 
legítimamente adoptarse en el estado de excepción”97. 

A su vez CRUZ VILLALÓN le replica: “la regulación legal del estado de excepción está presidida 
por la noción recurrente de alteración del orden público, una noción que, en mi criterio, no 
estaba presente en la fecha de la declaración de la situación de emergencia”; y añade: “en 
relación con la libertad ambulatoria, el artículo 20.1 de la ley, cuando regula el estado de 
excepción, tiene una previsión más ajustada a lo que está pasando respecto de la situación de 
confinamiento, que la más limitada del artículo 11 a), cuando regula el estado de alarma. En 
estos términos, sopesándolo todo, y viniendo a las circunstancias de presente, una vez 
declarado el estado de alarma por el Gobierno, que era lo único que en la fecha del 14 de 
marzo podía hacer, y en definitiva el más ajustado a lo que en ese momento había, creo que 
ha sido razonable, y así lo ha entendido también el Congreso de los Diputados, la opción por 
el mantenimiento del estado de alarma, sin saltar, por así decir, al estado de excepción”98. 

 
96  CRUZ VILLALÓN, Pedro en El País: La Constitución bajo el estado de alarma. 17 de abril de 2020, p. 9. Versión 

electrónica disponible bajo registro en https://elpais.com/elpais/2020/04/16/opinion/1587025782_
733659.html. 

97  ARAGÓN REYES, Manuel, en El País: Cartas a la Directora. Dos precisiones. 18 de abril de 2020. Versión 
electrónica disponible bajo registro en https://elpais.com/elpais/2020/04/17/opinion/1587133692_
217311.html. 

98  CRUZ VILLALÓN, Pedro, en El País: Cartas a la Directora. Una precisión todavía. 19 de abril de 2020. Versión 
electrónica disponible bajo registro en https://elpais.com/elpais/2020/04/18/opinion/1587226124_
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Concluye esta polémica ARAGÓN REYES, indicando que: ”Al margen de una distinta 
concepción acerca del significado jurídico del término orden público o del entendimiento 
constitucional de los estados de alarma y excepción, sobre lo que no pienso volver, me separa 
de él [entiéndase de CRUZ VILLALÓN] la afirmación que hace en su carta de que la declaración 
del estado de alarma era lo único que en la fecha del 14 de marzo podía hacerse, y que así 
lo ha entendido también el Congreso de los Diputados al mantener el estado de alarma. No 
puedo estar más en desacuerdo con tal afirmación”; y añade: ”la autorización de la prórroga 
por el Congreso de los estados de alarma, como sucede con la convalidación por el Congreso 
de los decretos leyes, no sana la inconstitucionalidad en que hubieran podido incurrir”99  

Sea como fuere, son principalmente dos los preceptos constitucionales que están siendo 
objeto de especial escrutinio por la doctrina.  

Por un lado, el artículo 19 de la Constitución Española, que reconoce el derecho a la libre 
elección del lugar de residencia y a la libertad de circulación (véase cuadro 11): 

CUADRO 11 

Constitución Española, artículo 19 

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. 
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. 
Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 

Por otro lado, los derechos de reunión y manifestación del artículo 21 de la Constitución (véase 
cuadro 12): 

CUADRO 12 

Constitución Española, artículo 21 

1.  Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará 
autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación 
previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del 
orden público, con peligro para personas o bienes. 

Parte de la doctrina, crítica con la declaración del estado de alarma y favorable a la declaración 
del estado de excepción, se apoya en la incidencia de las medidas adoptadas sobre el derecho 
de libre residencia y circulación. Así, ARAGÓN REYES señala: “la declaración del estado de 
alarma no permite, a su amparo, decretar, como se ha hecho, la suspensión generalizada del 
derecho de libertad de circulación y residencia de los españoles, medida que solo puede 
adoptarse en el estado de excepción, como determina el artículo 55.1 de la Constitución”100. 
Aludiendo a la ya citada sentencia del Tribunal Constitucional, otros autores argumentan: “la 
STC 83/2016 enfatiza que las medidas limitativas o restrictivas que pueden adoptarse al 
amparo de la declaración de estado de alarma son susceptibles de extenderse, por lo que 

 

665871.html. 
99  ARAGÓN REYES, Manuel, en El País: Cartas a la Directora. Debate necesario. 20 de abril de 2020. Versión 

electrónica disponible bajo registro en https://elpais.com/elpais/2020/04/19/opinion/1587313831_
029359.html. 

100  Manuel ARAGÓN REYES, en El País (edición nacional): Hay que tomarse en serio la Constitución. 10 de abril de 
2020, p. 9. Versión electrónica disponible en: https://elpais.com/elpais/2020/04/09/opinion/
1586420090_736317.html. 
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respecta a los derechos fundamentales aquí eventualmente concernidos, esto es, la libertad 
personal y el derecho a circular libremente por el territorio [artículos 17 y 19 del texto 
constitucional], a […] la limitación de la circulación o permanencia de personas o vehículos en 
lugares determinados o condicionarlas al cumplimiento de ciertos requisitos, lo que no 
comprende medidas de suspensión generales de tales derechos como el confinamiento y las 
restricciones generales”101.  

Consecuentemente, desde parte de esta posición doctrinal, se defiende la 
inconstitucionalidad del Real Decreto 463/2020102 103, por el que se declara el estado de alarma, 
por dos razones principalmente: “En primer lugar, por establecer limitaciones al contenido 
esencial de un derecho fundamental sin tener naturaleza de ley orgánica, innovando límites a 
la libertad de circulación no previstos en la Ley Orgánica 4/1981”; y “en segundo término, por 
cuanto que dichas limitaciones sobrepasan de forma notoria su contenido esencial, 
constituyendo una suspensión absoluta de la libertad de circulación, nunca permitida en el 
estado de alarma”104. Se argumenta en este sentido: “si el derecho fundamental se refiere a la 
libertad para deambular por el territorio nacional, y el RD lo que ha hecho es prohibir, 
precisamente, esa deambulación, hasta el punto de que se conmina a los ciudadanos a 
permanecer en sus domicilios bajo amenaza de sanciones (penales y administrativas), lo que 
se ha efectuado es: vaciar de contenido el derecho, convirtiéndolo en irreconocible, 
desnaturalizándolo”105.  

Para esta doctrina, de las limitaciones al derecho de libre circulación se deriva una incidencia 
directa e igualmente limitadora sobre otros derechos fundamentales: el derecho de reunión y 
manifestación106. 

En este sentido, los medios jurídicos se cuestionaban cómo podía restringirse el derecho de 
reunión mediante el instrumento de una orden ministerial (Orden SND/386/2020, de 3 de 
mayo, del Ministerio de Sanidad) que sólo autorizaba las reuniones de hasta un máximo de 
diez personas. Para muchos ésta era una limitación inabordable mediante una orden 
ministerial y, especialmente, cuando esas reuniones también se permitían o se vetaban (según 
el número de personas) en los domicilios, puesto que el control del respeto a dicha norma 

 
101  ALEGRE ÁVILA, Juan Manuel y SÁNCHEZ LAMELA, Ana: Nota en relación a la crisis sanitaria generada por la 

actual emergencia vírica. Asociación Española de Profesores de Derecho Administrativo, 16 de marzo de 2020. 
102  En esa misma línea, Manuel ARAGÓN REYES, en El País (edición nacional): Hay que tomarse en serio la 

Constitución. 10 de abril de 2020, p. 9: “Se ha producido una exorbitante utilización del estado de alarma. La 
protección de la salud es una obligación de los poderes públicos, pero solo puede realizarse a través de las 
reglas del Estado de Derecho”. Versión electrónica disponible bajo registro en: https://elpais.com
/elpais/2020/04/09/opinion/1586420090_736317.html. 

103  En línea con esta tesis, algunos juristas han presentado una queja ante el Defensor del Pueblo para que someta 
la declaración del estado de alarma al control del Tribunal Constitucional: ABC de Sevilla: Constitucionalistas 
piden al Defensor del Pueblo que lleve al TC el estado de alarma. 20 de abril de 2020, p. 41. Versión electrónica 
disponible en: https://www.abc.es/espana/abci-constitucionalistas-piden-defensor-pueblo-lleve-estado-
alarma-202004200155_noticia.html. 

104  ENRÍQUEZ MALAVÉ, Guillermo: “Inconstitucionalidad de las limitaciones a la libertad de circulación establecidas 
en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que declara el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19”. Wolters Kluwer, Diario La Ley. Núm. 9620, Sección 
Tribuna, 24 de Abril de 2020, pp. 1-15 (p. 15).  

105  Véase ÁLVAREZ GARCÍA, op. cit., pp. 11-12. 
106  Véase RUIZ MIGUEL, Carlos, ya citado supra, en entrevista publicada por ABC de Sevilla: Los juristas avisan: se 

están aplicando medidas propias del estado de excepción. 1 de abril de 2020, pp. 42-43. Versión electrónica 
disponible en https://www.abc.es/espana/abci-juristas-avisan-estan-aplicando-medidas-propias-estado-
excepcion-202003312210_noticia.html. 
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entraría en conflicto en la inviolabilidad del domicilio, otro derecho fundamental107. En 
palabras de CARMONA CONTRERAS, “es una norma que no puede cumplirse puesto que el 
domicilio es inviolable, según la Constitución. La Policía no puede entrar a tu casa para verificar 
esa norma, salvo que se estuviera cometiendo un flagrante delito”108. 

 Propuestas de lege ferenda 

Habría que plantearse si, de lege ferenda, no se debería de modificar la Ley Orgánica 4/1981, 
detallando y diferenciando la normativa aplicable a cada uno de los cuatro supuestos 
previstos en su artículo 4, sobre el estado de alarma. Paralelamente, las disposiciones sobre el 
estado de excepción también merecerían un mayor desarrollo.  

En el caso concreto de “crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación 
graves”, la experiencia adquirida con la aplicación de dicha ley orgánica muestra que habría 
sido útil disponer de disposiciones más precisas en cuanto al tipo de medidas que se pueden 
adoptar, así como sobre las garantías de que se deberían de dotar, moduladas en función del 
tipo de medida. 

Sería preciso, por ejemplo, establecer un comité de científicos que a imagen de cuanto 
previsto en el ordenamiento francés109, pudiera dar consistencia y respaldo de modo científico 
y neutral a las medidas así como credibilidad y publicidad de cara a los administrados.  

Habría sido igualmente útil prever una coordinación de la aplicación de otras leyes de Derecho 
ordinario antes o en lugar de acudir a la aplicación de Derecho de excepción110. Es de señalar 
que en Alemania, frente a la misma pandemia y a pesar de existir la posibilidad de aplicar un 
Derecho de excepción, la opción fue aplicar el Derecho ordinario111. 

 
107  El País (edición nacional): El estado de alarma: un bosque de 209 normas excepcionales. 17 de mayo de 2020, 

p. 12. Versión electrónica disponible en https://elpais.com/espana/2020-05-16/el-estado-de-alarma-un-
bosque-de-209-normas-excepcionales.html. 

108  CARMONA CONTRERAS, Ana María en ABC de Sevilla: Se han dado algunos abusos y contradicciones con los 
decretos de alarma. 24 de mayo de 2020, pp. 22-23. Versión electrónica disponible en 
https://sevilla.abc.es/sevilla/sevi-prohibir-reuniones-casa-10-personas-o-solo-progenitor-ninos-no-entiende-
202005232128_noticia.html. 

109  Véase la modificación introducida por la ley francesa del 23 de marzo 20202 al “Code de la santé publique” 
(código de la salud pública): 

 Articulo L3131-19: 

 « En cas de déclaration de l'état d'urgence sanitaire, il est réuni sans délai un comité de scientifiques. Son 
président est nommé par décret du Président de la République. Ce comité comprend deux personnalités 
qualifiées respectivement nommées par le Président de l'Assemblée nationale et le Président du Sénat ainsi 
que des personnalités qualifiées nommées par décret. Le comité rend périodiquement des avis sur l'état de la 
catastrophe sanitaire, les connaissances scientifiques qui s'y rapportent et les mesures propres à y mettre un 
terme, y compris celles relevant des articles L. 3131-15 à L. 3131-17, ainsi que sur la durée de leur application. 
Ces avis sont rendus publics sans délai. Le comité est dissous lorsque prend fin l'état d'urgence sanitaire ». 

110  Como, por ejemplo, la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión, la Ley Orgánica 
3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública, la Ley 14/1986, de 25 de abril, General 
de Sanidad, la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud, la Ley 33/2011, 
de 4 de octubre, General de Salud Pública la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad 
ciudadana, la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, y la Ley 36/2015, de 28 de 
septiembre, de Seguridad Nacional. 

111  Véase en este sentido: SCHÄFER, Birgit: “Das Recht des Ausnahmezustands - Deutschland: Ungenutztes 
Notstandsrecht und Integration des Ausnahmefalls in das einfache Recht“. EPRS | Servicio de Estudios del 
Parlamento Europeo. Unidad Biblioteca de Derecho Comparado. Mayo 2020 – PE 651.938. Versión electrónica 
disponible en: https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)
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El papel de las Comunidades autónomas también merecería ser objeto de nueva regulación 
en una revisión de la Ley Orgánica 4/1981, ya que la configuración del “Estado autonómico” 
actual se aleja y mucho del panorama de la España del 1981112. 

VI.2.4. Recurso de inconstitucionalidad 
El debate doctrinal ha llegado al Tribunal Constitucional113 por el recurso de 
inconstitucionalidad interpuesto el 28 de abril 2020114 por los 52 diputados115 del grupo 
político VOX del Congreso de Diputados, que se dirige contra: los artículos 7, 9, 10 y 11 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma; el Real Decreto 
465/2020, de 17 de marzo (“en cuanto modifica parcialmente el artículo 7 del RD 463/2020”); 
los Reales Decretos 476/2020, de 27 de marzo, 487/2020, de 10 de abril, y 492/2020, de 24 de 
abril, en cuanto que establecen la primera, segunda, y tercera prórroga del estado de alarma, 
respectivamente, y dan una nueva redacción artículo 7 del Real Decreto 463/2020; y la Orden 
SND/298/2020, de 29 de marzo, por la que se establecen medidas excepcionales en relación 
con los velatorios y ceremonias fúnebres durante el COVID-19. Los Reales Decretos se recurren 
ante el Tribunal Constitucional porque, según jurisprudencia de este mismo Tribunal116, tienen 
“rango de ley” y la Orden Ministerial “en cuanto la misma supone una auténtica modificación 
de los RD de declaración y prórroga del estado de alarma”. 

 Impugnación del art. 7 RD 463/2020 

Para los Diputados recurrentes, las limitaciones a la circulación del artículo 7 del RD 463/2020 
(véase Cuadro 13)117 constituyen una suspensión de los derechos constitucionales y, por tanto, 

 

651938_DE.pdf. 
112  Para una comparación con el papel de los Estados federados alemanes (Länder) durante la crisis del COVID-19, 

véase SCHÄFER, Birgit: “Das Recht des Ausnahmezustands - Deutschland: Ungenutztes Notstandsrecht und 
Integration des Ausnahmefalls in das einfache Recht”. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. 
Unidad Biblioteca de Derecho Comparado. Mayo 2020 – PE 651.938. Versión electrónica disponible en: 
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf.  

113  El Tribunal Constitucional no se ha reunido en los 3 meses aproximados que han durado las medidas de 
confinamiento. Este hecho parece contradictorio con cuanto previsto en el artículo 1, apartado 4, de la Ley 
Orgánica 4/1981: “La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal 
funcionamiento de los poderes constitucionales del Estado”. 

114  El recurso de inconstitucionalidad está disponible en versión electrónica en: https://www.voxespana.es/wp-
content/uploads/2020/04/recurso-inconstitucionalidad-estado-alarma-VOX.pdf. 

115  De conformidad con el art. 32.1 c) LOTC:  

 “Están legitimados para el ejercicio del recurso de inconstitucionalidad cuando se trate de Estatutos de Autonomía y 
demás Leyes del Estado, orgánicas o en cualesquiera de sus formas, y disposiciones normativas y actos del Estado o 
de las Comunidades Autónomas con fuerza de ley, Tratados Internacionales y Reglamentos de las Cámaras y de las 
Cortes Generales ... Cincuenta Diputados”. 

 Sobre el recurso de inconstitucionalidad en España, véase: PÉREZ DE LOS COBOS, Francisco: “El papel de los 
Tribunales Constitucionales en la gobernanza a diferentes niveles – España: el Tribunal Constitucional”. EPRS | 
Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. Unidad Biblioteca de Derecho Comparado. Noviembre 2016 – PE 
593.506. Versión electrónica disponible en: https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/
STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf. 

116  Véase supra punto II.5. del presente estudio. 
117  El citado cuadro 13 reproduce la versión original del art. 7 Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, (BOE núm. 

67, de 14 de marzo de 2020, pp. 25390 a 25400).  

 A continuación, dicho artículo fue varias veces modificado. En primer lugar, tres días después, por el RD 
465/2020 de 17 de marzo que, en el apartado 1 de su artículo único, disponía: 

 “Se modifican el primer inciso y la letra h) del artículo 7.1, con la redacción siguiente: 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-3692
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-3692
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-3828
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-3828
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4155
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-4413
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-4652
https://www.boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-4173-consolidado.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-4173-consolidado.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/IDAN/2020/651938/EPRS_IDA(2020)651938_DE.pdf
https://www.voxespana.es/wp-content/uploads/2020/04/recurso-inconstitucionalidad-estado-alarma-VOX.pdf
https://www.voxespana.es/wp-content/uploads/2020/04/recurso-inconstitucionalidad-estado-alarma-VOX.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1979-23709&p=20151017&tn=1#atreintaydos
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf
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vulneran los artículos 55.1 y 116 de la Constitución y la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, que 
prohíben dicha suspensión en el marco del estado de alarma. 

CUADRO 13 

Real Decreto 463/2020, artículo 7. Limitación de la libertad de circulación de las personas. 

1. Durante la vigencia del estado de alarma las personas únicamente podrán circular por las vías de 
uso público para la realización de las siguientes actividades: 

 a) Adquisición de alimentos, productos farmacéuticos y de primera necesidad. 

 b) Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios. 

 c) Desplazamiento al lugar de trabajo para efectuar su prestación laboral, profesional o empresarial. 

 d) Retorno al lugar de residencia habitual. 

 e) Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas con discapacidad o personas 
especialmente vulnerables. 

 f) Desplazamiento a entidades financieras y de seguros. 

 g) Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad. 

 h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza que habrá de hacerse individualmente, salvo que 
se acompañe a personas con discapacidad o por otra causa justificada. 

2. Igualmente, se permitirá la circulación de vehículos particulares por las vías de uso público para la 
realización de las actividades referidas en el apartado anterior o para el repostaje en gasolineras o 
estaciones de servicio. 

3. En todo caso, en cualquier desplazamiento deberán respetarse las recomendaciones y obligaciones 
dictadas por las autoridades sanitarias. 

4. El Ministro del Interior podrá acordar el cierre a la circulación de carreteras o tramos de ellas por 
razones de salud pública, seguridad o fluidez del tráfico o la restricción en ellas del acceso de 
determinados vehículos por los mismos motivos. 

 Cuando las medidas a las que se refieren los párrafos anteriores se adopten de oficio se informará 
previamente a las administraciones autonómicas que ejercen competencias de ejecución de la 
legislación del Estado en materia de tráfico, circulación de vehículos y seguridad vial. 

 Las autoridades estatales, autonómicas y locales competentes en materia de tráfico, circulación de 
vehículos y seguridad vial garantizarán la divulgación entre la población de las medidas que puedan 
afectar al tráfico rodado. 

Los derechos constitucionales afectados serían: el derecho a la libre fijación de la residencia y 
el derecho a la libertad de circulación del artículo 19 CE; el derecho general a la libertad del 

 
 «1. Durante la vigencia del estado de alarma las personas únicamente podrán circular por las vías o espacios de uso 

público para la realización de las siguientes actividades, que deberán realizarse individualmente, salvo que se 
acompañe a personas con discapacidad, menores, mayores, o por otra causa justificada». 

 «h) Cualquier otra actividad de análoga naturaleza.»”. 

 La última de sus modificaciones, a efectos del recurso de inconstitucionalidad aquí analizado, fue realizada por 
el RD 492/2020, de 24 de abril, también objeto del recurso, que introdujo, a través de su disposición final 
primera, dos modificaciones a este artículo 7, que son las siguientes: 

1. añadir el siguiente último inciso al apartado 1 a): “… así como adquisición de otros productos y prestación de 
servicios de acuerdo con lo establecido en el artículo 10” 

2. incorporar un nuevo apartado 2 que establece: “los menores de 14 años podrán acompañar a un adulto 
responsable de su cuidado cuando éste realice alguna o algunas de las actividades previstas en el apartado 
anterior”. 
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artículo 17 CE; el derecho de reunión pacífica y de manifestación, del artículo 21 CE; y la 
prohibición a la Administración civil de imponer sanciones que impliquen privación de 
libertad, del artículo 25 CE. Todo ello, en conexión con el artículo 10 CE, que protege la 
dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, así como el libre 
desarrollo de la personalidad. 

Los recurrentes insisten en que, a través del artículo 7 RD 463/2020, “el Gobierno ha impuesto 
un auténtico confinamiento de la totalidad de la población residente en el territorio nacional. 
Así, en este precepto, bajo la rúbrica de limitación de la libertad de circulación de las 
personas se operó una verdadera suspensión de ese derecho fundamental contraria a la 
Constitución y a la LO 4/1981”118. Recuerdan asimismo que, en cuanto a los derechos del 
artículo 19 CE, incluso “en el estado de sitio no pueden adoptarse más intensas restricciones 
que las admitidas en el estado de excepción por el ... artículo 20 LO 4/1981” 119. Critican que 
“el precepto parte de la prohibición general de circular por la vía pública, para luego introducir 
excepciones a esa prohibición. Se emplea así la técnica típica de la suspensión del derecho, 
introduciendo las excepciones absolutamente indispensables para garantizar la subsistencia 
de los ciudadanos”120. Por ello mantienen que estamos ante “una derogación en toda regla del 
derecho fundamental del artículo 19 CE de tal intensidad que incluso sería discutible su 
adopción en los estados de excepción o de sitio”121. En el mismo sentido, llaman la atención 
sobre el hecho de que “para determinados grupos de personas, la ablación del derecho 
fundamental no conoce excepción alguna en el RD 463/2020. Así sucede respecto de los niños 
o personas dependientes que no puedan salir del domicilio por sí solos, suponiéndoles un 
completo encierro en el lugar de su residencia habitual. Este absoluto confinamiento, sin 
excepción alguna, excede notoriamente el poder atribuido por la Constitución y la LO 4/1981 
para restringir los derechos fundamentales que nos ocupan”122. 

Además, el citado art. 7 al negar “toda libertad de desplazamiento está efectivamente 
derogando -durante el tiempo del estado de alarma- el derecho fundamental a la libertad de 
residencia”123. 

En cuanto a la violación del art. 17 CE, para los recurrentes, “el confinamiento impuesto por el 
artículo 7 RD 463/2020 en todo el territorio nacional y a la totalidad de la ciudadanía, que debe 
permanecer recluida en su domicilio actual salvo razones justificadas de fuerza mayor o 
necesidad, constituye, por su rigidez e intensidad, una verdadera privación de libertad”124. 
Mantienen que “el confinamiento domiciliario impuesto a toda la ciudadanía por los RD 
impugnados se asemeja a la sanción del arresto domiciliario de la disciplina militar y a la pena 
privativa de libertad de localización permanente, en cuanto supone una prohibición general 
de abandonar el domicilio, habiendo perdido la ciudadanía la capacidad de situarse 
espacialmente donde desee y viéndose obligada a permanecer en un lugar determinado”125. 

 
118  Véase el recurso citado, p. 9. 
119  Véase el recurso citado, p. 12. 
120  Véase el recurso citado, p. 13. 
121  Véase el recurso citado, p. 14. 
122  Véase el recurso citado, p. 15. 
123  Véase el recurso citado, p. 16. 
124  Véase el recurso citado, p. 17. 
125  Véase el recurso citado, p. 18. 
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El art. 21 CE también sería violado, según los recurrentes, por el art. 7 RD 463/2020 pues “la 
prohibición de acceder a la vía pública establecida en el artículo 7 RD 463/2020 supone la 
absoluta imposibilidad de celebrar reuniones o manifestaciones en dicha vía. Recordemos que 
sólo en estado de excepción o de sitio cabe someter a autorización previa, prohibir o disolver 
concretas reuniones o manifestaciones en la vía pública”126. 

 Impugnación del art. 9 RD 463/2020 

El artículo 9 del Real Decreto 463/2020 (véase Cuadro 14) vulneraría los artículos 55.1 y 116 de 
la Constitución y de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, puesto que suspende el derecho a 
la educación y a la libertad de enseñanza del artículo 27 de la Constitución.  

CUADRO 14 

Real Decreto 463/2020, artículo 9. Medidas de contención 
en el ámbito educativo y de la formación. 

1. Se suspende la actividad educativa presencial en todos los centros y etapas, ciclos, grados, cursos y 
niveles de enseñanza contemplados en el artículo 3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación, incluida la enseñanza universitaria, así como cualesquiera otras actividades educativas o 
de formación impartidas en otros centros públicos o privados. 

2. Durante el período de suspensión se mantendrán las actividades educativas a través de las 
modalidades a distancia y «on line», siempre que resulte posible. 

El artículo 10 del Real Decreto 463/2020 (véase Cuadro 15)127 derogaría los derechos 
constitucionales del artículo 35, que reconoce el deber y el derecho al trabajo, así como la libre 
elección de profesión u oficio, y del artículo 38, que reconoce la libertad de empresa.  

 
126  Véase el recurso citado, p. 22. 
127  El citado cuadro 15 reproduce la versión original del art. 10 Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, (BOE núm. 

67, de 14 de marzo de 2020, pp. 25390 a 25400).  

 A continuación, dicho artículo fue varias veces modificado. En primer lugar, tres días después, por el RD 
465/2020 de 17 de marzo que, en el apartado 2 de su artículo único, además de modificar el título del art. 10 
para cambiar el género del adjetivo “recreativos” por “recreativas”, modificaba el apartado 1 de dicho 
artículo 10 (modificaciones subrayadas y rayadas por nosotros) e introducía un nuevo apartado 6, con la 
redacción siguiente: 

 “«1. Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas, a excepción de los 
establecimientos comerciales minoristas de alimentación, bebidas, productos y bienes de primera necesidad, 
establecimientos farmacéuticos, médicos sanitarios, centros o clínicas veterinarias, ópticas y productos 
ortopédicos, productos higiénicos, peluquerías, prensa y papelería, combustible para la automoción, estancos, 
equipos tecnológicos y de telecomunicaciones, alimentos para animales de compañía, comercio por internet, 
telefónico o correspondencia, tintorerías, lavanderías y el ejercicio profesional de la actividad de peluquería a 
domicilio. En cualquier caso, se suspenderá cualquier otra la actividad o de cualquier establecimiento que, a 
juicio de la autoridad competente, pueda suponer un riesgo de contagio por las condiciones en las que se esté 
desarrollando.» 

 «6. Se habilita al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las medidas, lugares, establecimientos y 
actividades enumeradas en los apartados anteriores, por razones justificadas de salud pública.»” 

 La última de sus modificaciones, a efectos del recurso de inconstitucionalidad aquí analizado, fue realizada por 
el RD 492/2020, de 24 de abril, también objeto del recurso, que introdujo, a través del apartado dos de su 
disposición final primera, una nueva redacción del apartado 6 del art. 10, que se lee (el subrayado, añadido por 
nosotros, indica las modificaciones): 

 “6. Se habilita al Ministro de Sanidad para modificar, ampliar o restringir las medidas, lugares, establecimientos y 
actividades enumeradas en los apartados anteriores, por razones justificadas de salud pública, con el alcance y 
ámbito territorial que específicamente se determine”. 
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CUADRO 15 

Real Decreto 463/2020, artículo 10. Medidas de contención en el ámbito 
de la actividad comercial, equipamientos culturales, establecimientos 

y actividades recreativos, actividades de hostelería y restauración, y otras adicionales. 

1. Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas, a excepción de los 
establecimientos comerciales minoristas de alimentación, bebidas, productos y bienes de primera 
necesidad, establecimientos farmacéuticos, médicos, ópticas y productos ortopédicos, productos 
higiénicos, peluquerías, prensa y papelería, combustible para la automoción, estancos, equipos 
tecnológicos y de telecomunicaciones, alimentos para animales de compañía, comercio por 
internet, telefónico o correspondencia, tintorerías y lavanderías. Se suspende cualquier otra 
actividad o establecimiento que a juicio de la autoridad competente pueda suponer un riesgo de 
contagio. 

2. La permanencia en los establecimientos comerciales cuya apertura esté permitida deberá ser la 
estrictamente necesaria para que los consumidores puedan realizar la adquisición de alimentos y 
productos de primera necesidad, quedando suspendida la posibilidad de consumo de productos en 
los propios establecimientos. 

 En todo caso, se evitarán aglomeraciones y se controlará que consumidores y empleados 
mantengan la distancia de seguridad de al menos un metro a fin de evitar posibles contagios. 

3. Se suspende la apertura al público de los museos, archivos, bibliotecas, monumentos, así como de 
los locales y establecimientos en los que se desarrollen espectáculos públicos, las actividades 
deportivas y de ocio indicados en el anexo del presente real decreto. 

4. Se suspenden las actividades de hostelería y restauración, pudiendo prestarse exclusivamente 
servicios de entrega a domicilio. 

5. Se suspenden asimismo las verbenas, desfiles y fiestas populares. 

 Impugnación del art. 11 RD 463/2020 y de la Orden SND/298/2020 

Las medidas de contención en los lugares de culto, previstas en el artículo 11 del Real Decreto 
463/2020 (véase Cuadro 16), constituirían una suspensión del derecho a la libertad religiosa, 
reconocido en el artículo 16 de la Constitución. 

CUADRO 16 

Real Decreto 463/2020, artículo 11. Medidas de contención 
en relación con los lugares de culto y con las ceremonias civiles y religiosas. 

La asistencia a los lugares de culto y a las ceremonias civiles y religiosas, incluidas las fúnebres, se 
condicionan a la adopción de medidas organizativas consistentes en evitar aglomeraciones de 
personas, en función de las dimensiones y características de los lugares, de tal manera que se garantice 
a los asistentes la posibilidad de respetar la distancia entre ellos de, al menos, un metro. 

El mismo argumento se utiliza para solicitar la inconstitucionalidad de la Orden SND/298/2020, 
de 29 de marzo, por la que se establecen medidas excepcionales en relación con los velatorios 
y ceremonias fúnebres para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19. 

 Otras observaciones 

Los recurrentes recuerdan que el artículo 4.2 del Código Civil prevé que “las leyes penales, las 
excepcionales y las de ámbito temporal no se aplicarán a supuestos ni en momentos distintos de 
los comprendidos expresamente en ellas”, lo cual sería contrario a una interpretación de la LO 
4/1981 en sentido extensivo y añaden que, tratándose aquí de derechos fundamentales y 
libertades públicas, “el legislador debe ser extremadamente cauteloso en la aplicación de 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1889-4763&p=20180804&tn=1#art4
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ninguna medida restrictiva o limitativa y menos aún, como en el presente caso, suspensiva de 
los mismos; por exigencias del principio de legalidad pero, aún más, por las exigencias 
derivadas de ser los derechos fundamentales una de las garantías estructurales de todo el 
orden jurídico, político y moral (10. 1 CE)”128.  

VI.2.5. Impugnaciones ante la jurisdicción ordinaria 
Por otro lado, el debate ha llegado a los Tribunales como consecuencia de las solicitudes de 
autorización de manifestaciones convocadas para el 1 de mayo 2020 y, a continuación, para el 
23 de mayo 2020, teniendo una acogida dispar. 

 Tribunal Superior de Justicia de Galicia 

El Tribunal Superior de Justicia de Galicia, mediante sentencia 136/2020, de 28 de abril de 2020 
se pronunció sobre un recurso contra una decisión de la Subdelegación del Gobierno en 
Pontevedra que prohibía una manifestación rodada en coches particulares, con un 
manifestante en cada vehículo, en la ciudad de Vigo el 1 de mayo.  

Dicha Subdelegación, para justificar la negativa, había indicado en el acto recurrido que, a 
fecha de 21 de abril 2020, “el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
no contempla, entre las actividades excepcionadas de la limitación general para circular, los 
desplazamientos con el fin expuesto”. 

El Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en primer lugar (FJ 3), consideró que la frase 
reproducida indicaba que “existe la motivación de la resolución” y que “se desprende de su 
contenido una básica fundamentación y una motivación, pues, en definitiva, en ella se exponen 
las razones nucleares para considerar que no puede llevarse a cabo la manifestación”, dando así 
por buena tal motivación. A continuación (FJ 4), mantuvo que lo cierto “es que la decisión de la 
Subdelegación del Gobierno sí tiene cobertura jurídica en el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-1” ya que el “tenor literal del artículo 7.2 del RD 463/2020 es claro, y 
evidentemente la celebración de una manifestación, formando caravana a bordo de vehículos, 
conmemorativa del día 1 de mayo como día de la clase trabajadora, no se encuentra entre dichas 
actividades, por lo que la aplicación de aquel precepto otorga título jurídico para la resolución 
dictada”. 

El Tribunal gallego se escuda en el rango de ley del Real Decreto de declaración del estado de 
alarma, rango que el Tribunal Constitucional reconoció a este tipo de actos en su Sentencia 
83/2016, de 28 de abril, para afirmar que (FJ 4) “resulta obligada” la aplicación del RD 463/2020, 
“y, en correspondencia con la misma, sin la previa declaración de nulidad o de 
inconstitucionalidad de dicha norma con rango de ley, se puede fundar en dicha aplicación la 
prohibición de celebración de la concentración de vehículos con la finalidad de celebrar la 
manifestación de 1 de mayo”. Tampoco “ve méritos para plantear una cuestión de 
inconstitucionalidad ni observa ninguna irregularidad en dicha aplicación del RD 463/2020, 
porque, pese a que incuestionablemente el estado de alarma es el de menor intensidad de los 
recogidos en el artículo 116 de la Constitución española ... y en la Ley Orgánica 4/1981 ..., el caso 
presente, estando previsto en el artículo 4.b de esta última norma (" Crisis sanitarias, tales como 
epidemias y situaciones de contaminación graves" que supongan alteraciones graves de la 
normalidad), es el más grave de los imaginables, pues ha tenido lugar a causa de una situación de 
emergencia de salud pública provocada por una pandemia internacional ..., lo cual ha obligado 
a adoptar medidas preventivas, debido a que la expansión de la pandemia genera un 

 
128  Véase el recurso citado, p. 8. 

http://www.poderjudicial.es/search/openDocument/d979470087d23cff
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extraordinario riesgo para los derechos de los ciudadanos, comenzando por el más preciado, cuál 
es el derecho a la vida” (FJ 4). En esta misma línea, mantiene que el “riesgo para la salud pública, 
..., ha dado lugar a la declaración del estado de alarma y justifica la restricción en la circulación 
de personas, incluso a bordo de vehículos, que se contiene en el artículo 7.2. del RD 463/2020, para 
así evitar la propagación del virus” (FJ 4). 

El citado Tribunal recuerda que el Tribunal Constitucional ya ha indicado la declaración del 
estado de alarma “también puede conllevar la alteración temporal en la aplicabilidad ordinaria 
de determinadas disposiciones legales vigentes” y concluye en el sentido de que la decisión 
recurrida “no suspende el derecho fundamental de reunión y manifestación, sino que, en 
congruencia con el contenido del 7.2 del RD 463/2020 y 11.b de la LO 4/1981, limita la circulación 
de vehículos a determinadas finalidades, entre las que no se halla la celebración de la 
manifestación pretendida, como medio idóneo e imprescindible para tutelar la salud pública. Por 
ello, resulta incompatible la aplicación, en todos sus términos, del estado de alarma y la necesaria 
protección de la salud pública que a los poderes públicos compete (artículo 43.2 de la Constitución 
Española) con la celebración de la manifestación pretendida“ (FJ 4).  

Tras la presentación de un recurso de amparo129 contra dicha Sentencia, el Tribunal 
Constitucional se ha pronunciado en la misma línea, mediante Auto 40/2020, de 30 de abril de 
2020 que inadmite a trámite el recurso de amparo 2056-2020, promovido por la Central 
Unitaria de Traballadores/as (CUT) en proceso contencioso-administrativo sobre el ejercicio 
del derecho de manifestación. El Tribunal Constitucional, aunque fuertemente dividido130, ha 
establecido que: “el derecho recogido en el art. 21 CE no es un derecho absoluto o ilimitado, sino 
que, al igual que los demás derechos fundamentales, puede verse sometido a ciertas modulaciones 
o límites, entre los que se encuentran tanto el específicamente previsto en el propio art. 21.2 CE —
alteración del orden público con peligro para personas y bienes—, como aquellos otros que vienen 
impuestos por la necesidad de evitar que un ejercicio extralimitado del derecho pueda entrar en 
colisión con otros valores constitucionales”; y concluye que en “el supuesto que nos ocupa, la 
limitación del ejercicio del derecho tiene una finalidad que no sólo ha de reputarse como legítima, 
sino que además tiene cobertura constitucional bastante en los arts. 15 CE (garantía de la 
integridad física de las personas) y 43 CE (protección de la salud), ambos tan intensamente 
conectados que es difícil imaginarlos por separado, máxime en las actuales circunstancias” (FJ 4).  

 Tribunal Superior de Justicia de Aragón 

El Tribunal Superior de Justicia de Aragón, en sentencia 151/2020, de 30 de abril de 2020 
decidió permitir una manifestación convocada para el 1 de mayo en Zaragoza. 

Dicho Tribunal argumentó, en el Fundamento Jurídico 3 de su Sentencia, que “el estado de 
alarma no ampara suspensión de ningún derecho, pero menos limitación ninguna del derecho de 
reunión y libre manifestación” y que si ”en situación de estado de excepción, es perfectamente 

 
129  Sobre el recurso de amparo en España, véase: 

 PÉREZ DE LOS COBOS, Francisco: “El papel de los Tribunales Constitucionales en la gobernanza a diferentes 
niveles – España: el Tribunal Constitucional”. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. Unidad 
Biblioteca de Derecho Comparado. Noviembre 2016 – PE 593.506. Versión electrónica disponible en: 
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/593506/EPRS_STU(2017)593506_ES.pdf. 

 GONZÁLEZ-TREVIJANO SÁNCHEZ, Pedro: “Los recursos de los particulares ante las más altas jurisdicciones, una 
perspectiva de Derecho Comparado – España”. EPRS | Servicio de Estudios del Parlamento Europeo. Unidad 
Biblioteca de Derecho Comparado. Octubre 2017 - PE 608.737. Versión electrónica disponible en: 
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2017/608737/EPRS_STU(2017)608737_ES.pdf. 

130  El País (edición nacional): División en el Constitucional por el derecho de protesta durante la crisis. 2 de mayo 
de 2020, p. 18. Versión electrónica disponible en: https://elpais.com/espana/2020-05-01/division-en-el-
constitucional-por-el-derecho-de-protesta-durante-la-crisis.html?prm=enviar_email. 
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posible suspender la libre circulación y mantener el derecho de manifestación, porque la disyuntiva 
a tal planteamiento supondría dejar vacío de contenido el artículo 22 de la Ley Orgánica 4/1981, 
difícil será concluir, en abstracto que en situación de estado de alarma cabe alguna limitación, por 
leve que sea, del derecho de reunión, cuando ocurre que el artículo 11 de la Ley Orgánica 4/1981 
en ningún momento lo contempla”. 

Además dicho Tribunal incide en el núcleo del debate al declarar que cabe “plantearse de 
manera más que razonable que una situación de crisis sanitaria como la que sufrimos en estos 
momentos, puede implicar de facto una tan grave alteración del libre ejercicio de los derechos y 
libertades de los ciudadanos, o del normal funcionamiento de las instituciones, que haga 
razonable pensar que la herramienta más adecuada para el restablecimiento de tal normalidad 
de ejercicio pueda ser el estado de excepción. Y ello por encima de una tesis meramente 
nominalista -desacertada en su elección a nuestro juicio de haber sido tal el único criterio para 
ello-, que asocia el estado de alarma como herramienta indicada para el tratamiento de este tipo 
de situaciones, con idéntico propósito de vuelta a la normalidad, sin plantearse que la elección de 
la herramienta pueda tal vez exigir su acomodación a la envergadura de la crisis, previo examen 
de la misma” (FJ 3). 

El citado Tribunal apoya también su argumentación en la libertad de expresión y en la 
jurisprudencia al respecto del Tribunal Constitucional, pues mantiene que lo “que caracteriza, 
y cualifica al derecho de manifestación, respecto de la libertad individual o deambulatoria, es que 
el necesario vehículo personal, la concentración de ciudadanos en un determinado lugar, opera 
al servicio del intercambio y libre exposición de ideas, de defensa de intereses o de publicidad de 
problemas y reivindicaciones. En definitiva, se trata de una manifestación colectiva de la libertad 
de expresión al servicio... de dicho intercambio (por todas STC, Sala Segunda, 193/2011, de 12 de 
diciembre, rec. 6340/2010). En dicha sentencia se sigue diciendo que existe, pues, una estrecha 
vinculación entre el derecho de reunión y manifestación y el derecho a la libre expresión [art. 20.1 
a) CE] que también fue enfatizada, en su momento, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(STEDH caso Stankov, de 2 de octubre de 2001, § 85 y STEDH caso Rekvényi, de 20 de mayo de 1999, 
§ 58, tal como recordamos en nuestra STC 195/2003, de 27 de octubre, FJ 3). El derecho de reunión 
se convierte, así, en uno de los ejes vertebradores (cauce del principio democrático participativo) 
del Estado social y democrático de Derecho proclamado en la Constitución...” (FJ 3). 

A continuación, no obstante, el Tribunal Superior de Aragón reconoce que el derecho de 
reunión es modulable y que no tiene un contenido y significado absolutos, pero descarta que 
la justificación para su limitación se pueda encontrar en la “crisis sanitaria” de modo abstracto. 
Declara que dicha justificación habría que buscarla “en el caso concreto” mediante la aplicación 
combinada del art. 21.1 CE, los artículos 3, 8, 9 y 10 de la Ley Orgánica 9/1983 y el art. 11 del 
CEDH para ver si concurren las “suficientes circunstancias” que permitan concluir que se está 
en presencia de un interés superior que ha de ser preservado ya que “donde no es posible 
suspensión ni limitación por vía excepcional, sólo lo será por vía de régimen ordinario, si éste lo 
permite en el caso concreto”, insistiendo en la idea de que “lo que puede justificar una declaración 
de estado alarma, que es una situación de crisis sanitaria en abstracto, no necesariamente será 
suficiente para justificar una suspensión de derecho fundamental que tal declaración no puede 
decretar” (FJ 4). 

El Tribunal Superior se centra en la necesidad de una debida motivación del acto de 
prohibición de la manifestación, basándose en la STC 195/2003, de 27 de octubre, en la que el 
Tribunal Constitucional había indicado que “para que los poderes públicos puedan incidir en el 
derecho de reunión constitucionalmente garantizado, ya sea restringiéndolo, modificando las 
circunstancias de su ejercicio, o prohibiéndolo incluso, es preciso, tal y como acaba de señalarse, 
que existan razones fundadas, lo que implica una exigencia de motivación de la resolución 
correspondiente (STC 36/1982, de 16 de junio) en la que se aporten las razones que han llevado a 
la autoridad gubernativa a concluir que el ejercicio del derecho fundamental de reunión, tal y 
como se hubo proyectado por su promotor o sus promotores, producirá una alteración del orden 
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público proscrita en el art. 21.2 CE, o bien la desproporcionada perturbación de otros bienes o 
derechos protegidos por nuestra Constitución” (FJ 4).  

El Tribunal aragonés llega a la conclusión de que lo que “debe explicar la Administración al 
prohibir la manifestación en cuestión, más allá de invocar de manera genérica la necesidad de 
combatir la pandemia, es en qué medida, en el caso concreto, limitada la participación a sesenta 
personas y todos ellos en vehículos individuales, puede suponer un riesgo objetivo y cierto de 
contagio y propagación de la enfermedad y esto es lo que no hace” y añade que “en el caso 
concreto la Administración se ha limitado a prohibir, sin hacer propuesta alguna de modificación 
o de imposición de condiciones y sin motivar con base en argumentos contrastados la 
inadecuación de la propuesta realizada, más allá de formular dos conjeturas ayunas de sostén 
probatorio y de contraste con la concreta solicitud realizada” (FJ 5). 

En consecuencia, la manifestación fue autorizada, aunque, en aras de garantizar la salud 
pública, “limitada, conforme a lo comunicado por la entidad convocante, a la participación de 
sesenta ciudadanos, en vehículo particular, cubierto, turismo, con un único ocupante en cada uno” 
(FJ 6).  

Posteriormente, las manifestaciones convocadas para el 23 de mayo 2020 fueron autorizadas 
en todas las capitales españolas, ya sea por la vía administrativa o con intervención judicial.  

 Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León 

El Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León con su Sentencia 462/2020, de 21 de mayo de 
2020 declaró nula de pleno derecho la resolución de la Subdelegación del Gobierno en 
Zamora de 15 de mayo de 2020 por la que se prohibía la manifestación comunicada por el 
partido político VOX para el día 23 de mayo de 2020 y reconoció el derecho de tal partido a 
llevar a cabo dicha manifestación. 

El Tribunal castellano-leonés empieza por recordar la trascendencia del derecho de reunión y 
manifestación (FJ 2): 

“el derecho fundamental de reunión y manifestación que se contempla en el artículo 21 de 
la Constitución Española (CE), (...), según ha destacado el Tribunal Constitucional, es una 
manifestación colectiva de la libertad de expresión ejercitada a través de una asociación 
transitoria de personas, que opera a modo de técnica instrumental puesta al servicio del 
intercambio o exposición de ideas, la defensa de intereses o la publicidad de problemas y 
reivindicaciones, y cuyos elementos configuradores son el subjetivo -agrupación de 
personas-, el temporal -duración transitoria-, el finalista -licitud de la finalidad- y el real u 
objetivo -lugar de celebración- (SSTC 66/1995, de 8 de mayo, 196/2002, de 28 de octubre, 
195/2003, de 27 de octubre, 301/2006, de 23 de octubre y 170/2008, de 15 de diciembre). 
También se ha resaltado por aquél en múltiples sentencias el relieve fundamental que este 
derecho presenta como "cauce del principio democrático participativo", tanto en su 
dimensión subjetiva como en la objetiva, en un Estado social y democrático de Derecho 
como el proclamado en la Constitución. Para muchos grupos sociales, se dice, este derecho 
es, en la práctica, uno de los pocos medios de los que disponen para poder expresar 
públicamente sus ideas y reivindicaciones. En este sentido y reproduciendo jurisprudencia 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, tiene dicho que: «la protección de las opiniones 
y de la libertad de expresarlas constituye uno de los objetivos de la libertad de reunión 
(STEDH caso Stankov, de 2 de octubre de 2001,§ 85), o también que la libertad de expresión 
constituye uno de los medios principales que permite asegurar el disfrute efectivo del 
derecho a la libertad de reunión y de asociación (STEDH caso Rekvényi, de 20 de mayo de 
1999, § 58)» (STC 195/2003, de 27 de octubre, Fundamento Jurídico 3)”. 

Sobre esta argumentación, el citado Tribunal Superior toma “como premisa y punto de partida, 
que el derecho de reunión -y ello es aplicable a su variante de manifestación cuando se celebra en 
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lugares de tránsito público (STC 96/2010, de 15 de noviembre)- no está suspendido por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma” (FJ 3) y, según indica 
el mismo Tribunal la no suspensión de tal derecho “resulta también de lo previsto en el artículo 
55.1 CE, en el que se dispone que ese derecho fundamental, así como los otros que en ese precepto 
se mencionan, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración de excepción o de sitio, 
lo que aquí no acontece. La Constitución no permite, por tanto, que con la declaración del estado 
de alarma se suspendan los derechos fundamentales de reunión y manifestación” (FJ 3). 

No obstante, el Tribunal reconoce que el ejercicio de tal derecho puede estar sujeto a 
limitaciones, pero para ello se requeriría una “motivación específica” por parte de los poderes 
públicos competentes y habría que tener en cuenta, en todo caso, que la regla general es “el 
favorecimiento del derecho de reunión, que sólo debe verse exceptuado si, en el caso concreto y 
previa ponderación y juicio de proporcionalidad, concurren datos y circunstancias que permiten 
su limitación, en garantía de un interés constitucional o público superior” (FJ 4). Recuerda que la 
propia Administración demandada no había prohibido las manifestaciones convocadas que 
habrían de desarrollarse en las mismas condiciones (caravana, con vehículos cerrados 
particulares y bicicletas o motocicletas) en otras ciudades españolas (FJ 5) y estima que 
“tampoco pueden servir para prohibir la manifestación de que se trata las circunstancias de salud 
pública ..., toda vez que son insuficientes las afirmaciones genéricas que se hacen en el informe 
... obrante en el expediente, a las que también se remite la resolución administrativa impugnada, 
en el sentido de que la manifestación "puede suponer" un riesgo para la integridad física tanto de 
los participantes en la misma como de los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado” (FJ 5). Asimismo, recalca que en el momento en que se dictaba la sentencia, en Zamora 
estaban están permitidas “otras actividades (rebajas en centros comerciales, asistencia a lugares 
de culto...) que pueden comportar acumulación de personas” (FJ 5) y excluye que las dificultades 
para el tráfico a que se refería el acto impugnado puedan respaldar la prohibición de la 
manifestación (FJ 6). 

Tras estas consideraciones el Tribunal Superior de Justicia de esta región autorizó la 
manifestación pero tomó la precaución de señalar que su conclusión no estaba en 
contradicción con el auto del Tribunal Constitucional de 30 de abril de 2020, citado, que 
inadmitía un recurso de amparo, pues se refería “a un supuesto en el que concurrían 
circunstancias diferentes a las que están presentes en el aquí contemplado” (FJ 7), puesto que en 
esa ocasión no se había accedido aún al sistema de fases para el descenso de la alarma 
sanitaria.  

 Tribunal Superior de Justicia de Madrid 

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid, mediante su Sentencia nº 214, de 21 de mayo de 
2020, dictada por la Sección Décima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de 
Madrid (recurso nº 319/2020) anuló la Resolución de la Delegación del Gobierno en Madrid, 
de fecha 14 de mayo de 2020, por la que se prohibía la concentración convocada por el 
PARTIDO COMUNISTA DE LOS PUEBLOS DE ESPAÑA (P.C.P.E.) para el día 23 de mayo en 
Madrid. 

El FJ 11 de la Sentencia resume los argumentos en que el Tribunal basaba su decisión: 

Frente a las medidas propuestas por el promotor de la concentración, “por la 
Administración se oponen únicamente consideraciones generales en torno a la gravedad de 
la situación de crisis sanitaria y riesgos igualmente genéricos que podría comportar su 
celebración. Sin embargo, frente a una comunicación de concentración tan autolimitada, 
ponderada y detallada como la que nos ocupa y en las actuales circunstancias de 
"desescalada" a que hemos hecho mención anteriormente, resulta exigible que se expliciten 
de modo suficiente las razones concretas y verificables sobre las que sustentar la conclusión 

http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp


Estudio 
 

62 

de que aquella reunión no resulta compatible con la salud pública y que, por ende, para su 
debida protección solo cabe la medida de prohibición. 

Debemos notar en este punto que la Administración, al prohibir la concentración, ha 
decidido la limitación máxima del derecho de reunión, por lo que en las circunstancias 
expuestas todavía resulta más exigible una motivación expresiva de las razones en las que 
basar dicha incompatibilidad absoluta entre el derecho fundamental reconocido en el art. 
21 CE y la salud pública. 

En atención a todo lo expuesto, como sostienen coincidentemente la parte actora y el 
Ministerio Fiscal, resultaba exigible en el presente caso una motivación reforzada de la 
limitación del derecho fundamental. 

En las circunstancias expuestas, el derecho de reunión del demandante, manifestación 
colectiva del derecho de libertad de expresión que coadyuva a la formación de la opinión 
pública, intensamente vinculado al pluralismo político y al funcionamiento del sistema 
democrático, debe ser preservado. 

En definitiva, al no haberse proporcionado por la Administración una motivación suficiente 
que avale la proporcionalidad de la prohibición acordada, la Sala concluye que se ha 
vulnerado el derecho fundamental reconocido en el art. 21 CE”. 

 Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 

El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, con Sentencia 1391/2020 del 22 de mayo de 2020, 
declaró nula de pleno derecho la Resolución dictada el día 15 de mayo de 2020 por el Ministro 
del Interior, por la que se prohibía la manifestación convocada por el partido político VOX en 
la ciudad de Barcelona, el día 23 de mayo de 2020. 

Como indica la Sentencia, la resolución impugnada prohibía la manifestación “por considerarla 
incompatible con los riesgos asociados a la pandemia originada por el virus COVID-19 y, asimismo, 
con las limitaciones o restricciones impuestas a la circulación o tránsito de vehículos y personas en 
méritos del estado de alarma. Todo ello, unido a un déficit en cuanto a medidas de seguridad 
específicas” (FJ 2). 

El Tribunal Superior Justicia de Cataluña, en primer lugar (FJ 3), atiende a tomar debida nota 
de los criterios fijados por el Tribunal Constitucional en su citado Auto 40/2020, de 30 de abril 
de 2020 y los completa con una referencia a la reiterada jurisprudencia del mismo Tribunal en 
materia de derecho de reunión y manifestación, insistiendo en que un “límite específico al 
ejercicio de ese derecho fundamental” es que dicho ejercicio “no puede producir alteraciones del 
orden público con peligro para personas y bienes”. Recuerda asimismo que el Tribunal 
Constitucional ha indicado que “ni es necesario ni es correcto entrar a definir de modo abstracto 
y general el concepto de orden público, pues el precepto constitucional se refiere al orden público 
con peligro para personas o bienes, lo que lo convierte en un elemento sustantivo que debe ser 
analizado en cada caso en el contexto del art. 21 CE, a partir de los criterios que el propio Tribunal 
ofrece: que esa noción de orden se refiere a una situación de hecho, el mantenimiento del orden en 
sentido material en lugares de tránsito público, no al orden como sinónimo de respeto a los 
principios y valores jurídicos y metajurídicos que están en la base de la convivencia social y son 
fundamento del orden social, económico y político; y que las concentraciones tan sólo pueden 
prohibirse, en aplicación del límite previsto en el art.21.2 C.E., cuando existan razones fundadas 
para concluir que de llevarse a cabo se producirá una situación de desorden material en el lugar de 
tránsito público afectado, entendiendo por tal desorden material el que impide el normal 
desarrollo de la convivencia ciudadana en aspectos que afectan a la integridad física o moral de 
personas o a la integridad de bienes públicos o privados, en el bien entendido que peligro no es 
sinónimo de utilización de violencia sobre personas y bienes”. Recuerda también que “la 
limitación del ejercicio del derecho de reunión requiere de una motivación específica”. 
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A continuación (FJ 4), el Tribunal Superior de esta región atiende al criterio seguido por otros 
Tribunales ordinarios en supuestos similares, en los que la prohibición de manifestaciones se 
pretendió fundar también en la crisis generada por el coronavirus. Cita así la Sentencia nº 214, 
de 21 de mayo de 2020, dictada por la Sección Décima de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid (recurso nº 319/2020) y la Sentencia 
nº 463/2020, de 21 de mayo de 2020, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sección Segunda, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-León (recurso nº 358/2020). 

De la lectura de las sentencias y autos citados, el Tribunal regional extrae en síntesis los 
siguientes criterios (FJ 5): 

“1.-  La prohibición de una manifestación con fundamento en la necesidad de proteger el 
derecho a la vida (art.15 CE) y el derecho a la salud (art. 43 CE) de las personas, debe 
basarse en razones sólidas a propósito de la existencia y proximidad de un riesgo 
cierto para tales derechos. Y esas razones deben hallar soporte en las circunstancias 
concurrentes en cada caso concreto, pasadas, éstas, por el tamiz de la lógica y de la 
experiencia. 

Las meras dudas no justifican la prohibición de una manifestación. 

2.-  Aunque el derecho de reunión y manifestación no es ilimitado (ningún derecho lo es), 
los actos de prohibición de su ejercicio deben obedecer a una finalidad legítima y 
responder al criterio de proporcionalidad. 

3.-  Asimismo, la prohibición de una manifestación basada en razones ciertas y 
atendibles, tampoco estará justificada si resulta posible, como alternativa, imponer o 
prescribir medidas que permitan conjugar o armonizar el ejercicio del derecho de 
manifestación con la salvaguarda de los otros derechos que se suponen riesgo. 

4.-  La prohibición o modificación del itinerario de una manifestación no puede traer 
causa del estado de alarma. 

De este último pueden derivarse ciertas limitaciones o restricciones en sede de 
circulación o permanencia en la vía pública de personas o vehículos; pero no actos de 
prohibición o alteración del itinerario fundados en la declaración del estado de 
emergencia”. 

La conclusión (FJ 6) a que llega este Tribunal catalán es que “la prohibición impugnada no puede 
considerarse proporcionada” pues las circunstancias en que se dictaron el Auto del Tribunal 
Constitucional citado y la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia que lo precedió habían 
cambiado considerablemente y “admitir una prohibición basada en meras conjeturas supondría 
una quiebra clara del derecho fundamental de reunión y manifestación pacífica, amén de un 
peligroso precedente”. 
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VII. Conclusión 
Por segunda vez en la historia constitucional reciente de España, su Gobierno ha declarado el 
estado de alarma, uno de los estados excepcionales previstos en la Constitución del 1978; esta 
vez lo ha hecho ante el avance de la pandemia del COVID-19, pues es el instrumento 
legalmente previsto para hacer frente a las “crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones 
de contaminación graves” (artículo 4.b) de la Ley Orgánica 4/1981). 

Se trata, de un recurso extraordinario, con importantes implicaciones tanto para el 
funcionamiento de las instituciones como para la vida de los ciudadanos. 

La diferencia, en cuanto a su alcance subjetivo y objetivo, entre la declaración del estado de 
alarma de 2010 y la del 14 de marzo de 2020 es patente. Mientras que el decreto de 2010 
solamente era de aplicación a los controladores de tránsito aéreo y la única medida que se 
preveía era su sometimiento a la autoridad y a la ley militar, el decreto por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
es de aplicación general y contiene una gran batería de medidas que afectan de forma 
significativamente intensa a la vida social y económica del país. 

Por ello, las reacciones por parte tanto de la sociedad civil como del medio académico-jurídico 
se han intensificado en esta ocasión. Esta reciente aplicación, sobre todo debido a las medidas 
adoptadas, ha reavivado el debate sobre los casos en que se ha de declarar el estado de alarma 
y aquellos otros que requerirían el estado de excepción, dada la afectación de los derechos 
fundamentales. Asimismo, se ha evidenciado que ciertas fuentes del Derecho existentes en el 
ordenamiento jurídico español, en concreto el Decreto-ley y la Orden Ministerial, han sido 
utilizadas hasta lo que podría considerarse sus mismos límites. 
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Anexo: Reales Decretos-Ley adoptados en el contexto del 
estado de alarma, relacionados con la gestión y la repuesta 
a la crisis sanitaria del COVID-19 
Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas 
urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud pública. 

Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
responder al impacto económico del COVID-19, incluyendo la Corrección de errores del Real 
Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder 
al impacto económico del COVID-19. 

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19.  

Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias, en 
el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19. 

Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido 
recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios 
esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra 
el COVID-19. 

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19. 

Real Decreto-ley 12/2020, de 31 de marzo, de medidas urgentes en materia de protección y 
asistencia a las víctimas de violencia de género. 

Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes 
en materia de empleo agrario. 

Real Decreto-ley 14/2020, de 14 de abril, por el que se extiende el plazo para la presentación 
e ingreso de determinadas declaraciones y autoliquidaciones tributarias. 

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar 
la economía y el empleo. 

Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer 
frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia. 

Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector 
cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-
2019.  

Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del empleo.  

Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en 
materia agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar 
los efectos del COVID-19. 

Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital. 

Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y 
coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio, por el que se regula la creación del Fondo COVID-19 
y se establecen las reglas relativas a su distribución y libramiento. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-3434
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-3580
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4025
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4025
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-3824
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4152
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4166
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4208
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4209
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-4332
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4448
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4554
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4705
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4832
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-4959
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-5315
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-5493#:%7E:text=Real%20Decreto%2Dley%2020%2F2020,establece%20el%20ingreso%20m%C3%ADnimo%20vital.
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-5895
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-6232#:%7E:text=Real%20Decreto%2Dley%2022%2F2020,de%2017%2F06%2F2020.
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Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban medidas en materia de 
energía y en otros ámbitos para la reactivación económica. 

Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y 
protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial. 

 

NB: Para consultar una relación de todas las normas adoptadas en relación con la crisis 
sanitaria del COVID-19, puede descargarse el Código electrónico relativo a dicha crisis 
en: 

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355&modo=2&nota=0 

 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2020-6621
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-6838
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/codigos/codigo.php?id=355&modo=2&nota=0
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Este documento se integra en una serie de análisis que 
pretenden, desde la perspectiva del Derecho 
Comparado, presentar el Derecho de excepción en 
diferentes Estados, con especial atención a aquellos 
fundamentos jurídicos en que se basan las medidas de 
emergencia que se pueden adoptar ante crisis, como 
puede ser la crisis sanitaria provocada por la pandemia 
del COVID-19. 

El presente análisis tiene como objeto el caso de España. 
Se trata de la segunda edición. 
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